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DICTAMEN INTEGRAL

Doctor
CARLOS ENRIQUE MÁSMELA GONZÁLEZ
Director Ejecutivo de Administración Judicial (E)
Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura

Bogotá D. C.

Respetado Director:

La Contraloría General de la República, con fundamento en las facultades otorgadas por el artículo 267 de la Constitución Política, practicó Auditoría a la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, a través de la evaluación de los principios de la gestión fiscal: eficiencia y eficacia con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión en las áreas, actividades o procesos examinados, el examen del Balance General al 31 de Diciembre de 2011 y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social por el año terminado en esa fecha. Dichos estados contables fueron examinados y comparados con los del año anterior, los cuales fueron auditados por la Contraloría General de la República.

La auditoría incluyó la comprobación que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables. Así mismo, evaluó el Sistema de Control Interno y el cumplimiento del Plan de Mejoramiento.
Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada por la Entidad y analizada por la Contraloría General de la República. Igualmente, es responsable por la preparación y correcta presentación de estos estados contables de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia y prescritos por la Contaduría General de la Nación.

Esta responsabilidad incluye: Diseñar, implementar y mantener un sistema de control interno adecuado para el cumplimiento de la misión institucional y para la preparación y presentación de los estados contables, libres de errores significativos, bien sea por fraude o error; seleccionar y aplicar las políticas contables apropiadas; así como, efectuar las estimaciones contables que resulten razonables en las circunstancias. La responsabilidad de la Contraloría General de la República consiste en producir un informe que contenga el pronunciamiento sobre el fenecimiento de la cuenta, con fundamento en: el concepto sobre la gestión y resultados adelantados por la administración de la Entidad en las áreas o procesos auditados y la opinión sobre la razonabilidad de los Estados Contables.

El representante legal de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, rindió la cuenta anual consolidada por la vigencia fiscal del año 2011, dentro de los plazos previstos en la Resolución 5544 del 17 de diciembre de 2003, 5594 de 2004 y 6289 de 2011, proferida por el señor Contralor General de la República.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con normas de auditoría gubernamental colombianas (NAGC) compatibles con las normas internacionales de auditoría – (NIA´s) y con políticas y procedimientos de auditoría gubernamental con enfoque integral prescritos por la Contraloría General de la República. Tales normas requieren que planifique y efectúe la auditoría para obtener una seguridad razonable acerca de si los estados contables están libres de errores significativos. Una auditoría gubernamental con enfoque integral incluye examinar, sobre una base selectiva, la evidencia que soporta las cifras, las revelaciones en los estados contables, los documentos que soportan la gestión y resultados de la Entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del sistema de control interno y el cumplimiento del plan de mejoramiento.

Los procedimientos de auditoría seleccionados dependen del juicio profesional del auditor, incluyendo su evaluación de los riesgos de errores significativos en los estados contables y de la gestión y resultados de la Entidad.  En la evaluación del riesgo, el auditor considera el control interno de la Entidad como relevante para todos sus propósitos, con el fin de diseñar procedimientos de auditoría que sean apropiados en las circunstancias. Una auditoría también incluye, evaluar los principios de contabilidad utilizados y las estimaciones contables significativas hechas por la administración, así como evaluar la presentación general de los estados contables. 

En el trabajo de auditoría se presentaron limitaciones que afectaron su alcance, algunos hallazgos se dieron a conocer oportunamente a la Entidad dentro del desarrollo de la auditoría y en el informe preliminar, las respuestas de la administración fueron analizadas y validadas en mesa de trabajo, incorporándose en el informe final lo que se encontró debidamente soportado.

2.1 GESTIÓN Y RESULTADOS 

La auditoría a que se refiere el presente informe tuvo como alcance el examen de la Gestión Misional (Negocio misional, Proyecto de sistematización de despachos judiciales a nivel nacional, el Plan Nacional de Descongestión, Gestión del talento humano, Evaluación del sistema de control interno, el seguimiento al cumplimiento del Plan de mejoramiento) y la Gestión en los recursos públicos (Gestión contractual y Gestión presupuestal o financiera), para determinar la eficiencia y eficacia de la tarea adelantada por la Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura.

2.1.1 Gestión 

2.1.1.1 Negocio misional

Realizado el seguimiento del cuatrimestre Septiembre – Noviembre del año 2011, se continuó con lo establecido en el informe anterior en cuanto a que  los procesos de dirección, planeación, organización, control y seguimiento, no se dan, toda vez que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a través de las decisiones relacionadas con el Plan Nacional de Descongestión, ha generado en materia de administración de justicia, una deficiente e inoportuna prestación del servicio público de justicia, por congestión en los despachos judiciales que genera falta de solución pronta y definitiva de los procesos en conocimiento en las diferentes jurisdicciones.

2.1.1.2 Gestión Talento Humano

En la evaluación de la gestión de talento humano, se verificó el proceso de selección de magistrados auxiliares del Consejo Superior de la Judicatura, oportunidad sobre los programas de estímulos en relación con la productividad de los funcionarios, en los diferentes niveles en cumplimiento de la normatividad relacionada, con el propósito de asegurar que se mantengan los niveles de eficiencia, calidad e idoneidad que justifiquen la permanencia en el cargo, todos los servidores y servidoras judiciales vinculados por el sistema de carrera judicial quienes deben ser calificados.

2.1.1.3 Cumplimiento del plan de mejoramiento

La verificación del cumplimiento la Entidad debía aportar los soportes correspondientes a las acciones de mejoramiento, cuya efectividad es evaluada en la misma mesa por el equipo auditor, y permite que dentro del seguimiento se establezca las acciones cumplidas al 100% para su retiro, parcialmente cumplidas o que no tuvieron cumplimiento lo cual deben ser objeto por parte de la Entidad de solicitud a la Oficina de Planeación de la CGR de reprogramación, replanteamiento, ampliación de plazo etc. A fin de efectuar el cargue al aplicativo SIRECI, así mismo teniendo en cuenta la antigüedad de los Planes de Mejoramiento que conforman el Plan Único dicha solicitud debe incluir en esa reprogramación y replanteamiento las acciones que no fueron cumplidas y que datan desde el 2006 – 2011 entre otras a objeto de que se surta una depuración del Plan con acciones de mejoramiento que comprometan a una efectiva y real solución a las causas de las observaciones formuladas por este Órgano de Control.

2.1.1.4 Evaluación del sistema de control interno

La evaluación del Sistema de Control Interno se realizó en los procesos que intervienen en la gestión misional de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura.

En la evaluación del Sistema de Control Interno de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, la CGR aplicó la herramienta que establece la guía de auditoría, obteniendo 123 puntos en la primera evaluación, sobre 72 aspectos evaluados, para una calificación de 1.708, que dentro de los valores de referencia le corresponde el rango Con Deficiencias (de 1.5 a 2.0). Lo que significa que conforme a los parámetros establecidos, los controles generales del Sujeto de control no existen ni se aplican, en la evaluación de controles (Primera etapa).

Operativamente, una calificación de 1.903, Con Deficiencias, debido a que los controles específicos de las líneas o áreas examinadas, no mitigan los riesgos para los cuales fueron establecidos.

2.1.2 Resultados
La auditoría a que se refiere el presente informe tuvo como alcance el examen de la Gestión Misional (Negocio misional, Proyecto de sistematización de despachos judiciales a nivel nacional, el Plan Nacional de Descongestión, Gestión del talento humano, Evaluación del sistema de control interno, el seguimiento al cumplimiento del Plan de mejoramiento) y la Gestión en los recursos públicos (Gestión contractual y Gestión presupuestal o financiera), para determinar la eficiencia y eficacia de la tarea adelantada por la Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura.

2.1.2.1 Concepto sobre gestión y resultados

La Contraloría General de la República con base en la gestión en las áreas, procesos o actividades auditadas, y en las conclusiones y hallazgos relacionados, como resultado de la auditoría adelantada, conceptúa que la gestión y resultados de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura es DESFAVORABLE, con la consecuente calificación de 30,017, resultante de ponderar los aspectos que se relacionan a continuación:
Cuadro No. 1 Calificación Gestión  – RJ – CSJ

	Componente
	Objetivo de evaluación
	Factores mínimos
	Variables a evaluar
	Ponderación subcomponente % 
	Calificación equipo auditor
	Consolidación de la calificación
	Ponderación calificación componente % 

	Control de Gestión 
	Determinar la eficiencia y la eficacia mediante la evaluación de sus procesos administrativos, la utilización de indicadores de rentabilidad pública y desempeño y la identificación de la distribución del excedente que éstas producen, así como de los benef
	Procesos Administrativos
	Dirección, planeación, organización, control (seguimiento y monitoreo) y ejecución. 
	25%
	50,6
	12,66
	20

	
	
	Indicadores
	Formulación; Oportunidad; Confiabilidad de la información o datos de las variables que los conforman; Calidad; Utilidad; Relevancia y; Pertinencia de los resultados.
	25%
	36,3
	9,06
	

	
	
	Ciclo Presupuestal
	Manejo recursos presupuesto (planeación, asignación, ejecución y evaluación)
	25%
	53,8
	13,44
	

	
	
	Población objetivo y beneficiaria
	Cobertura; Focalización; Demanda futura; Población objetivo y/o beneficiaria.
	25%
	23,8
	5,94
	

	CALIFICACIÓN COMPONENTE CONTROL DE GESTIÓN
	100%
	 
	41,09
	8,22

	Control de Resultados
	Establecer en qué medida los sujetos de la vigilancia logran y cumplen los planes, programas y proyectos adoptados por la administración en un período determinado.
	Objetivos misionales 
	Grado de cumplimiento en términos de Cantidad, Calidad, Oportunidad y Coherencia con el Plan Nacional de Desarrollo y/o Planes del Sector.
	50%
	45
	22,5
	30%

	 
	
	Cumplimiento Planes Programas y Proyectos
	Grado de avance y cumplimiento de las metas establecidas en términos Cantidad, Calidad, Oportunidad, resultados y satisfacción de la población beneficiaria y coherencia con los objetivos misionales
	50%
	37,5
	18,75
	 

	CALIFICACIÓN COMPONENTE CONTROL DE RESULTADOS 
	100%
	 
	41,25
	12,38

	Control de Legalidad
	Establecer aplicación normativa en las operaciones financieras, administrativas, económicas y de otra índole.
	Cumplimiento de normatividad aplicable al ente o asunto auditado
	Normas externas e internas aplicables
	100%
	39,4
	39,38
	10%

	CALIFICACIÓN COMPONENTE LEGALIDAD
	100%
	 
	39,38
	3,94

	Control Financiero
	Establecer si los Estados Financieros reflejan razonablemente el resultado de sus operaciones y sus cambios en su situación financiera
	Razonabilidad Financiera
	Opinión Negativa o Adversa u Opinión con Abstención
	100%
	0
	0
	 

	CALIFICACIÓN COMPONENTE FINANCIERO
	100%
	 
	0
	0

	Evaluación SCI
	Obtener suficiente comprensión del sistema de control interno o de los mecanismos de control según la metodología descrita en esta Guía.
	Calidad y Confianza
	Concepto
	100%
	54,86
	54,86
	10%

	CALIFICACIÓN COMPONENTE SISTEMA DE CONTROL INTERNO
	100%
	 
	54,86
	5,49

	CALIFICACIÓN FINAL DE GESTIÓN PONDERADA
	 
	30,017


Fuente: Equipo Auditor 

2.1.2.2 Fenecimiento de cuenta
Con base en la calificación de los componentes, correspondiente a 32.85 obtenida en la evaluación de la Gestión y Resultados, la Contraloría General de la República NO FENECE la cuenta de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura por la vigencia fiscal correspondiente al año 2011.

Cuadro No.2  Fenecimiento de la Cuenta

	Mayor a 80 puntos 
	Se fenece

	Menor o igual a 80 puntos 
	No se fenece


Fuente: Guía de Auditoría

2.1.2.3 Relación de hallazgos

En desarrollo de la presente auditoría se establecieron en el Nivel Central Treinta y tres hallazgos (33) Administrativos, de los cuales tres (3) tienen presunta connotación Disciplinaria, cuatro (4) presunta connotación Fiscal y uno (1) presunta connotación Penal.

Nivel Desconcentrado:

- Gerencia Departamental Bolívar

En desarrollo de la presente auditoría, se establecieron diez y seis (16) hallazgos Administrativos, Cuatro (4) con connotación Disciplinaria y Uno (1) con connotación Fiscal.
- Gerencia Departamental Magdalena

En desarrollo de la presente auditoría, se establecieron diez (10) hallazgos Administrativos, Dos (2) con connotación Disciplinaria y dos (2) con apertura de Indagación Preliminar.

- Gerencia Departamental Norte de Santander

En desarrollo de la presente auditoría, no se establecieron hallazgos.

- Gerencia Departamental Huila

En desarrollo de la presente auditoría, se establecieron treinta y un (31) hallazgos Administrativos, de los cuales cinco (5) corresponde a hallazgo con alcance Disciplinario.

- Gerencia Departamental Tolima

En desarrollo de la presente auditoría, se establecieron catorce (14) hallazgos administrativos, de los cuales uno (1) corresponde a hallazgo con alcance Fiscal en cuantía de $6.146.857 y también con otra incidencia para ser traslado a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, y siete (7) con posible alcance Disciplinario.

CONSOLIDACIÓN

Efectuada la consolidación del nivel central con los puntos de control, se establecieron 104 hallazgos administrativos.

Cuadro No.3 Consolidación Hallazgos

	No.
	Punto de control
	Hallazgos
	Fiscales
	Otras Entidades
	Penales
	Indagación Preliminar
	Disciplinarios

	1
	Nivel Central
	33
	4
	
	1
	
	3

	2
	Bolívar
	16
	1
	
	
	
	4

	3
	Norte de Santander
	
	
	
	
	
	

	4
	Huila
	31
	
	
	
	
	5

	5
	Magdalena
	10
	
	
	
	2
	2

	6
	Tolima
	14
	1
	1
	
	
	7

	
	Total 
	104
	6
	1
	1
	2
	21


2.1.3 Financiera
Abstención de Opinión

La Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura, vigencia 2011, no suministró la información requerida, correspondiente a los Inventarios de las Propiedades, Planta y Equipo en servicio, discriminados por cada una de las cinco Unidades Ejecutoras (Corte Constitucional, Consejo de Estado, Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior de la Judicatura y Tribunales y Juzgados Administrativos) y los Bienes Muebles en Bodega y Devolutivos.

Igualmente, no fue posible la obtención de información suficiente y competente para aplicar otros procedimientos de control con el objeto de verificar y comprobar la razonabilidad de los registros y saldos de las cuentas de Avances y Anticipos Entregados, Construcciones en Curso y Acreedores, lo que genera incertidumbre por $39.763 millones, $63.144 millones y $6.423.9 millones, respectivamente.

El saldo de la cuenta Avances y Anticipos Entregados además de generar incertidumbre también causa sobrestimación en la cuenta de Construcciones en Curso y subestimación en la cuenta de Edificaciones, debido a que en su gran mayoría los avances y anticipos entregados por diferentes contratos de obra, fueron legalizados, las construcciones fueron terminadas, presenta saldos contarios a su naturaleza y proveedores sin identificar.

La cuentas de Terrenos y Construcciones en Curso de la Seccional de Manizales se registran conceptos de Ajuste Global por $178.7 millones y $8.690.7 millones respectivamente, sin ninguna explicación, además, estos dos valores fueron objeto de requerimiento de ajuste por parte de la Unidad de Auditoría del Consejo Superior de la Judicatura en un informe a los Estados Contables de la vigencia de 2010, sin ninguna clase de diligencia.

De los $63.144,1 millones, registrados como Construcciones en Curso del Nivel Central a diciembre 31 de 2011, que representan el 49,6% del total de este rubro ($127.273,4 millones), figuran contratos terminados, en liquidación o devueltos al contratista para correcciones por $37.070,8 millones desde el año 2005, conceptos reportados por la División de Contabilidad que no indican a que obra pertenece, cómo está conformado ni en qué lugar del territorio nacional se ejecutó.

Además, presenta un saldo contrario a su naturaleza y contratos ya liquidados por $18.502,9 millones que sobrestiman el saldo de esta cuenta y a su vez subestiman el saldo de la cuenta Edificaciones e igualmente afecta el valor del cálculo de las depreciaciones y las cuentas del resultado, lo que genera no confiabilidad en la información.

Se evidencia sobrestimación en el saldo de la cuenta Pasivos Estimados por $68.315.2 millones al estar registrando fallos a favor como pasivos y una subestimación de las cuentas de orden en igual cuantía.

En el mismo sentido, los Pasivos Estimados generan incertidumbre por $11.083.6 millones, en el registro del concepto “Formulario sin información”, al no contar con información que permita establecer a que corresponden estas contingencias probables.

Se observa además una subestimación de la cuenta de Gastos – Provisiones para Contingencias, por $1.534.110.5 millones; aspecto que afecta el resultado del ejercicio y evidencia incumplimiento de la norma contable, y presenta una sobrestimación de $1.534.110.5 millones de las Cuentas de Orden Responsabilidades Contingentes y una subestimación en igual cuantía de la subcuenta Pasivos Estimados – Litigios y Demandas.

Revisados los balances de las cinco Unidades Ejecutoras junto con sus Seccionales, para efecto de obtener el balance consolidado, se determinaron saldos contrarios a su naturaleza en cuentas del Activo por $6.767.7 millones y del Pasivo por $65.878.6 millones, sin una explicación técnica y coherente que justifique tales inconsistencias.

De igual forma, al efectuar la comparación entre los saldos de las cuentas del balance consolidado con los resultados establecidos en el proceso de consolidación de la auditoría, se establecieron otras diferencias sin ninguna respuesta que explique la razón de las mismas a este Órgano de Control, aduciendo que “las cifras reportadas en el Estados Financieros sujetos a revisión fueron tomadas directamente del sistema de información SIIF II, con el perfil consolidado, del reporte denominado CGN 2005.001, Saldos y movimientos. Las inconsistencias reportadas por el Sr. Auditor de la Contraloría, están siendo objeto de revisión”.
Así las cosas, el alcance de nuestro trabajo no fue suficiente para permitirnos expresar una opinión sobre los estados financieros mencionados anteriormente y no la expresamos.
2.1.4 Gestión presupuestal

El presupuesto vigente de la Entidad, ascendió a $2.138.205 millones, del análisis a los diferentes rubros que conforman el presupuesto de gastos de funcionamiento el componente con mayor participación son los Gastos de Personal que ascienden a $1.677.733 millones con una participación del 78.46%, los Gastos Generales $192.587 millones con una participación de 9.0% y Gastos por Transferencias con $37.442 millones con una participación del 1.75% con una ejecución del 95%, equivalente a $2.040.101 millones. Cabe mencionar que la Entidad, cuenta con presupuesto para inversión de $230.441 millones con una participación del 10.77%.

Se analizó el cumplimiento de las disposiciones Presupuestales por parte del Nivel Central en el manejo de las apropiaciones asignadas, la aplicación de los controles en la  expedición de los Certificados de Disponibilidad, en relación con la distribución de los recursos que corresponden a los Gastos de Funcionamiento e Inversión de la vigencia 2011, con base en los actos administrativos y Acuerdos del nivel central y la normatividad vigente.

Así mismo, se examinó el Programa Anual de Caja y sus Modificaciones aprobadas por el CONFIS, Resolución 036/98 por el cual determina algunas Normas y Procedimientos, sobre registros presupuestales, suministro de información y sistematización del Presupuesto General de la Nación.

2.1.5 Legalidad
Se tomó una muestra aleatoria  y estratificada de Contratos, teniendo como criterios  de selección los celebrados por la Entidad en la vigencia 2010,  p ejecutados en la vigencia 2011, con el fin de  medir la gestión de las etapas precontractual de perfeccionamiento, legalización, ejecución, supervisión e interventoría y en la fase final de liquidación, así mismo, se incluyeron contratos celebrados en la vigencia 2011, suscritos en el último trimestre del año, lo que implicó evaluar especialmente su etapa precontractual, de perfeccionamiento, legalización y ejecución;  finelamente, se adicionó un contrato que fue objeto de denuncia ciudadana, para una muestra de 33 contratos de un total de 596 de las dos vigencias que suman $ 118.483.5 millones, representando un 30% del valor total contratado por $394.723.8 millones.

Esta evaluación se enfocó en establecer si la Entidad cumple con la normatividad aplicable en sus operaciones financieras, administrativas, económicas y de otra índole, así como el proceso de selección, perfeccionamiento, ejecución supervisión de contratos realizados objeto de la muestra.

2.1.6 Evaluación del sistema de control interno

La evaluación del Sistema de Control Interno se realizó en los procesos que intervienen en la gestión misional de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura.

En la evaluación del Sistema de Control Interno de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, la CGR aplicó la herramienta que establece la guía de auditoría, obteniendo 123 puntos en la primera evaluación, sobre 72 aspectos evaluados, para una calificación de 1.708, que dentro de los valores de referencia le corresponde el rango Con Deficiencias (de 1.5 a 2.0). Lo que significa que conforme a los parámetros establecidos, los controles generales del Sujeto de control no existen ni se aplican, en la evaluación de controles (Primera etapa).

Operativamente, una calificación de 1.903, Con Deficiencias, debido a que los controles específicos de las líneas o áreas examinadas, no mitigan los riesgos para los cuales fueron establecidos.

2.1.7 Plan de mejoramiento

La Entidad evaluada dentro de este proceso auditor, deberá suscribir y presentar su respectivo Plan de Mejoramiento para los hallazgos incluidos en el presente informe, atendiendo lo establecido en el Sistema de Rendición de Cuentas e Informes — SIRECI -, adoptado con la Resolución Orgánica de la CGR Número 6289 de marzo de 2011, modificada parcialmente con la Resolución 6445 de 2012; normas que regulan las modalidades de cuentas, e informes, así como la forma, contenido, términos, prórrogas para la rendición del mismo. Sobre dicho Plan, la Contraloría General de la República no emite pronunciamiento; no obstante será insumo para un próximo proceso auditor que adelante el órgano competente.

Bogotá, D. C,

JAVIER ALONSO LASTRA FUSCALDO

Contralor Delegado para el Sector Defensa, Justicia y Seguridad
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	Nubia Constanza Galindo González
	Directora de Vigilancia Fiscal (E)
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	Juan Carlos González Trujillo
	Coordinador Subsector Justicia 
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	Pablo Andrés Rodríguez Martínez
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3. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA

3.1 EVALUACIÓN DE LA GESTIÓN Y RESULTADOS

La Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, se ha visto afectado por las deficiencias y/o observaciones específicas que se presentan en este documento. 

3.1.1. Gestión

3.1.1.1 Negocio misional

La gestión del Nivel Central para la vigencia 2011, alcanzó una calificación de 30.017, lo que de acuerdo a los parámetros de medición establecidos por la Contraloría General de la República, es considerada Como DESFAVORABLE, como resultado de la siguiente evaluación:

PLAN NACIONAL DE DESCONGESTIÓN - AÑO 2011

Presupuesto asignado y ejecutado - Descongestión Judicial 2011

Los costos del Plan Nacional, para las vigencias 2009 a 2011, ascienden a $503.000 millones, responden a los análisis que se consignan a continuación y que además reflejan que la información de la Direcciones Seccionales de Administración Judicial y el nivel Central no se encuentra conciliada y consolidada, lo que la hace no confiable e inoportuna.

El presupuesto asignado y el total de los recursos invertidos y/o ejecutados para descongestión judicial, durante las vigencias 2009, 2010 y  2011, en el marco del Plan de descongestión fueron de $502.967 millones, los cuales se discriminan así:

Cuadro No. 4
Presupuesto asignado y ejecutado Vigencias 2009, 2010 y 2011

Descongestión Judicial

Millones de $

	FUNCIONAMIENTO
	APROPIACIÓN ASIGNADA
	RECURSOS INVERTIDOS

	2009
	83.442.1
	83.442.1

	2010
	131.404.5
	131.404.5

	2011
	305.000.0
	288.121.0

	TOTAL
	519.846.6
	502.967.6


Elaborado: Equipo Auditor

Fuente: Dirección Unidad de Planeación 

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura adoptó medidas transitorias en el marco del Plan Nacional de Descongestión, es así como para el año 2011, el costo por servicios personales y gastos generales de estas medidas ascendieron a $288.121 millones, representados en gastos de personal por $238.122 millones y gastos generales por $49.999 millones, de los cuales $4.192 millones corresponden al alistamiento de la implementación de la Ley 1448 de 2011.

Según la información suministrada por la Dirección Unidad de Planeación durante la vigencia 2011, se adoptaron medidas transitorias por $228.841 millones en gastos de personal, representadas en la creación transitoria de 7.078 cargos, así: 1777 funcionarios (1068 jueces y 109 magistrados) y 5900 empleados. De igual manera se crearon un total de 140 cargos con carácter permanente para fortalecer la oferta de servicios de justicia, de los cuales 19 corresponden a magistrados, 11 a jueces y 110 empleados, cuyos costos ascendieron a $9.281 millones de pesos corrientes de 2011 en gastos de personal.

Cuadro No. 5
	Creaciones de despachos y cargos transitorios en el marco del Plan Nacional de Descongestión del año 2011.

	JURISDICCIÓN
	ESPECIALIDAD
	No. CARGOS
	COSTO

	Altas Cortes
	Consejo Superior de la Judicatura
	31
	$ 1.521.511.281

	
	Corte Suprema de Justicia
	72
	$ 6.652.061.728

	
	Consejo de Estado
	137
	$ 7.552.288.441

	
	Corte Constitucional
	35
	$ 2.055.990.284

	Contencioso Administrativo
	Juzgados
	1.423
	$ 37.317.670.975

	
	Tribunales
	512
	$ 18.235.013.213

	
	Apoyo Administrativo
	101
	$ 2.216.886.815

	Consejo Seccional
	Sala Administrativa
	34
	$658.018.359

	
	Sala Disciplinaria
	89
	$2.298.803608

	Dirección Seccional
	Dirección Seccional
	14
	$ 322.716.770

	Ordinaria
	Civil
	1665
	$ 49.263.027.422

	
	Civil – Familia
	51
	$ 1.538.275.589

	
	Civil - Familia -Laboral
	27
	$ 849.306.342

	
	Justicia y Paz
	15
	$ 335.777.204

	
	Familia
	172
	$ 4.239.434.601

	
	Laboral
	1.201
	$ 48.705.151.908

	
	Penal
	1.154
	$ 38.147.031.710

	
	Promiscuo 
	278
	$ 5.180.120.573

	
	Promiscuo Familia
	41
	$ 1.058.484.397

	
	Sala Única Tribunal
	24
	$ 645.027.154

	
	Secretaria Gral. Tribunal Sup. Bogotá
	2
	$ 48.182.319

	Total general
	7.078
	$ 228.840.780.693


Fuente: Informe al Congreso de la República 2011. Páginas 23 y 24

Hallazgo No.1  Efectividad del Plan Nacional de Descongestión (F) 

El Plan Nacional de Descongestión que se soportó en las atribuciones específicas conferidas por el artículo 63 de la Ley 270 de 1996 y la Ley 1285 de 2009 y en los recursos autorizados, correspondientes al 0,5% del PIB, para el sistema de oralidad y los planes de descongestión no ha generado ninguno de los resultados propuestos pese a una destinación y ejecución efectiva de recursos que han ascendido a $503.000 millones.

Durante el cuatrimestre Septiembre – Diciembre de 2011, se invirtieron recursos por $13.415 millones.

Situación que evidencia inversión de recursos para las vigencias 2009, 2010 y 2011, carentes de planeación, lo cual generó una gestión ineficaz, ineficiente y antieconómica, lo cual se traduce en la consecuente prestación del servicio público de justicia ineficaz.

El Plan Nacional de Descongestión no ha generado los resultados programados en cada uno de los Planes Sectoriales de Desarrollo de la Rama Judicial para cada una de las vigencias auditadas, como se pudo advertir en la evaluación adelantada; en la cual, se evidenció que el plan no ha producido resultados por ineficacia de lo implementado en unos casos y por falta de implementación en otros.

Se corroboro, teniendo en cuenta el informe anterior, que durante las tres vigencias, existen procesos que se llevan desde el inicio del programa de descongestión sin que se hayan podido siquiera surtir pruebas, en consecuencia el objetivo de obtener terminación de los procesos con sentencia no se ha logrado.

De acuerdo con la muestra técnica representativa, que cubrió las seccionales de Bogotá, Bucaramanga, Cali, Barranquilla y San Andrés y el análisis de estadísticas e información reportada por el 100% de las Direcciones Seccionales en relación con el desarrollo del Plan de Descongestión y los costos se evidencia que a la fecha no se han obtenido ninguno de los resultados propuestos y que por el contrario la situación de congestión en algunos casos, como en los juzgados laborales ha aumentado, lo que se traduce en una gestión antieconómica, por lo cual se constituye una presunta situación con connotación de carácter fiscal cuya cuantía se estima, de acuerdo a los recursos invertidos durante el cuatrimestre Septiembre – Diciembre de 2011, por $13.415 millones.

Cuadro No.6
Presupuesto asignado y ejecutado

Vigencia 2011

Descongestión Judicial             (pesos) 
	CONCEPTO
	RECURSOS INVERTIDOS A 31-08-2011
	RECURSOS INVERTIDOS A 31-12-2011
	DIFERENCIA

	Servicios Personales
	213.998.000.000
	238.121.546.610
	24.123.546.610

	Gastos Generales
	60.707.984.493
	49.999.088.769
	-10.708.895.724

	TOTAL
	274.705.984.493
	288.120.635.379
	                   13.414.650.886


Elaborado: Equipo Auditor

Fuente: Dirección Administrativa División de Programación Unidad de Planeación

Hallazgo No.2  Inconvenientes en la Implementación del Plan Nacional de Descongestión en cada Seccional

Los acuerdos de la Sala Administrativa del CSJ dieron poco tiempo a las direcciones seccionales para disponer la infraestructura física y tecnológica requerida para dar inicio a las medidas de descongestión. Sin embargo, dichos acuerdos han limitado el inicio de la medida a la certificación de la Dirección para poder proceder a los nombramientos de los cargos de descongestión, lo que ha dado margen maniobra a las Direcciones.

La emisión de las medidas de descongestión, sin que exista aviso previo a las seccionales que permitan adelantar los procesos administrativos respectivos para atenderlas, implica que a partir de la fecha de creación de una medida ésta sólo pueda empezar a funcionar varios días después y se pierde un tiempo que puede hacer más eficaz la medida.

Las seccionales se encuentran limitadas para la adquisición de equipos de cómputo e impresoras, se deben adelantar procesos contractuales de arrendamiento de tales equipos, lo que retrasó el inicio de las medidas de descongestión. 

En algunas de las Seccionales del Consejo Superior de la Judicatura, en el momento de la implementación del Plan Nacional de Descongestión, se presentaron inconvenientes que ocasionaron demoras para el cumplimiento de las funciones propias de la prestación del servicio de la Administración de Justicia, lo cual no permitió cumplir con el objetivo del Plan; situación que se ve evidenciada en las siguientes seccionales:

Seccional Bogotá

No se contaba con la disponibilidad de equipos de cómputo e impresoras para la totalidad de personas seleccionadas y nombradas en los diferentes despachos judiciales de descongestión; la cantidad de mobiliario (escritorios, estantes y sillas) disponible para los nuevos despachos judiciales era insuficiente; no se contaba con la cobertura de red y acceso a Internet para todos los servidores judiciales que ingresaron; no se contaba con los espacios disponibles adecuados en los diferentes inmuebles para que iniciarán a tiempo los despachos judiciales de descongestión

Seccional Medellín

El mayor inconveniente que se ha presentado con la implementación de las medidas de descongestión, ha sido la oportunidad en la asignación de los recursos por parte de la DEAJ, toda vez que con la apropiación inicial se atendieron las necesidades requeridas para el normal funcionamiento de estas medidas, mientras llegaron los recursos para el Plan Nacional de Descongestión.

Seccional Tunja 

Los tramites presupuestales ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público frente a los recursos de gastos generales para la atención de las medidas especiales como la de descongestión, ocasionan traumatismos en el normal desarrollo de la planeación.

Al aumentar el personal de servidores judiciales en aproximadamente un 37%, las funciones de administración de personal, bienes y servicios, se incrementó, teniendo que asumir la Dirección Seccional un grado de responsabilidad mayor que conllevó la logística general de la puesta en funcionamiento y la continuidad a lo largo de duración de las mencionadas medidas, sin que para el efecto se aumente el personal de la Dirección Seccional conllevando a falta de oportunidad en los procesos administrativos derivados.

Seccional Manizales

Los acuerdos de la Sala Administrativa del CSJ dieron poco tiempo a esta seccional para disponer la infraestructura física y tecnológica requerida para dar inicio a las medidas de descongestión. Sin embargo, dichos acuerdos han limitado el inicio de la medida a la certificación de la Dirección para poder proceder a los nombramientos de los cargos de descongestión, lo que ha dado margen maniobra a las Direcciones.

Esta seccional se encuentra limitada para la adquisición de equipos de cómputo e impresoras, se deben adelantar procesos contractuales de arrendamiento de tales equipos, lo que retrasó el inicio de las medidas de descongestión.
Seccional Montería

Inexistencia de recursos para contratar los bienes y servicios para que funcionen las medidas de descongestión; falta de disponibilidad de espacios físicos para ubicar los juzgados y/o empleos de descongestión; emisión de las medidas de descongestión, sin que exista un aviso previo a las seccionales que permitan adelantar los procesos administrativos respectivos para atenderlas, lo que implica que a partir de la fecha de creación de una medida ésta sólo pueda empezar a funcionar varios días después y se pierde un tiempo que puede hacer más eficaz la medida.

Seccional Neiva

Problemas de Espacio (convenio 018 Fiscalía General de la Nación), resuelto mediante el arrendamiento de inmuebles, pero es de resaltar que existen dificultades en la consecución de inmuebles adecuados para el normal funcionamiento de los despachos judiciales y que se encuentren en las inmediaciones del Palacio de Justicia para conectividad de los diferentes aplicativos, como por ejemplo Siglo XXI; demoras en las asignaciones presupuestales para atender  a tiempo las medidas de descongestión; demoras en las solicitudes y reubicación de líneas telefónicas en los despachos judiciales de descongestión; el incremento de las medidas de descongestión, generó congestión en el desarrollo de las actividades propias de las Dirección Seccional.

Respecto al área de Talento Humano se observaron las siguientes dificultades: 

La prorrogas de las medidas de descongestión para el mes de diciembre se realizaron sobre el tiempo de la terminación de la misma y no se tuvo en cuenta que para esta época se presenta la vacancia judicial y los nominadores no alcanzaron a hacer las respectivas prorrogas, pronunciándose durante el mes de enero de 2012.

Las medidas de descongestión generan un número representativo de novedad que se presentan por cadenas de ascensos o movimientos entre despachos judiciales y no se cuenta con más personal para dar trámite a este requerimiento.
Seccional Riohacha

Apropiación de recursos de manera inoportuna, toda vez que las medidas iniciaban y los recursos para su funcionamiento son girados con posterioridad.

Seccional Villavicencio

Los inconvenientes presentados, básicamente se circunscribieron a la dificultad para arrendar los inmuebles y elementos requeridos por los despachos judiciales.

En cuanto a inmuebles la oferta no es muy variada y es difícil encontrar oficinas adecuadas para el funcionamiento de los juzgados, además que las medidas de descongestión usualmente tienen una duración que no es muy atractiva para los arrendadores.

Algunos servidores, en muchos casos y mientras se les podía dotar de los elementos requeridos aportaban sus propios elementos para apoyar las medidas.

Seccional Armenia

Los inconvenientes presentados, se refieren a la ubicación de los despachos creados; y el poco personal con que cuenta la Dirección Seccional para atender la logística y los trámites de vinculación y nómina de los servidores judiciales que atienden las medidas de descongestión.

Seccional Pereira

Los inconvenientes se refieren a la falta de oferta inmobiliaria en la ciudad, para ubicar los juzgados de descongestión con los requerimientos necesarios y la demora en los desembolsos por parte del ministerio de hacienda para atender los diferentes requerimientos en materia de descongestión.
Seccional Bucaramanga

Una de las causas por las cuales se evidenció niveles de ineficacia en las medidas de descongestión adoptadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, obedeció a la debilidades en el apoyo de infraestructura tecnológica por parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial, en cuanto a la atención de solicitudes de instalación de equipos de cómputo al inicio de las medidas de descongestión, cabe resaltar lo siguiente:

Se desconoce a la fecha por parte de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bucaramanga, la terminación o suspensión de una medida de descongestión adoptadas por la Sala Administrativo por falta o ausencia de apoyo logístico de parte de esta Entidad.

Una vez la medida de descongestión es adoptada por parte de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y puesta en conocimiento de la Entidad a través de su publicación existen dos caminos a seguir: Si la medida contempla los recursos necesarios que garanticen la prestación del apoyo administrativo para la implementación de la medida, se inician inmediatamente los trámites contractuales a que haya lugar con el fin de contratar los bienes y servicios necesarios. En su defecto, si la medida no contempla los recursos necesarios, como sucede en la mayoría de los casos, se procede a solicitar la apropiación presupuestal que permita contratar la adquisición de los bienes o servicios de conformidad con los términos contractuales que la modalidad de selección a adelantar implique.

Las medidas de descongestión adoptadas cuentan con Certificados de Disponibilidad Presupuestal expedidos previamente en materia salarial y prestacional para los cargos creados con la medida, sin que se haga alusión alguna a la apropiación financiera (infraestructura tecnológica y logística) para la implementación de las mismas.

No puede perderse de vista bajo ninguna perspectiva que adelantar un proceso de selección implica la elaboración de un cronograma que inicia desde cero con la elaboración de los estudios de precios de mercado que permitan determinar el valor del presupuesto oficial estimado y del estudio de conveniencia y oportunidad que justifique la contratación del bien o servicio en particular.
Así las cosas, y dependiendo de la cuantía del mismo, existen parámetros fijados por la Entidad como la solicitud de autorización a las Salas Administrativas del Consejo Superior o del Consejo Seccional de la Judicatura según sea el caso o de la misma elaboración y publicación del proyecto de pliego de condiciones y del pliego de condiciones definitivo, lo cual conlleva inherentemente un promedio de tiempo extenso que retarda, por así decirlo, la puesta en funcionamiento total de las medidas.

Asimismo, valga la pena aclarar que estas medidas son creadas para ser puestas inmediatamente en funcionamiento, por esta razón, existen oportunidades en las cuales los mismos despachos, servidores judiciales o funcionarios cobijados con las medidas de descongestión ofrecen la disponibilidad de infraestructura tecnológica y logística para dar inicio de inmediato a las labores, circunstancia esta que es debidamente acreditada y certificada por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bucaramanga, y que da, por así decirlo un compás de espera entre tanto son adelantados los diversos procedimientos tendientes a contratar el suministro de los bienes y servicios requeridos por las medidas.

San Gil

Los espacios físicos no han sido adecuados y son insuficientes, tanto para desarrollar la actividad de descongestión como para atender público. Carencias de equipos de cómputo, impresoras, mobiliarios los cuales cuando se suministran no son oportunos.

En algunos casos no se han asignado Claves para registros de la estadística tanto mensual como trimestral lo que genera debilidad en la oportunidad y confiabilidad de la información.

Los acuerdo establecen exigencias a los juzgados titulares que debe dispones de espacios y equipos para que entre a operar la medida, así mismo establecen metas de productividad- tanto de sentencias como de trámites los cuales en algunos caso no son posible su cumplimiento en razón a que el volumen de procesos de descongestión es inferior a la meta.

Seccional Barranquilla

Las medidas de descongestión en cuanto a adopción y puesta en marcha han presentado inconvenientes en cuanto a su infraestructura física y mobiliaria; lo cual ha ocasionado tomar inmuebles en calidad de arrendamiento para brindar sedes físicas  a los despachos judiciales creados.

En el Juzgado Primero Civil Municipal de Descongestión, creado mediante el Acuerdo PSAA11-8098, refleja la siguiente gestión: desde el mes de Junio de 2011 a Mayo de 2012, han ingresado 16069 procesos, de los cuales se han decretado 14191 desistimiento tácito, evidenciando un rezago de 1878 procesos, por falta de personal, ya que además de realizar otros trámites como atender al público, anexar memoriales, proferir providencias, decretar medidas, abrir pruebas, aprobar liquidación de créditos y costas, nombrar curador, emplazar, correr traslados excepciones, oficios y proferir sentencias de fondo; debido a que les corresponde realizar las funciones normales de un Juzgado Civil Municipal, a excepción de la entrega de títulos.

Además de lo anterior, les corresponde bajar y subir los procesos terminados, contando para todos estos trámites con dos empleados (sustanciador y escribiente). Lo cual hace que la carga exigida en el citado acuerdo no se pueda cumplir, más ahora que no se cuenta con asistentes administrativos para atender los diez juzgados.

En el Juzgado Segundo Municipal de Descongestión, se evidencia, que mediante el Acuerdo PSAA12-9329 en la prórroga de la medida de descongestión no se contó con el presupuesto para crear los cargos de asistentes administrativos que eran los encargados de realizar el levantamiento de información del inventario de los procesos en los juzgados 11 al 22 civiles municipales de Barranquilla, apoyando así el traslado de los mismos, como lo señala el Acuerdo PSAA11-8098 de 2011. Por lo anterior les ha correspondido a los funcionarios sustanciadores y escribientes realizar dicha labor, la cual no está dentro de sus funciones y ocasiona demora en el proceso.
San Andrés

Mediante Acuerdo PSAA11-8265 del 28 de junio de 2011, se creó transitoriamente el Juzgado de Pequeñas Causas Laborales, el cual empezó a funcionar desde el 1 de julio hasta el 16 de diciembre de 2011. El Juzgado inició labores solo hasta el 9 de agosto de 2011, debido a que no se tenía sede donde ubicarlos y se le asignó un espacio junto al Juzgado Segundo Penal del Circuito, para ese Despacho se creó una planta de personal de cinco (5) personas, incluido el Juez y se les entregó cuatro (4) computadores nuevos, pero el mobiliario se consiguió en calidad de préstamo de otros juzgados.

Por Acuerdo PSAA11-8909 del 9 de diciembre de 2011, se creó transitoriamente el Juzgado Civil Municipal de Descongestión, desde el 16 de diciembre de 2011 hasta el 31 de diciembre de 2012. La dotación de Equipos de Cómputo correspondió a cinco bienes muebles prestado de otros despachos judiciales.

Los acuerdos creados para descongestión se expidieron sin tener en cuenta los detalles de logística en cuanto a dotación y espacio para ubicar dignamente al personal.

En visita realizada al Juzgado Civil Municipal de Descongestión, se observó que a pesar de que el Juzgado entró en funcionamiento el 1 de febrero de 2012, solo hasta el 21 de Marzo de 2012; un mes y 20 días después, les fue entregado el mobiliario y equipos de cómputo para poder iniciar sus labores. Igualmente el 13 de febrero de 2012, la Juez Civil Municipal solicitó la colaboración en el sentido de agilizar el proceso de la apertura de las cuentas con el Banco Agrario para efecto de los depósitos judiciales; habilitar espacios, instalar el programa siglo XXI y requerir nuevamente los Equipos de impresión y demás elementos de oficina.

En cuanto a los procesos, en el Juzgado Civil Municipal de Descongestión, se recibieron 400 procesos, remitidos del juzgado segundo promiscuo municipal de San Andrés, con la particularidad que la gran mayoría de los mismos no se encontraban en estado de proferir sentencia, de allí que para los meses de febrero, marzo y abril no fue posible proferir el número de sentencias que fijaba el acuerdo como meta. Igualmente, del total de procesos diferentes a los de ejecución  allegados el 75% se encontraba en etapa inicial es decir con admisión de demanda pendiente de notificación de la misma o esperando contestación. El 7.5% se encontraba en periodo probatorio, otro 7.5% terminado aunque pendiente de algún trámite posterior y el 10% restante en otras etapas.

De los 360 procesos allegados de ejecución, entre singulares, hipotecarios, mixtos y por obligación de hacer, el 54% se encontraba en etapa inicial, lo cual quiere decir que se encontraban pendientes de notificar el mandamiento de pago. El 7% con providencia y el 38% en trámite posterior. De acuerdo con las estadísticas suministradas, para el Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales, dentro de su Jurisdicción Ordinaria, de los meses de agosto a diciembre de 2011, entraron 62 procesos y salieron 44 procesos y para los procesos ejecutivos, se reflejan 8 entradas y 2 salidas.

Hallazgo No.3  Indicadores Descongestión Judicial

Se ratifica según las visitas realizadas, que el CSJ no realiza seguimiento, control y evaluación efectiva de la gestión de administración de justicia, en lo atinente a sus planes, programas y proyectos, debido a que los Indicadores de Gestión de los despachos judiciales e índices de rendimiento no permiten medir efectiva y confiablemente el seguimiento del comportamiento de la demanda y la correlación entre la demanda y oferta de la justicia en cuanto a la reducción de los inventarios en descongestión.
Los Indicadores propuestos por la UDAE se han limitado en medir la gestión en cuanto a la medición de inventarios con y sin trámite e ingresos y egresos, para así determinar los índices de evacuación parcial y total, sin tener en cuenta que los movimientos de entradas y salidas son amplias, tales como jurisdicción, naturaleza de los procesos, escrituralidad y oralidad en los procesos, implementación de normas, regiones, etc.; lo cual incide en definir criterios uniformes para medir la realidad e impacto de las medidas de descongestión, limitándose únicamente a llevar un conteo de entradas y salidas que no permite ver la realidad del movimiento de cada proceso, ya sea que estén en impulso, para trámite, para sentencia, o mecanismos de terminación anticipada, etc. Esto sumado a que la productividad del despacho está ligada a la calificación del juez lo que permite en algún momento del proceso distorsionar la medición, ya que la productividad va ligada a la permanencia del juez en el Despacho; lo anterior hace que esos criterios para la estructuración de los Indicadores que posee la Entidad no sean confiables desde el punto de vista de la productividad de las medidas.

En cuanto a los Indicadores de CONGESTIÓN que la Entidad presenta, se evidenció que estos carecen de una estructura con su consecuente relación entre variables cuantitativas o cualitativas; a través de la cual se pueda observar la situación y las tendencias de cambio que se presenta en materia de descongestión. Lo anterior, detallando claramente los objetivos y metas previstas; el nombre que defina su objetivo y su utilidad; la forma de cálculo, en particular cuando se trata de un indicador cuantitativo y las unidades en las que se mide; entre otros.

Por lo anterior expuesto, se evidencia debilidades de planeación, seguimiento y control en la formulación de indicadores del Plan Nacional de Descongestión, debido a que las actividades y la medición que sustentan la realización de los mismos, no son acordes al cumplimiento de las metas y las estrategias reportadas en el Plan. Es de anotar, que no obstante las inconsistencias detectadas, la Entidad calificó los indicadores y metas realizadas con un nivel de cumplimiento óptimo en la mayoría de los casos, lo que afectó la medición de la gestión en materia de descongestión real de la Entidad.
Hallazgo No.4  Nómina Descongestión vigencia 2011

De acuerdo con la información recibida por cada una de las Seccionales del Consejo Superior de la Judicatura, el valor cancelado por concepto de la Nómina de Descongestión al mes de Agosto de 2011, por $73.352 millones, presento a Diciembre de 2011 un incremento del 144%, donde se refleja un valor cancelado de $186.399 millones; igualmente el total de la Nómina para Descongestión Judicial para el cuatrienio 2009-2011, ascendió a $303.368 millones, sobre los cuales también se presentó un incremento considerable que reflejaba a agosto de 2011 $190.322 millones; es decir un incremento del 5%.

Este incremento en el personal de descongestión implicó para las seccionales, aumento de las medidas de descongestión, sin que se equilibrara su capacidad de respuesta para implementar la infraestructura necesaria, en la oportunidad requerida para que estas obtuvieran la cobertura y efectividad esperada en tiempos cortos para la ejecución de la medidas ya sean nuevas o prorrogadas, afectando la planeación mediática y los recursos presupuestales asignados a las seccionales
.

Hallazgo No.5 Inconsistencias de la información

De acuerdo con la información reportada en el Informe al Congreso de la República 2011, relacionada con el Plan Nacional de Descongestión 2011, se reportan la creación para medidas transitorias sin considerar la información de las Altas Cortes de 6.803 cargos, por $211.059 millones; sin embargo en la información reportada por cada una de las Seccionales, se observa la creación de 6.965 cargos, por $186.399 millones; presentando diferencia de 162 cargos de menos, por $24.660 millones; evidenciando con ello inconsistencia en la información reportada; por lo anterior las cifras con diferencias en descongestión reveladas por dichos informes, producen incertidumbre en cuanto a los resultados, estrategias implementadas, costos y resultados, que desdibujan los resultados mostrados para lograr una Gestión Judicial al día.

Adicionalmente y de acuerdo con la información analizada para cada una de las Seccionales, se establecieron las siguientes inconsistencias:

Seccional Bogotá-Cundinamarca

Nómina Descongestión

En la información suministrada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se observan inconsistencias en los datos reportados, es así como en los tres (3) cuadros denominados Anexo 1 que habla sobre Juzgados de Descongestión Despachos Permanentes, muestra  para la vigencia 2011, que en el primero se crearon 632 cargos de descongestión, por $11.619 millones, en el segundo 742 cargos, por $19.171 millones y en el tercero muestran un cuadro resumen en el que se crearon 1.371 cargos, por $45.364 millones, sin parafiscales; incluido el valor de los parafiscales, asciende a $61.904 millones, información que no es consistente.

Seccional Barranquilla

Nómina Descongestión

El valor del costo de la nómina de descongestión, para 302 cargos, según el oficio DES- 1048 del 27 de Abril de 2012 firmado por el Director Seccional de Barranquilla, fue de $ 14.319.275.645 vigencia 2011. No obstante al cotejar dicha información con los datos reportados en los anexos enviados por la misma Seccional se presenta una diferencia de $3.715.380.512, ya que reportan un costo de nómina para esa misma vigencia por $10.603.895.133.

Seccional Bucaramanga

Nómina Descongestión

En la información suministrada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se observan inconsistencias en los datos reportados, es así como en los tres (3) cuadros: El primero denominado “Descongestión 2011 y Cargos Adjuntos” muestra que para la vigencia 2011se crearon 322 cargos por $9.268.502.453; el Anexo 1 denominado “Cargos de Descongestión y Medidas Especiales año 2011, muestra que el costo real de la medida
en nómina ascendió a $9.620.239.695 para un total de 318 cargos; y otro Anexo 1 con el mismo nombre, dice que el costo real de la medida para esa vigencia fue de $7.955.487.161 con 383 cargos creados. Información que no es consistente.

Seccional Popayán

Nómina Descongestión

En la información suministrada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se observan inconsistencias en los datos reportados, es así como en el Anexo 1 denominado “Cargos de Descongestión Año 2011 Jueces y Personal Adjunto, asignados a Despachos Judiciales de Descongestión”, muestra que el costo total de la Nómina para la esa vigencia, fue de $1.767.680.275, para 84 cargos; en el Anexo 2 “Personal Despachos de Descongestión Cargos de Descongestión y Medidas Especiales año 2011”, muestra como costo real de la medida para esa vigencia, fue de $2.335.489.263 para 84 cargos.

El Anexo 5, denominado  “Cargos de Descongestión Año 2011, Jueces y Personal Adjunto, asignados a Despachos Judiciales Principales”, reporta la creación de 76 cargos para esa vigencia, por $1.463.943.946; igualmente otro anexo 5, llamado “Personal de Descongestión Despachos Permanentes, Cargos de Descongestión y Medidas Especiales año 2011” dice que el costo real de la medida fue de $1.349.647.443 para la creación de 76 cargos.

Y en el Anexo 1 Cargos de Descongestión y Medidas Especiales año 2011, el costo real de la medida para los 160 cargos es de $3.685.136.706.

Seccional Armenia

Nómina Descongestión

En la información suministrada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se observan inconsistencias en los datos reportados, es así como en el Anexo 1 denominado “Cargos de Descongestión y Medidas Especiales Año 2011”, muestra que el costo real de la medida es de $2.192.7 millones para 109 cargos valor que fue certificado con el Grupo de Talento Humano; sin embargo en otro anexo con el mismo nombre y un correo electrónico, manifiestan que el total de la Nómina para la esa vigencia, fue de $2.839.6 millones, para los mismos 109 cargos, reflejando diferencia de $646.8 millones.

Seccional Pereira

Nómina Descongestión

En la información suministrada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se observan inconsistencias en los datos reportados, es así como en la hoja de Excel denominada “20 Pereira”, muestra que el costo real de la medida es de $1.652.6 millones para 169 cargos; en la hoja Excel que relaciona personal adjunto asignado a los juzgados principales para apoyar descongestión, muestra que se crearon cuatro (4) cargos durante la vigencia 2011, por un total de $18.4 millones; al totalizar la información de las dos hojas de Excel, muestran la creación de 173 cargos, por $1.671.091.808. No obstante el anexo 1”Cargos de Descongestión y Medidas Especiales 2011” reportan 255 cargos, por valor total de $3.082.6 millones; reflejando diferencia de $1.411.5 millones.

Seccional Pasto

Nómina Descongestión

En la información suministrada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se observan inconsistencias en los datos reportados, es así como en la hoja de Excel denominada NÓMINA PAGADA VIGENCIA 2011 es por $2.134 millones, y en el ANEXO 1 CARGOS DE DESCONGESTION Y MEDIDAS ESPECIALES AÑO 2011, reflejan como COSTO REAL DE LA MEDIDA, $3.547,2 millones; reflejando diferencia de $1.413.2 millones.

Hallazgo No.6 Planeación y ejecución de obras para el proyecto de Descongestión Judicial

Analizada la documentación aportada por la Entidad, se observó que en materia de Descongestión Judicial, se suscribió el Convenio Interadministrativo 245 de 2008, entre el CSJ, la Alcaldía Mayor de Bogotá y la Alcaldía local de Ciudad Bolívar con el apoyo de EUROSOCIAL, para la Adquisición y Construcción de seis (6) Despachos Judiciales en Ciudad Bolívar; obras que pretendían descentralizar y acercar los servicios judiciales a la población de ese sector del sur de la capital, beneficiando a 500.000 usuarios, en cuanto a mejora de los tiempos de movilidad y accesibilidad de la Administración de Justicia.

Para la ejecución de dicho Convenio, se asignaron recursos por valor de $1.386 millones de pesos, correspondientes a las vigencias 2008 y 2010. (Para la vigencia 2008 se asignaron recursos por $250 millones y para 2010 $1.136 millones). Para la vigencia 2011, se asignaron recursos, para obra, por $217 millones y para interventoría $23 millones; para un total de $1.626 millones.

El documento “Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial 2011 -2014”, muestra como “LOGRO” la suscripción del Convenio interadministrativo 245 de 2008, pero es evidente que a la fecha y después de cuatro años y tras invertir $1.626 millones, aunque se manifiesta por parte de la Entidad que la obra ya fue concluida, aún no se conoce la fecha de la puesta en marcha de los despachos judiciales de descongestión.

Lo anterior corrobora que el programa de descongestión referido a lograr la descentralización y acercamiento de los servicios judiciales a la población del sur de la ciudad, con un beneficio de 500.000 usuarios, en cuanto a mejora de los tiempos de movilidad y accesibilidad de la Administración de Justicia no se ha logrado; a la fecha  se constituyen en un proyecto que no cumplen con los principios de eficiencia, eficacia y economía de la Gestión Pública. Toda vez que aún no se tiene certeza de la entrada en funcionamiento de los despacho de descongestión con los cuales se cumpliría el cometido del proyecto y de los fines esenciales de la Contratación Pública, definidos en el artículo 3 de la Ley 80 de 1993.

3.1.1.2 Gestión Talento Humano

Mediente el Decreto 1258 del 27 de julio de 1970, se creó la condecoración “ José Ignacio de Márquez al Mérito Judicial”, para exaltar las virtudes y servicios de los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional y del Ministerio Público, y como estimuló a la honestidad, consagración, perseverancia y superación de estos servidores del Estado.

Los organismos administradores de la carrera deberán conceder los estímulos establecidos en la ley para funcionarios y empleados que se destaquen por sus méritos en la prestación del servicio conforme al reglamento que se expida.

Para tal efecto se tendrá en cuenta los puntajes obtenidos en la calificación de servicios, la publicación de trabajos, el aporte a la jurisprudencia y los demás que contribuyan a la mejor administración de justicia.

Tales estímulos pueden consistir en el otorgamiento de becas, comisión de estudios en  el país o en el exterior, condecoraciones, publicación de trabajos meritorios y auxilios para vivienda y educación.

Se realizó la verificación de los documentos que sustentan las postulaciones, designaciones y cumplimiento de los criterios de selección de los Magistrados Auxiliares Galardonados con la Condecoración “José Ignacio de Márquez al Mérito Judicial”  durante los años 2009, 2010 y 2011, previsto en el Acuerdo 1360 de 2002.

La metodología y los criterios o requisitos se crearon mediante el Decreto 1258 de 1970, se reglamentó por el Acuerdo 1360 de 2002, modificado por el Acuerdo 5064 de 8 de septiembre de 2008, Acuerdo PSAA11-7711 del 10 de febrero de 2011 y el PSAA11-8712 del 5 de octubre de 2011.

Según la metodología prevista en los acuerdos PSAA08-5064, PSAA11 – 7711 y PSAA11 – 8712, las postulaciones de jueces, empleados de juzgados y centros de servicios y su sustentación, está a cargo de los tribunales superior y administrativo y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura y es realizada ante sus superiores, con  el envió de la hoja de vida de cada uno de los postulados  a las Altas Cortes, a saber: Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado y a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.

Realizado el cotejo del cumplimiento de requisitos con las exigencias de la norma no se evidenciaron los criterio tenidos en cuenta por los jurados previo al otorgamiento del galardón ya que a nivel de hoja de vida no fu eposible determinar  las altas condiciones o aportes a la Rama Judicial que pudieron motivar su nominación y selección.

3.1.1.3 Cumplimiento de plan de mejoramiento

A solicitud de la Unidad de Auditoria el día 22 de junio del año en curso, se procedió a realizar una Mesa de Trabajo con el Director de la Unidad de Auditoria y dos Asesores, la Jefe de la Unidad de Planeación, la Jefe de la División de estudios y Evaluaciones y un Magistrado Auxiliar de la Sala Administrativa  con el objeto de efectuar seguimiento y verificación del cumplimiento y efectividad de las acciones de mejora adelantadas por la Entidad en desarrollo del Plan de Mejoramiento que con ocasión de la nueva guía de auditoria la Entidad registro en el nuevo aplicativo SIRECI operado por la CGR. 

Para el efecto, dicha solicitud fue atendida por el Equipo Auditor, en el cual se precisó que para efectos de la verificación del cumplimiento la Entidad debía aportar los soportes correspondientes a las acciones de mejoramiento, cuya efectividad es evaluada en la misma mesa por el equipo auditor, y permite que dentro del seguimiento se establezca las acciones cumplidas al 100% para su retiro, parcialmente cumplidas o que no tuvieron cumplimiento lo cual deben ser objeto por parte de la Entidad de solicitud  a la Oficina de Planeación de la CGR de reprogramación, replanteamiento, ampliación de plazo etc.. A fin de efectuar el cargue al aplicativo SIRECI, así mismo, teniendo en cuenta la antigüedad de los Planes de Mejoramiento que conforman el Plan Único, dicha solicitud debe incluir reprogramación y replanteamiento de las acciones que no fueron cumplidas y que datan desde el 2006 – 2011,  con el objeto de que se surta una depuración del Plan con acciones de mejoramiento que comprometan a una efectiva y real solución a las causas de las observaciones formuladas por este Órgano de Control.

En tal sentido, se analizó el Plan de Mejoramiento registrado en SIRECI que comporta para el Nivel Central un total de 178 observaciones.

Como resultado de la Mesa de Trabajo con la Unidad de Auditoria, una vez efectuada la revisión de las observaciones, mediante comunicación UA12 – 89 del 21 de junio del año en curso, se anexaron en CD, los soportes de las acciones de mejoramiento verificadas en mesa y de la cual se obtiene el siguiente resultado: 

Las acciones de mejoramiento que se cumplieron en un 100% y que deben ser retiradas son las siguientes:

· Número Consecutivo del formato registrado en SIRECI: 84, 171, A 179, 181 A 189, 192, 193, 194, 200 A 206, 209, 212, 217 A 220, 229, 238, 240 A 248, 253 A 288, 289, A 304, 306 A 319, 324 A 346, 348 A 353, 355 A 357, 361 A 363, 367 A 369, 373 A 414, 419, 421 A 428.

Las mejoras de las acciones que se cumplen en 100% pero que no son efectivas y deben ser reformuladas por la Entidad:

· Número Consecutivo del formato registrado en SIRECI: 180, 195, 196, 197, 198, 214, 215, 216, 228, 231 A 237, 305, 320 A 323, 347,354, 358 A 360, 364 A 366, 370 A 372, 415 A 418, 420, 429 A 432.

Las acciones que conforman planes de mejoramiento a las vigencias 2006, 2007, 2008, 2009 y 2010 que presentan un porcentaje de cumplimiento, pero que seencuentran vencidas y que no es posible medir su efectividad pero que la Entidad se compromete a replantear o reformular en una nueva acción de mejoramiento cuya incorporación será solicitada por la Entidad a objeto de ajustar el Plan solicitud realizada a la CGR mediante oficio DEAJ12-2159 del 24 de julio de 2012.
3.1.4 PROYECTO DE INVERSIÓN SISTEMATIZACIÓN DE DESPACHOS JUDICIALES

El Proyecto de Sistematización de Despachos Judiciales a nivel Nacional con Código BPIN: 1114003000000 que tiene como objetivo “posicionar a la rama judicial a la vanguardia en la utilización de los avances tecnológicos en el campo informático”, contempla continuar con el cubrimiento a nivel nacional en todas las instancias tanto del área judicial como del área administrativa. Para ello se consideran diversos factores como cantidad de puestos de trabajo, necesidades de actualización (hardware y software), sistemas abiertos, infraestructura de redes (lógicas y eléctricas), tecnología de punta, etc.

Este proyecto, ejecutado durante las vigencias 2009 a 2015 y con un presupuesto total de 1.3 billones de pesos, está dirigido a incrementar los beneficiarios del proyecto, con una cobertura inicial de 15.000 empleados en 2009, para finalmente atender a 23.500 en 2015, con el objeto de lograr la adecuada prestación del servicio público de justicia.

Se pretende implementar con el “…esquemas de hardware basados en servidores y estaciones de última tecnología, conectados a través de redes LAN, de cableado estructurado e interconectadas vía Internet y a sistematizar la Rama Judicial a partir de una plataforma común para automatizar la gestión judicial, la carrera judicial, la gestión administrativa y la información que se requiera para su eficiencia”. 

Luego de realizar pruebas de auditoría en las ciudades de Bogotá, San Andrés, Bucaramanga, San Gil, Barranquilla, Palmira, Cali, Cúcuta y la Seccional de Magdalena, en los municipios de Palto, Ciénaga, Fundación y el Banco; se encontraron deficiencias en la implementación de los productos y servicios recibidos mediante la contratación ejecutada durante la vigencia 2011 que asciende a $48.871,7 millones, lo que influye en el impacto de los resultados obtenidos sobre la gestión judicial dentro de los procedimientos realizados en cuanto a planeación para la determinación de las necesidades en los estudios previos de servidores, que atiende la mayor cantidad de población a beneficiar, coordinación para la consecución efectiva de las metas en cuanto a usuarios beneficiados, así como cumplimiento de Acuerdos de Nivel de Servicio (ANS), seguimiento a la contratación de soporte técnico a equipos existentes, adquisición e instalación de equipos de cómputo de escritorio y servidores de manera oportuna y eficiente, no recepción de productos como servidores, repuestos y equipos de soporte y servicios como mantenimiento de equipos acordes en calidad y cantidad con el objetivo del proyecto, preparación de infraestructura física de centros de cómputo de la Rama Judicial, La deficiencia en los procedimientos internos en el área de tecnología de la Unidad Ejecutiva de Administración Judicial para fortalecer desde el punto de vista tecnológico a la Entidad.

Hallazgo No.7 Contrato 207 de 2010 - Equipos de cómputo y servidores adquiridos almacenados en bodega.

Dentro de las obligaciones del contrato 207 de 2010, el contratista en la ejecución del contrato conforme la CLÁUSULA SEGUNDA: OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA.- El CONTRATISTA, I) OBLIGACIONES TÉCNICAS, 1) Entregar al CONSEJO SUPERIOR, los equipos con las cantidades, valores, especificaciones técnicas y características relacionadas en la Oferta de fecha 7 de diciembre de 2010 presentada por el CONTRATISTA. Al entregar los equipos en cada lugar de destino, el CONTRATISTA debe suministrar: Catálogos originales de las máquinas, Manual de Operación de los equipos en idioma español, entregar equipos, repuestos y accesorios estipulados en las Especificaciones Técnicas, firmar Acta de Entrega a Satisfacción con el Director Seccional de Administración Judicial. Se realizó entrega de equipos con destino a varias seccionales, incluida la seccional Bogotá en desarrollo del proyecto de Sistematización de Despachos Judiciales.

En desarrollo de las visitas in situ realizadas el 12, 13 y 16 de abril a las oficinas del Consejo de Estado del Palacio de Justicia Bogotá, para efectos de verificar la instalación y ubicación de los equipos de cómputo programada conforme al listado de asignación de la Coordinadora del contrato en el cual se indica que dichos elementos entregados por el contratista deben estar operando en dichos despachos a fin de atender el objeto del Proyecto de Modernización de Despachos Judiciales para la descongestión judicial.

Encontrándose que estos equipos de cómputo desde la fecha de su entrega hasta la fecha de la visita no están prestando el servicio para el cual fueron adquiridos toda vez que se encuentran ubicados en la bodega de la Oficina de Sistemas de la sede del Consejo de Estado del Palacio de Justicia y en el archivo del Edificio El Virrey.

Así mismo, en el Edificio Hernando Morales, están almacenados dos (2) servidores en la bodega del almacén sin ningún uso luego de cinco (5) meses de haber sido entregados luego de adquiridos y entregados en el almacén.

Desde el punto de vista tecnológico se encuentra que a pesar que el contratista cumplió con la entrega conforme lo pactado, está corriendo la garantía del mismo estipulada en la CLÁUSULA SEGUNDA: “OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA.- El CONTRATISTA, I) OBLIGACIONES TÉCNICAS 5) Garantizar la buena calidad de los equipos objeto del contrato por el término ofertado. Esta Garantía cubre la calidad del equipo y sus partes por defectos de fabricación durante el tiempo ofrecido. Incluye Mantenimiento preventivo libre de costos para la Entidad contratante a cargo del proveedor durante los años ofrecidos, garantizando el correcto y normal funcionamiento de los equipos y sus partes durante este período. Se entiende por Garantía de Calidad, la reparación o reemplazo de las partes y equipo por defectos de fábrica, las cuales deben ser reemplazadas por otras de igual o superior calidad y características, sin ningún costo adicional para el CONSEJO SUPERIOR, durante el tiempo ofrecido de Garantía, el cual inicia a partir de la fecha de firma del Acta de Entrega y Recibo a Satisfacción de la totalidad de los equipos”.

Esto implica que no se esté dando uso a los equipos lo que impacta en la finalidad para la cual fueron adquiridos dentro del proyecto en razón a que desde el punto de vista tecnológico debido a que estos equipos van disminuyendo su tiempo de vida, el soporte a sistemas de información críticos para la gestión misional y administrativa mencionados en la descripción del proyecto: “f. Dotación de equipos con las características técnicas necesarias para el soporte de aplicaciones en red y stand alone. g. Realizar la implementación y continuidad de los siguientes aplicativos: * sistema de gestión judicial *sistema de gestión documental * sistema de estadísticas de la rama judicial y el sistema nacional de estadísticas judiciales. Sistema de administración de la carrera judicial * sistema administrativo y financiero de la dirección ejecutiva de administración judicial y sus 23 direcciones seccionales. *implementar y dotar con herramientas informáticas (hardware y software) necesarias un sistema de seguridad idóneo y confiable acorde con las necesidades de la rama judicial”.

Todo esto implica que se pierde buena parte del tiempo de vida de los equipos por obsolescencia tecnológica, y presentando debilidades en la planeación puesto que no se cumple lo consignado en el plan de necesidad y disminuye el impacto a 60% para los servidores adquiridos, teniendo en cuenta que dos (2) de los cinco (5) de ellos no se encuentran en uso, situación que viola la obligación de planeación establecida en el Estatuto de Contratación en concordancia del Artículo 2 de la Ley 80  de 1993 que determina que la contratación está encaminada a satisfacer los fines esenciales del Estado, incumpliendo con esto a todas luces el fin para el cual fue desarrollado el contrato dentro del Proyecto de Inversión en cumplimiento de una inversión lo que genera una gestión antieconómica que impacta el propósito mismo del proyecto, la modernización de despachos judiciales.
Hallazgo No.8 Contrato 186 de 2010 – Acuerdos de Nivel de Servicio repuestos de equipos tecnológicos.

En desarrollo de la ejecución del contrato 186 la Entidad ha aplicado sanciones al contratista  por incumplimiento en la entrega de repuestos en las diferentes seccionales en las cuales se presta de la siguiente manera:

Cuadro No.7 Formulario 3 del pliego de condiciones del contrato 186 de 2010
	Suministro de repuestos por demanda en sitio para servidores, equipos de cómputo, impresoras, UPS, reguladores, audio, video, redes LAN y eléctricas reguladas de propiedad de la Rama Judicial.

	Formulario 3

	ACUERDOS DE NIVELES DE SERVICIO 

TIPO ATENCIÓN

CIUDADES

ANS

1

Bogotá - DEAJ y Altas Corporaciones

máximo 4 horas hábiles

2

Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla y Bucaramanga, Armenia, Cartagena, Ibagué, Manizales,   Pereira, Popayán, Santa Marta, Tunja, Valledupar, Villavicencio, Cúcuta, Florencia, Montería, Neiva, Pasto, Quibdó, Riohacha y Sincelejo

máximo 8 horas hábiles

3

Arauca, Bello, Leticia, San Andrés; Isla, Yopal, Santa Rosa de Viterbo, Rionegro, San Gil, Pamplona, Itagüí, Buga, Palmira, Envigado, Zipaquirá, Girardot, Barrancabermeja, Ocaña, Buenaventura, Cartago, Soacha, La Dorada

máximo 16 horas hábiles

4

Acacías, Aguachica, Apartadó, Calarcá, Cáqueza, Cereté, Chaparral, Chinchiná, Chiquinquirá, Chiriguaná, Ciénaga, Corozal, Dosquebradas, Duitama, El Banco, Espinal, Facatativá, Fresno, Fundación, Funza, Fusagasugá, Garzón, Girardota, Granada, Guamo, Honda, Ipiales, Istmina, La Plata, Líbano, Lorica, Los Patios, Magangué, Maicao, Melgar, Mocoa, Mompós, Pitalito, Puerto Asís, Puerto Berrío, Puerto Tejada, Purificación, Roldanillo, Sabanalarga, Salamina, San Juan Del Cesar, Santa Rosa De Cabal, Santander De Quilichao, Saravena, Sevilla, Socorro, Sogamoso, Soledad, Tuluá, Tumaco, Túquerres, Turbaco, Turbo, Vélez

máximo 24 horas  hábiles



	    Para servidores de red el tiempo se reduce a la mitad.
	

	** La  cobertura será de 5 días X 8 horas
	


Fuente: Pliegos de condiciones definitivos del contrato 186 de 2010

No obstante y teniendo en cuenta que dichas multas han sido descontadas de las facturas frente al monto total del contrato se constituyen en una sanción irrisoria que hace que la situación no se subsane para el cabal cumplimiento del mismo.

Tal situación se demuestra cuando a pesar de la sanción y las labores administrativas que realiza la Entidad, el tiempo de respuesta para los casos descritos después de sancionado supera en un alto porcentaje de tiempo por período mensual, el cubrimiento de la necesidad conforme se evidencia en la siguiente tabla:

Cuadro No.8 Pendientes mensuales de entrega de repuestos dentro del contrato 186 de 2010.

	Periodo
	Despachados
	Pendientes
	Total
	% pendientes

	Transición
	15
	46
	61
	75,41

	Ene-11
	722
	241
	963
	25,03

	Feb-11
	1272
	709
	1981
	35,79

	Mar-11
	783
	737
	1520
	48,49

	Abr-11
	1086
	479
	1565
	30,61

	May-11
	663
	1260
	1923
	65,52

	Jun-11
	777
	892
	1669
	53,45

	Jul-11
	1304
	540
	1844
	29,28

	Ago-11
	1264
	463
	1727
	26,81

	Sep-11
	1270
	320
	1590
	20,13

	Oct-11
	885
	484
	1369
	35,35

	Nov-11
	616
	327
	943
	34,68

	Dic-11
	340
	225
	565
	39,82

	
	
	Promedio % pendientes
	37,17


Fuente: informes Datapoint

Por otro lado se presenta el consolidado de la información de los valores ejecutados dentro del contrato y aquellos que están pendientes por ejecutar a diciembre de 2011.

Cuadro No.9 Valores ejecutados solicitados, despachados y pendientes para la vigencia

	Periodo
	Solicitado
	Despachado
	Pendiente

	Transición
	 $         210.249.053 
	 $       3.685.003 
	 $     6.564.050 

	Producción
	 $      4.178.371.492 
	 $ 3.334.938.281 
	 $ 843.433.212 

	Terceros
	 $          58.001.013 
	 $       3.986.018 
	 $   54.014.996 

	Total
	 $      4.446.621.558 
	 $ 3.342.609.302 
	 $ 904.012.258 


Fuente: Equipo Auditor

Ante lo evidenciado, se observa que es una actuación reiterada y concurrente en la ejecución del contrato, lo que puede causar un verdadero incumplimiento de las obligaciones contractuales que dentro del proceso de selección fue la condición para su adjudicación y se observa que la Entidad no ha adoptado las medidas tendentes a conjurar con el contratista tal situación, que afecta tanto la productividad de la Rama Judicial al no tener el soporte adecuado y desequilibra la condición del contrato en contra de la Entidad a pesar de las sanciones que se pactaron pero no se compadece con el cumplimiento del objeto contractual, situación que pone en desventaja a la administración en las exigencias para la ejecución del contrato inobservando los acuerdos de nivel de servicio consignados en el formulario No 3 del pliego de condiciones que fueron la base para la selección del contratista en aras de lograr la eficiencia y economía como fundamento para la adjudicación del contrato.

Hallazgo No.9  Condiciones técnicas de infraestructura de centros de cómputo.
Dentro de la inversión del Proyecto “Sistematización de Despachos Judiciales” del Contrato 207 de 2010 cuyo objeto es “Dotación y reposición de infraestructura tecnológica a nivel nacional” se adquirieron cinco (5) servidores. La destinación final de uno de ellos  fue para el centro de cómputo de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial - DEAJ - Sistema de información Saphiro.

Esto, independiente del sistema de Información, sistema operativo, base de datos, instalado en el servidor implica contar con las especificaciones técnicas adecuadas para recibir este tipo de equipo, estipulados en normas técnicas que indican que precauciones de tipo eléctrico, de temperatura, humedad, seguridad y soporte se deban tener.

En la visita realizada a las instalaciones del centro de cómputo de la DEAJ se encontraron varias fallas en las condiciones mínimas para las instalaciones incluidas el extintor vencido, la puerta de entrada dañada y sin controles de acceso eficientes, el sistema de refrigeración en precarias condiciones, sin procedimientos técnicos formalizados y aplicados, sin políticas de seguridad, ni planes de recuperación ante desastres vigentes contraviniendo el estándar para infraestructura de telecomunicaciones para centros de cómputo ANSI/TIA-942 y poniendo en riesgo el patrimonio público.

Hallazgo No.10 Contratos 231 de 2010 y 093 de 2011 – Acuerdos de Nivel de Servicio equipos de soporte

Los contratos 231 y 093 de 2011 tienen como objeto “Help Desk y mantenimiento preventivo y soporte técnico de hardware y redes LAN.

Dentro de la visita a las instalaciones del Palacio de Justicia - Consejo de Estado, el Edificio Hernando Morales y Edificio El Virrey se encuentran equipos de cómputo de soporte que no cumplen con los acuerdos de nivel de servicio donde se consigna “EL CONTRATISTA tendrá hasta el máximo tiempo de atención para el diagnóstico y solución de problemas en cada una de las ciudades y tiempos reportados en el formulario No. 1.

Pasado el tiempo de diagnóstico y solución, el contratista ubicará un equipo de respaldo con características similares o superiores al que reemplace, lo anterior para garantizar la correcta operación del despacho u oficina” (subrayado del equipo auditor).

Para está cláusula el contratista ofrece dentro de las instalaciones del Palacio de Justicia, que abarca a las cuatro cortes y en el edificio Hernando Morales en el que se encuentran varios despachos judiciales, equipos Marca COMPAQ referencia EVO, que durante la visita y verificadas las especificaciones técnicas se encuentra que los equipos presentan la siguiente configuración: 
Referencia: COMPAQ EVO D510 SFF

Procesador: Pentium 4 2.4 GHz

Disco duro: 30 GB

Memoria RAM: 512 MB

Sistema operativo: Windows 2000

Estas condiciones técnicas en varios casos se presentan como muy inferiores a las presentadas por los equipos que están instalados en los despachos judiciales.

Por este motivo, en las oficinas del Palacio de Justicia donde opera el Consejo de Estado quien presta los equipos de soporte es la Oficina de Sistemas y no el contratista como se estipula en los contratos.

Hallazgo No.11 Proyecto de Inversión Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional (F)

El proyecto de Inversión “Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional” con Código BPIN: 1114003000000, se formuló para realizarse entre las vigencias 2009 y 2015, con un presupuesto total solicitado de $1.3 billones, con el propósito de “Posicionar a la Rama Judicial a la vanguardia en la utilización de los avances tecnológicos en el campo informático”, dirigido a incrementar los beneficiarios del proyecto tales como: funcionarios, jueces, magistrados, centros de servicios, entre otros, con una cobertura inicial de 15.000 empleados en 2009, para finalmente atender a 23.500 en 2015, con el objeto de lograr la adecuada prestación del servicio público de justicia dentro del marco de la oralidad.

Se pretende implementar con el “…esquemas de hardware basados en servidores y estaciones de última tecnología, conectados a través de redes LAN, de cableado estructurado e interconectadas vía internet. Igualmente, el proyecto está dirigido a sistematizar la Rama Judicial a partir de una plataforma común para automatizar la gestión judicial, la carrera judicial, la gestión administrativa y la información que se requiera para su eficiencia”.

Sin embargo, el proyecto a la fecha no ha generado los resultados propuestos a pesar de haber adelantado suscripción y ejecución de contratos para la adquisición de equipos de cómputo, impresoras, insumos, escáneres, equipos para salas de audiencias, software, servicios de Help Desk, mantenimiento, almacenamiento e Internet, entre otros, durante las vigencias 2009, 2010 y 2011 que corresponden aproximadamente al 50% del tiempo proyectado para lograr los objetivos trazados.

Así las cosas, para el análisis del proyecto se tomaron a la fecha una muestra aleatoria de la contratación más representativa en el cumplimiento de los objetivos planeados, determinándose que se suscribieron y se están ejecutando para las vigencias 2010 y 2011 contratos que ascienden a $48.871,7 millones.

La muestra incluyó los contratos números 186, 207, 258, 231 de la vigencia 2010, ejecutados en 2011 y el contrato 093 suscrito y ejecutado en 2011, muestra que tiene un valor de $20.315,3 millones que equivale a un 41,57% del total ejecutado en la vigencia auditada.

Durante el proceso auditor se adelantaron pruebas de auditoría que incluyeron verificaciones in situ en las ciudades de Bogotá, San Andrés, Bucaramanga, San Gil, Barranquilla, Palmira y Cali, así como pruebas de auditorías aplicadas por las Gerencias Departamentales de la CGR en las Direcciones Seccionales de Administración Judicial de Cúcuta y Magdalena cuyo objeto fue comprobar el cumplimiento del alcance de 18.000 beneficiarios para 2010 y 20.000 beneficiarios para el 2011 según la ficha BPIN del proyecto bajo los siguientes parámetros:

1. Efectividad de los estudios de conveniencia precontractuales de los equipos adquiridos por el CSJ dentro del proyecto de inversión. 

2. Que la adquisición y recepción de bienes cumplan las condiciones técnicas establecidas en los contratos por medio del cumplimiento de los estándares y buenas prácticas de tecnología aplicada y de la normatividad que rige la Entidad. 

3. Verificación de la efectividad de los estudios de asignación de los equipos entregados a las diferentes seccionales del CSJ. 

4. Identificación de los controles técnicos asociados al hardware y software asociados a los bienes y servicios contratados.

Como resultado de dichas pruebas se determinó que el proyecto presenta deficiencias y debilidades en:

· La planeación para la determinación de las necesidades en los estudios previos de servidores, que atiende la mayor cantidad de población a beneficiar.

· La coordinación para la consecución efectiva de las metas en cuanto a usuarios beneficiados de equipos de cómputo, repuestos,  servicios de mantenimiento y Help Desk, así como cumplimiento de Acuerdos de Nivel de Servicio (ANS).

· El seguimiento a la contratación de soporte técnico a equipos existentes, sus ANS y repuestos.

· La adquisición e instalación de equipos de cómputo de escritorio y servidores de manera oportuna y eficiente.

· La no recepción de productos como servidores, repuestos y equipos de soporte y servicios como mantenimiento de equipos acordes en calidad y cantidad con el objetivo del proyecto.

· La preparación de infraestructura física de centros de cómputo de la Rama Judicial.

· La deficiencia en los procedimientos internos en el área de tecnología de la Unidad Ejecutiva de Administración Judicial para fortalecer desde el punto de vista tecnológico a la Entidad.

Se presentan debilidades en la puesta en funcionamiento, asignación y adecuación de puestos de trabajo luego de la entrega de equipos nuevos por medio del contrato 207 de 2010; demoras de hasta 6 meses en entrega de repuestos, encontrando a 30 de abril de 2012, un total de 155 casos suspendidos en espera de su llegada y un promedio de 517 repuestos mensuales sin entregar (37.17% del total), mediante el contrato 186 de 2010; los equipos de soporte para garantizar la correcta operación de despachos u oficinas con corte 30 de abril de 2012, se encuentran 633 de estos equipos de soporte en funcionamiento y de los equipos de cómputo suministrados por el contratista no se cumplen con los requerimientos técnicos en 1.515 oportunidades dentro del hardware que se encuentra en las instalaciones de la Rama Judicial para el contrato 093 de 2011, garante en oportunidad de todo el proceso de mantenimiento y funcionamiento tecnológico en la Rama lo que afecta los procesos misionales de la Entidad conforme a lo estipulado en los artículos 1, 2 y 7 de la Ley 270 de 1.996.

Estas deficiencias permiten inferir un incumplimiento en el deber de planeación establecidos en el numeral 12 del Artículo 25 de la Ley 80 de 1.993 en concordancia con el Artículo 3 del Decreto 2474 de 2.008 y el Artículo 4° de la Ley 1150 de 2.007 que ordena incluir la estimación, tipificación y asignación de riesgos previsibles en la contratación, así como del principio de conmutatividad del contrato encaminado a la satisfacción de las necesidades públicas objetivas que busca que la prestación que recibe la Entidad debe tener una contrapartida equivalente a lo que por ella se paga, a fin de garantizar que los bienes o servicios recibidos son proporcionales a los recursos percibidos por el contratista en la ejecución del contrato con lo cual se rompe la ecuación de equilibrio en procura de una correcta gestión fiscal que genera consecuencias económicas e incumplimiento del principio de responsabilidad establecido en los términos de los numerales 1, 2 y 8 del Artículo 26 Ley 80 de 1.993.

Lo antes expuesto afecta la eficiencia, eficacia y economía en el proceso de contratación y la gestión adelantada por la Entidad en la implementación, planeación y consecución de los objetivos definidos en el Proyecto de Inversión “Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional”, que permite a este Órgano de Control determinar que las deficiencias detectadas constituyen una gestión antieconómica con presunta connotación fiscal producto de las observaciones detectadas en los contratos 207 y 186 de 2010 y el contrato 093 de 2011, cuyo posible valor del detrimento asciende a $ 5.872,4 millones, relacionados conforme el siguiente cuadro:

Cuadro No.10 Valor insumo de posible gestión antieconómica Proyecto de Inversión

 “Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional”
	Contrato
	Valor contrato
	Valor posible detrimento
	Concepto

	186 de 2010
	$5.488.888.888
	$2.040.219.999,7
	Demoras adicionales luego de incumplir con los ANS (Acuerdo a Nivel de Servicio), mala calidad de los bienes. 37.17% del valor del contrato.

	093 de 2011
	$9.580.605.909
	$3,832,242,364
	Deficiencias en producción, equipos de soporte para garantizar correcta operación de despachos u oficinas incumplen requerimientos técnicos en 1.515 oportunidades dentro del hardware que se encuentra en instalaciones de la Rama Judicial (c093/11), garante proceso mantenimiento afectando procesos misionales (Ley 270/96, artículos 1, 2 y 7).


Fuente: Equipo Auditor

Estas deficiencias fueron comunicadas a la Entidad mediante Oficio A-CSJ No. 038 de mayo 28 de 2012 y cuya respuesta DEAJ12-1736 de junio 5 de 2012 presentada por la Entidad fue analizada y valorada por el equipo auditor, constituyéndose en beneficio de auditoría las actuaciones adoptadas por la Entidad tales como instalación de dos (2) servidores en el Edificio Hernando Morales, adecuación de centros de cómputo en el Edificio de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y mejora en las especificaciones técnicas de los equipos de escritorio de soporte de Help Desk.

Estas observaciones surtieron el trámite del debido proceso y soportan la presente observación con posible connotación fiscal así:
Contrato 231 de 2010 y 093 de 2011 - Help Desk y mantenimiento preventivo y soporte técnico infraestructura de hardware y redes LAN.

Objeto: “Prestar el servicio de Help Desk global y centralizado con soporte telefónico de primer nivel, para la infraestructura de hardware, redes LAN, salas de audiencia (audio y video) para la Rama Judicial a nivel nacional, así como el servicio de mantenimiento preventivo y correctivo (sin repuestos)…”

Valor del contrato 231 de 2010: $6.074,9 millones. Adicional 1: $1.666,2 millones. Adicional 2: $1.249,7 millones.

Valor del contrato 093 de 2011: $9.580 millones Ejecutado 40% equivalente a $3,832,242,364 .

Sistema de gestión del contrato

Dentro de los contratos se debe “Proveer la infraestructura de Hardware/Software especializada (Sistema de Gestión)” necesaria para realizar el registro, seguimiento y control sobre las labores del contratista. Se observó en algunos casos, el registro de solicitudes de repuestos para equipos con daños con fecha posterior a la de entrega.

Equipos de soporte

El contrato manifiesta “EL CONTRATISTA tendrá hasta el máximo tiempo de atención para el diagnóstico y solución de problemas en cada una de las ciudades y tiempos reportados en el formulario No. 1. Pasado el tiempo de diagnóstico y solución, el contratista ubicará un equipo de respaldo con características similares o superiores al que reemplace, lo anterior para garantizar la correcta operación del despacho u oficina” (subrayado del equipo auditor).

En las visitas realizadas se encontró en las instalaciones del Palacio de Justicia y el Edificio Hernando Morales en Bogotá y en las ciudades de Cali y Palmira, equipos de soporte pertenecientes al contratista con características técnicas inferiores a las estipuladas en el contrato, así: Referencia: COMPAQ EVO D510 SFF, Procesador: Pentium 4, 2.4 GHz, Disco duro: 30 GB, Memoria RAM: 512 MB, Sistema operativo: Windows 2000. Estas condiciones técnicas en varios casos son inferiores a las presentadas por los equipos que están instalados en los despachos Judiciales y fuera de garantía.

De los casos generados en el contrato 093 de 2011 se encontró que 2.019 es el número de computadores que tiene la Rama Judicial, que no están en garantía ni cubiertos se apropiadamente por el soporte técnico de equipos puesto que presentan características técnicas superiores a los de soporte provistos por el contratista. En la muestra verificada en sitio para las instalaciones de las Cortes en el Palacio de Justicia de Bogotá, del municipio de Palmira y de la zona centro de la ciudad de Cali, durante el mes de abril se encontró lo siguiente: 

Cuadro 11 Muestra de los equipos de soporte verificados en sitio para el contrato 093 de 2010.

	Instalaciones
	Casos totales mes de abril de 2012
	No. Casos con equipos fuera de garantía y equipos de soporte con condiciones inferiores
	Porcentaje casos con equipos fuera de garantía y equipos de soporte con condiciones inferiores

	Palacio de Justicia Bogotá
	396
	85
	21.46%

	Zona centro Cali
	415
	42
	10.12%

	Palmira
	70
	2
	2.8%

	TOTAL
	881
	129
	14.64%


Por este motivo, en las oficinas del Consejo de Estado quien presta los equipos de soporte es la Oficina de Sistemas y no el contratista como se estipula en los contratos, incumpliendo lo consignado en el Formulario No. 1 del contrato– Acuerdos de Nivel de Servicio – Mantenimientos correctivos.

Contrato 186 de 2010 - Suministro de repuestos y actualización tecnológica.

Objeto: “suministro de repuestos y actualización tecnológica para servidores, equipos de cómputo, impresoras, ups, reguladores, audio, video, redes LAN y eléctricas reguladas componentes del parque computacional de propiedad de la Rama Judicial…”.

Contrato: vigente

Valor: $5.488,8 millones, ejecutado vigencia 2010: $823,3 millones – vigencia 2011: $4.665,5 millones.

Incumplimiento reiterado de Acuerdos de Nivel de Servicios 

Se estipula que el contratista debe cumplir con: “I) OBLIGACIONES TÉCNICAS: 1) El CONTRATISTA deberá suministrar y distribuir los repuestos, objeto del presente contrato, de acuerdo a los niveles de servicio ANS descrito en el formulario 3 del Pliego de Condiciones…” Una vez incumplido el tiempo de entrega y sin pena adicional consignada en el contrato, el contratista tarda en ciertos casos seis meses o más para el suministro de repuestos.
Cuadro No.12 Pendientes mensuales de entrega de 

Repuestos dentro del contrato 186 de 2010.

	Periodo 
	Despachados
	Pendientes
	Total
	% pendientes

	Transición
	15
	46
	61
	75,41

	Ene-11
	722
	241
	963
	25,03

	Feb-11
	1272
	709
	1981
	35,79

	Mar-11
	783
	737
	1520
	48,49

	Abr-11
	1086
	479
	1565
	30,61

	May-11
	663
	1260
	1923
	65,52

	Jun-11
	777
	892
	1669
	53,45

	Jul-11
	1304
	540
	1844
	29,28

	Ago-11
	1264
	463
	1727
	26,81

	Sep-11
	1270
	320
	1590
	20,13

	Oct-11
	885
	484
	1369
	35,35

	Nov-11
	616
	327
	943
	34,68

	Dic-11
	340
	225
	565
	39,82

	
	
	Promedio % pendientes
	37,17


Fuente: informes Datapoint

Por otro lado se presenta el consolidado de la información de los valores ejecutados dentro del contrato y aquellos que están pendientes por ejecutar a diciembre de 2011.

Cuadro No.13 Valores ejecutados solicitados, despachados y pendientes para la vigencia.

	Periodo
	Solicitado
	Despachado
	Pendiente

	Transición
	 $         210.249.053 
	 $       3.685.003 
	 $     6.564.050 

	Producción
	 $      4.178.371.492 
	 $ 3.334.938.281 
	 $ 843.433.212 

	Terceros
	 $          58.001.013 
	 $       3.986.018 
	 $   54.014.996 

	Total
	 $      4.446.621.558 
	 $ 3.342.609.302 
	 $ 904.012.258 


Fuente: informes Datapoint

Repuestos de mala calidad

Por otro lado, teniendo en cuenta que se recibió de parte del contratista repuestos de mala calidad, incumpliendo la cláusula “II) OBLIGACIONES ADMINISTRATIVAS: 1) Garantizar la calidad de los bienes y servicios objeto del contrato y responderá por ello de conformidad con lo estipulado por el Artículo 5° Numeral 4° de la Ley 80 de 1993” y que adicionalmente se presentaron entregas pendientes superiores a 1.500 repuestos como consta en comunicaciones DEAJIF11-433, DEAJIF11-920, DEAJ11-1341 y DEAJ11-2714, se establece que estas situaciones afectan el principio de conmutatividad debido a que la Entidad se compromete a pagar periódicamente la facturación de entregas acumuladas hasta por el valor del contrato, sin recibir a cambio un beneficio equivalente, entorpeciendo funciones misionales y administrativas.

Hallazgo No.12 Equipo de cómputo contrato 207 de 2010 (F)
Dentro de la auditoría para la vigencia 2011 se realizó una visita a los juzgados de San Andrés con el objetivo de “Evaluar que la adquisición y recepción de bienes cumplan las condiciones técnicas establecidas en los contratos por medio del cumplimiento de los estándares y buenas prácticas de tecnología aplicada y de la normatividad que rige la Entidad”.

El contrato 207 de 2010, cuyo objeto es “Adquirir, instalar, y realizar el mantenimiento preventivo y correctivo de equipos de cómputo, impresoras láser monocromáticas, escáner y servidores, con sus respectivas licencias de software operativo y de oficina y antivirus con destino a los Despachos Judiciales a nivel nacional...” que hace parte del Proyecto de Inversión “Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional”, establece que el contratista debe “Entregar a la Unidad de Informática de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial para la respectiva supervisión el original de las actas de instalación y recibo a satisfacción de los equipos de cómputo, impresoras láser monocromáticas, escáner y servidores, las cuales deben ser firmadas por el contratista y el titular del correspondiente despacho, de igual forma un cumplido firmado por el Director Seccional de Administración Judicial respectivo donde reporte la totalidad de los equipos entregados. El original del acta y el cumplido deberá ser entregado en CD con las actas escaneadas y organizadas por ciudad”.

Para la verificación de entregas de equipos en San Andrés se utilizó un listado de doce (12) computadores, con los respectivos soportes de entrega facilitados por la coordinación del contrato, diez (10) de los cuales fueron adquiridos por el contrato principal y dos (2) por la Adición 02.

Según certifica el acta de verificación de equipos de cómputo de San Andrés Isla suscrita por la Jefe de Oficina de Apoyo Judicial de San Andrés que indica que “El equipo identificado con el serial MXL13612MS no figura ni en los registros de entrada, ni en las instalaciones del Palacio de Justicia o sus juzgados anexos”; igualmente no se evidenció la existencia del acta de recibo ni entrega de dicho computador.

En días posteriores a la visita, por medio de la Coordinación del contrato 207, la Coordinación Administrativa de San Andrés informa por correo electrónico en uno de sus apartes: “ el computador MXL13612MS, lo tiene el juzgado Civil Municipal en Descongestión…” sin embargo, estos datos no pudieron ser verificados en la visita de auditoría in situ en la ciudad de San Andrés por el equipo auditor al momento de la comisión, situación que constituye una trasgresión al principio de responsabilidad establecido en el Numeral 1° del Artículo 26 de la Ley 80 de 1.993 y constituye un presunto detrimento patrimonial por $2,5 millones en razón a que en cumplimiento del contrato se certificó su entrega a la Seccional en la Isla de San Andrés estando inmerso en el inventario de la Seccional Bogotá quien adelantará las operaciones de cuidado y seguimiento de los equipos al momento de la posventa para ser exigible las garantías al momento de los daños, pérdidas o mala calidad en los equipos.

3.1.1.5 Evaluación del Sistema de Control Interno

La evaluación del Sistema de Control Interno fue realizada con base en las normas de auditoría generalmente aceptadas y la aplicación de los formularios establecidos en la Guía de Auditoría y de acuerdo a los resultados obtenidos al evaluar su operatividad y diseño conceptual, se detectaron algunas debilidades en el funcionamiento del Sistema de Control Interno:

Hallazgo No.13 Gestión Documental

Esta observación es reiterada y concurrente en los informes anteriores de auditoria de la CGR, por cuanto se observó deficiente aplicación de la Ley 594 de 2000, especialmente lo establecido en los artículos 4, 10, 11, 12, 24, 26 y 47, en relación con el manejo del archivo documental de los contratos, siendo reiterativas las siguientes: No se manejaron tablas de retención documental, no se realizó inventario documental de manera adecuada para cada contrato, con documentos soportes duplicados y documentos sin firma.

Con lo anterior, se evidencian  debilidades en el Sistema de Control Interno, toda vez que no permite ubicar rápida y adecuadamente los documentos soportes pertinentes ya que los archivos constituyen una herramienta indispensable para la gestión administrativa.

Hallazgo No.14 Notas Explicativas 

El Manual de Procedimientos contables del Régimen de Contabilidad Pública, establece lo siguiente:

REVELACIÓN EN NOTAS A LOS ESTADOS CONTABLES.

Debe revelarse en notas a los estados contables lo siguiente:

a) El valor pagado por sentencias, conciliaciones y laudos arbitrales, incluyendo los intereses y costas del proceso.

b) El valor registrado como gasto por sentencias, conciliaciones y laudos arbitrales.

c) La metodología aplicada para el registro del pasivo estimado.

d) El estado de los procesos

Se observa que la Entidad no cumple con lo establecido en el Manual de Procedimientos del Régimen de Contabilidad Pública, en cuanto a la correcta y completa estructuración de las notas a los estados contables, relacionada con la revelación de la información de las Demandas en Contra de la Entidad.

3.1.2. Resultados
3.1.3 Financiero
Hallazgo No.15 Inconsistencias en el  Balance Consolidado.

Revisados los balances de las Unidades Ejecutoras y las Seccionales para efecto de obtener el balance consolidado, se determinaron las siguientes inconsistencias, para las cuales se requiere su aclaración con sus respectivos documentos soporte.

· En los siguientes rubros del Activo se presentan saldos contrarios a su naturaleza por $6.767.7 millones:

· Efectivo




$
   108.1

· Deudores





1.183.3

· Bienes Muebles en Bodega



2.662.5

· Propiedades, Planta y equipo no Explotado

   279.5

· Otros Activos





2.534.3

· En los siguientes rubros del Pasivo se presentaron saldos contrarios a su naturaleza por $65.868.6 millones:

· Acreedores





55.360.5

· Retención en la Fuente e Impuesto de Timbre
  
  2.290.3

· Provisión para Prestaciones Sociales

  
  6.495.1

· Recaudos a Favor de Terceros



  1.245.7

· Provisión, Agotamiento, Deprec., Amortiz.

    487.0

· En la cuenta Valorizaciones del balance de Tribunales y Juzgados-Seccional Pasto, presenta un saldo por $7.646.9 millones sin poseer ningún activo sujeto a actualización e igualmente su contrapartida por el mismo valor en el Superávit.

· En el anexo de las cuentas de Terrenos, Construcciones en Curso y Edificaciones suministrado por la División de Contabilidad con corte a diciembre de 2011, en la Seccional de Manizales para el rubro de Terrenos aparece un ajuste global por $178.7 millones sin ninguna justificación, al igual que en el rubro de Construcciones en Curso, mediante otro ajuste global por $8.690.6 millones también sin ninguna justificación tanto en el anexo como en las notas a los Estados Contables.

Hallazgo No.16 Notas a los Estados Financieros Consolidados

· Los saldos a 31 de diciembre de 2011 del balance consolidado difieren del detalle con respecto a las Notas a los Estados Financieros de los siguientes grupos:

· Cuentas por Pagar – Impuestos Contribuciones y Tasas.

· Patrimonio - Resultado del Ejercicio, Superávit por Valorización y Provisiones, Agotamiento y Depreciación.

· Ingresos no Tributarios – Registro y Salvoconducto y Contribuciones.

· Responsabilidades Contingentes – Reservas Presupuestales.

Hallazgo No.17 Diferencias Estados Financieros Consolidados

En la consolidación de los estados contables de las diferentes Seccionales frente al Balance General Consolidado con corte a diciembre de 2011, se presentaron las siguientes diferencias, de los cuales se requiere su aclaración:

Cuadro No.14  DIFERENCIAS 

Miles de Pesos

	CONCEPTO
	°CONSOLIDADO
	BALANCE GENERAL CONSOLIDADO
	DIFERENCIAS

	Efectivo
	49.998.420
	51.062.345
	-1.063.925

	Deudores
	48.510.968
	49.104.533
	   -593.565

	Bienes Muebles en Bodega
	14.354.719
	17.151.120
	-2.796.401

	Muebles Enseres y Equipo de Oficina
	72.273.602
	72.213.842
	      59.760

	Equipo de Cómputo. y Comunicación
	104.035.429
	104.010.142
	     25.287

	Equipo de Trans., Tracción y Elevac.
	  44.398.648
	  41.814.845
	2.583.803

	Depreciación Acumulada
	-209.706.196
	-209.845.450
	   139.254

	Cargos Diferidos
	     9.785.682
	   9.783.777
	       1.905

	Cuentas por Pagar
	47.280.454
	43.196.358
	4.084.096

	Adquisición de Bienes y Serv. Nales.
	6.748.449
	10.381.094
	-3.632.645

	Acreedores
	34.062.282
	11.717.775
	22.344.507

	Retenc.en la Fuente e Imp. de Timbre
	  8.758.073
	  9.725.216
	   -967.143

	Impu, Contrib. y Tasas por Pagar
	    720.225
	    739.057
	     -18.832

	Impuesto al valor Agregado-IVA
	       -7.205
	0
	      -7.205

	Créditos Judiciales
	    657.997
	    7.258.728
	-6.600.731

	Obligac.Laborales y de Segu. Social
	173.081.832
	167.580.636
	 5.501.196

	Pasivos Estimados
	337.200.024
	957.016.129
	-619.816.105

	Provisión para Prestaciones Sociales
	   -5.501.202
	0
	    -5.501.202

	Otros Pasivos
	     3.609.874
	      3.758.060
	        -148.186

	Capital Fiscal
	323.532.901
	197.804.790
	125.728.111

	Superávit por Valorización
	285.516.830
	369.563.186
	-84.046.356

	Superávit por Donación
	    4.015.220
	    4.938.121
	     -922.901

	Provi., Agotam.Deprec.Amort.
	-22.884.269
	-21.507.188
	  -1.377.081

	Superávit por Valorización
	31.098.748
	0
	 31.098.748


Fuente: Comisión de Auditoría

Hallazgo No.18 Balance por Terceros Consolidado

La discriminación por tercero a nivel consolidado de los Anticipos para la Adquisición de Bienes y Servicios y Proyectos de Inversión, del Nivel Central, a pesar de haberse solicitado por escrito y requerido por parte de este órgano de control, no fue posible verificar los registros por $39.763 millones lo que genera una incertidumbre por esta cifra tomada del balance general consolidado, toda vez que esta información no fue allegada por parte de la División de Contabilidad donde se especificaran los números de contrato, el año a que corresponden y su valor, con corte a diciembre de 2011. Incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

Hallazgo No.19 Demandas en Contra de la Entidad

Mediante comunicación DEAJ12-755 del 16 de Marzo de 2012, se recibió por parte de la Entidad, relacionada con los pasivos estimados por las demandas judiciales en contra el CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, donde se discriminan los procesos activos, de primera instancia, pasivo real y el total de las acciones de repetición con corte al 31 de diciembre de 2011 en formato DVD.

En dicha información se están reconociendo en cuentas de orden acreedoras contingentes $10.925.850.6 millones los cuales deberían corresponder únicamente a aquellas demandas que ya fueron notificadas; sin embargo, se observa que dentro de la misma, se reflejan partidas por $1.534.110.5 millones los cuales ya cuentan con fallos en primera instancia en contra, y deberían estar registradas en la subcuenta 271005 Pasivos Estimados – Litigios y Demandas de acuerdo con lo mencionado en las notas explicativas GRUPO 27: PASIVOS ESTIMADOS, los cuales representan los pasivos reconocidos por la Entidad, por valores estimados de obligaciones, en virtud de sentencias y conciliaciones que estén falladas en primera instancia.

Por lo anterior, se observa una sobrestimación de $1.534.110.5 millones de las cuentas de orden 9120 – Responsabilidades Contingentes y una subestimación en igual cuantía de la subcuenta 271005 Pasivos Estimados – Litigios y Demandas.

Con base en lo mencionado anteriormente y de acuerdo con lo establecido en el Manual de Procedimientos de la Contaduría General de la Nación Régimen de Contabilidad Pública, si como resultado de la evaluación del riesgo por la aplicación de metodologías de reconocido valor técnico o el estado del proceso, se determina que la contingencia es probable, reconoce el pasivo estimado, con un débito a la subcuenta 531401-Litigios, de la cuenta 5314-PROVISIÓN PARA CONTINGENCIAS y un crédito a la subcuenta 271005- Litigios, de la cuenta 2710-PROVISIÓN PARA CONTINGENCIAS, previa cancelación de las cuentas de orden acreedoras constituidas; se observa igualmente una subestimación de la cuenta de Gastos – Provisiones para Contingencias, por $1.534.110.5 millones; aspecto que afecta el resultado del ejercicio y evidencia incumplimiento de la norma contable, incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

Hallazgo No.20 Pasivo Estimado por Litigios y Demandas

En la cuenta PASIVOS ESTIMADOS, subcuenta 271005 – Pasivos Estimados por Litigios y Demandas, los cuales representan los pasivos reconocidos por la Entidad, por valores estimados de obligaciones, en virtud de sentencias y conciliaciones que estén falladas en primera instancia, se están registrando $954.940.7 millones, valor que coincide con la información reportada por la Entidad en el cuadro suministrado por la Unidad de Asistencia Legal y Recursos Humanos; sin embargo, se observa que en dicha información se refleja como estado del proceso lo siguiente:

Cuadro No.15 Consolidado de procesos a 31 de diciembre de 2011.


                                              Valores en Millones de pesos 

	CONSOLIDADO
	VALORES

	EN CONTRA
	760.153.3

	A FAVOR
	68.315.2

	EN PROCESO
	115.388.6

	FORMULARIO SIN INFORMACION
	11.083.6

	 TOTAL
	954.940.7





Fuente: Equipo Auditor

Por las anteriores situaciones, se evidencia sobrestimación en el saldo de la cuenta 271005 – Pasivos Estimados por $68.315.2 millones al estar registrando fallos a favor como pasivos e igualmente una subestimación de las cuentas de orden en igual cuantía.

Igualmente, se observa el registro del concepto “Formulario sin información”, por $11.083.6 millones, en la cuenta 271005 – Pasivos Estimados, aspecto que genera incertidumbre sobre esta cifra, al no contar con información que nos permita establecer a que corresponden estas contingencias probables.

Incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

Hallazgo No.21 Informe de la Unidad de Auditoría

De acuerdo con el Informe de Auditoria Nacional de Seguimiento, del 28 de diciembre de 2011, suscrito por el Director de la Unidad de Auditoria, sobre Responsabilidades Contingentes, con corte al 31 de agosto de 2011, dicha auditoria manifiesta como recomendación lo siguiente:

“Como quiera que el valor registrado en cuentas de orden, en los Estados Financieros de la Entidad, al corte del 31 de agosto de 2011, está sobreestimado, en tres billones ochocientos sesenta y nueve mil catorce millones ochocientos un mil cuatrocientos ochenta y cinco pesos con setenta y cuatro centavos Ml/cte.$3.869.014`801.485,74; valor resultante de sumar $2.220.168`255.247,79 (diferencias de más y de menos, resultantes de la verificación de las cuantías estimadas de los demandas a nivel nacional) y $1.648.846`546.237,95 (diferencias  de más y de menos, presentadas en el reporte de los procesos en las Seccionales Ibagué, Pereira y Sincelejo), es urgente que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, realice los ajustes respectivos, en los Estados Financieros de la Entidad, antes del cierre de la presente vigencia fiscal”.

Por lo anterior se requirió a la Entidad a efectos de conocer los registros contables sobre la recomendación antes transcrita, de lo cual no se obtuvo respuesta; evidenciando falta de seguimiento por parte de la Unidad de Auditoria a sus recomendaciones; inadecuado e inoportuno flujo de información y documentación al área contable y falta de comunicación y conciliación entre las dependencias involucradas en el proceso, e igualmente genera incertidumbre en los saldos de las cuentas en donde se refleja la cuantía estimada en las demandas en contra de la Entidad.

Igualmente, en el informe de Auditaje a los Estados Financieros de la Rama Judicial, vigencia 2010, suscrito por la Unidad de Auditoría-Consejo Superior de la Judicatura en marzo de 2011, sugiere efectuar reclasificaciones en las cuentas de Terrenos y Edificaciones en la Seccional de Manizales por $178.7 millones y $8.690.6 millones respectivamente, sin embargo, en los Estados Contables con corte a diciembre de 2011 estos valores continúan apareciendo sin ningún análisis, depuración ni seguimiento que permita presentar saldos reales.

Incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

Hallazgo No.22 Créditos Judiciales

En la cuenta 2460 CUENTAS POR PAGAR- CREDITOS JUDICIALES, subcuenta 246002 – Sentencias, representan las demandas en contra de la Entidad que ya fueron ejecutoriadas, cuyo registro asciende a $7.258.7 millones, valor que de acuerdo con el reporte suministrado por la Entidad por la Unidad de Asuntos Legales, coincide con los registros contables y corresponden a: “ SENTENCIAS EN TURNO PARA PAGO CON LA DOCUMENTACION COMPLETA”, sin embargo al efectuar el cruce con la información reportada por la Unidad de Talento Humano, se observan que no se encuentran registradas contablemente sentencias ejecutoriadas, por $1.099,2 millones; ocasionando con ello una subestimación en el saldo de la cuenta 2460 Créditos Judiciales y una sobrestimación de la cuenta 2710-Provisiòn para Contingencias – Litigios.

Las anteriores situaciones se presentan por falta de adopción de las estrategias necesarias para que exista un adecuado y oportuno flujo de información y documentación hacía el área contable, con el fin de poder garantizar el reconocimiento de la totalidad de los hechos, operaciones y transacciones, debidamente soportados y su respectiva revelación; igualmente no se garantiza la aplicación del procedimiento para el reconocimiento y revelación de los procesos judiciales.

Incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

Hallazgo No.23 Cuentas por Pagar – Contables y Presupuestales

Se reflejan diferencias entre la información reportada como Cuentas por Pagar contables y Cuentas por pagar presupuestales, por concepto de Sentencias y Conciliaciones, así:

Cuadro No.16 Cuentas por pagar, sentencias y conciliaciones a 31 de diciembre de 2011.

Valores en millones de pesos

[image: image1.emf]CUENTAS POR PAGARSEGÚN PRESUPUESTOS/CONTABILIDADDIFERENCIA

 RUBRO A-3-6-1-1 CREDITOS JUDICIALES 246002 

SENTENCIAS Y CONCILIACIONES136.1

7.258.7

7.122.6


Fuente: Equipo Auditor

En tal sentido, el valor registrado contablemente por concepto de Sentencias y Conciliaciones, a 31 de diciembre de 2011, en la cuenta 2460-Créditos Judiciales, asciende a $7.258.7 millones; sin embargo, el valor reflejado en el presupuesto de la Entidad, del rubro A-3-6-1-1 Sentencias y Conciliaciones; está por $136,1 millones; evidenciando con ello que las obligaciones no quedaron incluidas como rezago presupuestal, en cuentas por pagar de la vigencia 201.

Lo anterior, evidencia incumplimiento del Artículo 38 del Decreto 111 de 1996 en cuanto a que en el Presupuesto de Gastos sólo se podrán incluir apropiaciones que correspondan a créditos judicialmente reconocidos, y del art. 45 del mismo decreto, en lo referente a que los créditos judicialmente reconocidos, los laudos arbitrales y las conciliaciones, se presupuestarán en cada sección presupuestal a la que corresponda el negocio respectivo, y con cargo a sus apropiaciones se pagarán las obligaciones que se deriven de éstos.

Hallazgo No.24 Consistencia y Razonabilidad de las Cifras

Según lo manifestado por la Entidad, en las notas explicativas de Carácter específico, en la número 6. RELATIVAS A LA CONSISTENCIA Y RAZONABILIDAD DE LAS CIFRAS: se describe: “Las cifras que se muestran en los estados financieros de la Entidad, fueron tomadas de los libros contables, las cuales no presentan una razonabilidad y consistencia, porque no revelan los aspectos fundamentales sobre los valores de los bienes, derechos y obligaciones que correspondan a la realidad económica de la Entidad, debido a la puesta en producción del aplicativo SIIF II, el cual presenta errores como los mencionados al inicio de las notas”.

Sin embargo, y basado en lo anterior, se observa que para el caso del registro contable de las Demandas en Contra de la Entidad, estos no tienen ninguna relación con la puesta en producción del SIIF II, sino a las inconsistencias presentadas por la falta de adopción de las estrategias necesarias para que exista un adecuado y oportuno flujo de información y documentación hacía el área contable, con el fin de poder garantizar el reconocimiento de la totalidad de los hechos, operaciones y transacciones, debidamente soportados y su respectiva revelación.

De acuerdo con la Resolución 357 de 2008 por medio de la cual se adoptan los procedimientos de control interno contable, no se está dando cumplimiento con las diferentes actividades de la etapa del reconocimiento del proceso contable, en cuanto a la identificación, clasificación, registros y ajustes que incluyan el reconocimiento inicial de las transacciones, hechos u operaciones, así como las posteriores actualizaciones de valor, debido a la carencia de manuales e instructivos, inadecuado flujo de información entre el proceso contable y los demás procesos generadores de hechos, transacciones susceptibles de reconocer contablemente, ausencia de adecuados canales de comunicación entre las diferentes dependencias de la Entidad y en general carencia de mecanismos de control interno contable.

Igualmente, no se tuvieron en cuenta algunos aspectos de suma importancia para el cierre contable de 2011, según el Instructivo 015 del 16 de diciembre de 2011, de la CGN, en cuanto a garantizar la integralidad de la información, legalización de anticipos a proveedores, tomas físicas de inventarios de bienes, conciliación y ajuste de operaciones recíprocas, aplicación de procedimientos para el reconocimiento y revelación de procesos judiciales y el análisis y verificación de los saldos de las subcuentas Otros, cuando estos superan el 5% del valor total de la cuenta respectiva.

De acuerdo con lo establecido en el Instructivo 015 de 2011 de la CGN, relacionado con el análisis y verificación de los saldos de las subcuentas "Otros", no se dio cumplimiento en cuentas del activo y del pasivo, las cuales superan el porcentaje estipulado y no fueron objeto de revelación en las Notas a los Estados Contables, contraviniendo las normas de carácter contable.




Cuadro No.17 Subcuentas que superan el 5%

Valores en Millones de pesos
	DESCRIPCIÓN
	VALOR

	
	Subcuenta
	Cuenta

	Otros Deudores
	
	7.228,8

	Otros Deudores
	6.268,4
	

	Provisión para Deudores
	
	234,5

	Otros Deudores
	234,5
	

	Maquinaria y Equipo
	
	2.283,2

	Otras Maquinaria y Equipo
	1.810,9
	

	Transferencias por Pagar
	
	21,5

	Otras Transferencias
	21,5
	

	Acreedores
	
	11.717,8

	Otros Acreedores
	2.985,2
	

	Depósitos Recibidos en Garantía
	
	3.353,0

	Otros Depósitos
	3.353,0
	





Fuente: Equipo Auditor

Hallazgo No.25 Inventarios Propiedades, Planta y Equipo en Servicio

El inventario de las Propiedades, Planta y Equipo en servicio, discriminado por cada una de las Unidades Ejecutoras así como los Bienes Muebles en Bodega y Devolutivos, enviado en medio magnético por el Director Administrativo del Almacén General de Inventarios, no permitió efectuar el cruce de información con los saldos presentados en las cuentas contables con corte a diciembre 31 de 2011 y así establecer las diferencias.

Igualmente, en las notas a los estados contables no se determinó el monto correspondiente al desfase existente entre la información reportada por la División de Contabilidad y Almacén, que permita efectuar los ajustes y reclasificaciones y presentar unos saldos consistentes y razonables.

Incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

Hallazgo No.26 Construcciones en Curso

El valor de la cuenta Construcciones en Curso por $127.273 millones, genera incertidumbre debido a que en la información facilitada por Contabilidad no se discriminan los inmuebles que están en proceso de construcción, se incluyen obras de otras seccionales sin identificar, conceptos que no corresponden a la segregación de la cuenta, algunos de los contratos relacionados con obras presentan una antigüedad de 5 años, otros ya fueron terminados y liquidados, se presentan saldos contrarios a la naturaleza, lo que origina que la información no sea confiable, incumpliendo con las Resoluciones No 356 de 2007 y 357 de 2008 de la Contaduría General de la Nación.

La falta de confiabilidad de la información sobre el rubro de Construcciones en Curso, afecta de igual manera los saldos de las cuentas de Edificaciones y Avances y Anticipos Entregados, debido entre otros aspectos a la ausencia de mecanismos de control, falta de coordinación y conciliación permanente entre las dependencias de contabilidad, asistencia legal, recursos físicos y almacén para la cuenta Propiedades, Planta y Equipo.

Hallazgo No.27 Acreedores

La discriminación por tercero a nivel consolidado de la cuenta Acreedores de los siguientes rubros: Servicios Públicos, Aportes a Seguridad Social en Salud y Otros Acreedores, a pesar de haberse solicitado por escrito y requerido por parte de este Órgano de Control, no fue posible verificar los registros, lo que genera una incertidumbre en el saldo por $11.718 millones y afecta considerablemente las Cuentas por Pagar, registros tomados del balance general consolidado, toda vez que esta información no fue allegada por parte de la División de Contabilidad. Incumpliendo con lo previsto por la Contaduría General de la Nación en la Resolución 358 de 2008 y el Instructivo 15 de 2011.

3.1.4 Gestión Presupuestal

El presupuesto vigente de la Entidad, ascendió a $2.138.205 millones, del análisis a los diferentes rubros que conforman el presupuesto de gastos de funcionamiento el componente con mayor participación son los Gastos de Personal que ascienden a $1.677.733 millones con una participación del 78.46%, los Gastos Generales $192.587 millones con una participación de 9.0% y Gastos por Transferencias con $37.442 millones con una participación del 1.75% con una ejecución del 95%, equivalente a $2.040.101 millones. Cabe mencionar que la Entidad, cuenta con presupuesto para inversión de $230.441 millones con una participación del 10.77%.

Se analizó el cumplimiento de las disposiciones Presupuestales por parte del Nivel Central  en el manejo de las apropiaciones asignadas, la aplicación de los controles en la expedición de los Certificados de Disponibilidad, en relación con la distribución de los recursos que corresponden a los Gastos de Funcionamiento e Inversión de la vigencia 2011, con base en los actos administrativos y/o Acuerdos del nivel central y la normatividad vigente.

Así mismo, se examinó el Programa Anual de Caja y sus Modificaciones aprobadas por el CONFIS, Resolución 036/98 por el cual determina algunas Normas y Procedimientos, sobre registros presupuestales, suministro de información y sistematización del Presupuesto General de la Nación.

El rezago de 2010, que se ejecutó en el año 2011, asciende a $ 114.485 millones, de éste total, $105.112 millones, corresponden a Reservas Presupuestales y $9.373 millones a cuentas por pagar presupuestales 

Las Cuentas por Pagar por $25.851 millones equivalen estas al 1.2% del total del presupuesto respectivamente, verificando su correcta constitución sobre la base de obligaciones contraídas, según sentencias judiciales y bienes y/o servicios entregados o prestados, de conformidad con las normas Presupuestales Vigentes.

Sobre las vigencias futuras, se constató que la Entidad envió las comunicaciones al Ministerio de Hacienda, solicitando las correspondientes autorizaciones las cuales fueron aprobadas en su totalidad por valor de $239.286 millones y que cubren hasta la vigencia 2014.
Hallazgo No.28 Reserva Presupuestal 2011

La Entidad constituyo Reserva Presupuestal a 31 diciembre de 2011, por $169.336 millones, para Gastos de Funcionamiento $29.298 millones y para Inversión $140.038 millones, se evidenció que del total de la apropiación definitiva de gastos de inversión, estos superan el 15% ($22.800 millones) del Presupuesto del año anterior, es decir el 613.6%, debido a que no se ejerce un estricto control y vigilancia en la contratación adelantada por la Entidad, respecto de la ejecución de la totalidad de su valor comprometido, y no se advierte gestión en el reporte oportuno de la información presupuestal referida, lo que puede incidir en una reducción del presupuesto y  denota que sobrepasa los límites  definidos por el Artículo No. 78 del Decreto 111 de 1996.

Hallazgo No.29 Reserva Presupuestal 2010 Ejecutada 2011

En la ejecución de las reservas presupuestales de 2010 por $105.112 Millones y ejecutadas en el 2011, se efectuaron pagos por $101.297 millones según reporte de la Dirección General del Presupuesto Público Nacional – SIIF II Nación; de los cuales $3.815 millones no aparecen ejecutados ni cancelados; esto indica que la Entidad perdió el 4% de los recursos asignados denotando ineficiencia en los procesos de ejecución de la reserva e incumpliendo los topes establecidos por el Artículo 78 del Estatuto Orgánico del Presupuesto Decreto 111 de 1996.
Hallazgo No.30 Hechos Cumplidos Contrato 109 – 2010 (D)

El  contrato 109 del 2010 se suscribió por $96 millones y fue adicionado por $31 millones para un total de $127 millones el cual una vez verificada la información del  contrato de préstamo No.2277 – OC- CO, se evidencio que $24 millones de recursos comprometidos en dicho contrato no se pagaron oportunamente al momento de crear la reserva presupuestal del 2010 para ejecutar en el 2011, implicando que en los informes de la Unidad Ejecutora del proyecto al DNP y al Ministerio de Hacienda se indicara que la adición fuese por $55 millones situación que conlleva para el CSJ una condición que puede implicar un hecho cumplido y cuya subsanación no se efectuó dentro de las normas presupuestales. Lo anterior denota incumplimiento en lo estipulado en el Articulo 78 del Estatuto Orgánico del Presupuesto Decreto 111 de 1996, principio de anualidad.

Hallazgo con presunta connotación disciplinaria.

3.1.5 Legalidad
De la muestra de contratos objeto de auditoria se tomó en forma aleatoria estratificada de tres universos de contratos así:

Etapa Precontractual teniendo en cuenta que el 90% de la contratación adelantada en la vigencia 2011 se realizó en el último trimestre de dicho año, para el efecto se tomó como criterio de selección los mayores valores y las diferentes modalidades de selección que corresponde a un volumen de contratos de 14 por $78.975.2 millones, de un total de contratos de 375 por $294.505.6 millones.

Para el segundo criterio, a efectos de evaluar la fase de ejecución y liquidación se tomó una muestra de la relación de 10 contratos por $16.200.2 millones, de forma aleatoria estratificada de vigencias anteriores y que se liquidaron en el año 2011, que corresponde a 200 contratos por valor de $ 51.346.5 millones; así mismo se adiciono a la muestra un contrato de la Vigencia 2010 por $1.607.3 millones producto de una denuncia ciudadana.

Para el tercer criterio se tomó una muestra de la relación de 8 contratos por $21.700.8 millones, relacionada con la ejecución del proyecto ficha BPIN 11400300000 de 2007 “Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional”, que corresponde a 21 contratos por $48.871.7 millones.

Así las cosas, la muestra de Contratos se tomó de manera aleatoria y estratificada, teniendo en cuenta como criterios, una selección los contratos  celebrados por la Entidad en la vigencia 2010, pero que se  ejecutaron en la  vigencia 2011, con el objeto de medir la gestión de las etapas precontractual de perfeccionamiento, legalización, ejecución, supervisión e interventoría y la fase final de liquidación; así mismo, la muestra incluyó contratos celebrados durante  la vigencia 2011, que en su mayoría fue suscrita en el último trimestre del año lo que implicó evaluar especialmente su etapa precontractual, de perfeccionamiento, legalización y  ejecución, la cual a su vez se adicionó con la inclusión de un contrato que fue objeto de una denuncia ciudadana, para un una muestra de 33 contratos de un total de 596 de las dos vigencias por $118.483.5 millones, representando un 30 % del valor total contratado por $394.723.8 millones. 

Esta evaluación se enfocó en establecer si la Entidad cumple con la normatividad aplicable en sus operaciones financieras, administrativas, económicas y de otra índole, así como el proceso de selección, perfeccionamiento, ejecución supervisión de contratos realizados objeto de la muestra.

Hallazgo No.31 Selección del Contratista (D-P)

Contrato de interventoría No 164 de 2011, celebrado entre el Consejo Superior de la Judicatura y el Consorcio Interconsultores, suscrito el 30 de diciembre de 2011, cuyo objeto es realizar la interventoría técnica, administrativa, financiera y contable, para la ejecución del reforzamiento estructural y las obras civiles para la ampliación, remodelación y adecuación del edificio ubicado en el centro administrativo CAN en la ciudad de Bogotá.

Se evidencia la habilitación de algunos de los proponentes en la audiencia de adjudicación del Concurso de Méritos No. 14 de 2011 de la DEAJ, en cuanto la calificación de la experiencia específica exigida, la cual a la lectura del pliego de condiciones se refirió a acreditar dos experiencias, la una relacionada con obras similares y la otra con reforzamiento o rehabilitación estructural, situación que imponía inequívocamente la acreditación de ambas situaciones. Sin embargo y pese a tratarse de una causal de rechazo, la Entidad habilitó a los proponentes que no cumplieron con las certificaciones para continuar dentro del proceso precontractual. Situación presuntamente violatoria del artículo 5º de la Ley 1150 de 2011, artículo 26º de la Ley 80 de 2011.

Lo anterior conlleva a un presunto hallazgo con incidencia Penal y Disciplinaria.

Hallazgo No.32 Debilidades en la Gestión Contractual 

Se adelantó la revisión de los contratos, aplicando todos los lineamientos que consagra la legislación Colombiana en materia de contratación Estatal y el manual de contratación administrativa de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, para efectuar la evaluación se tuvo en cuenta una muestra aleatoria estratificada de la contratación celebrada por el Consejo Superior de la Judicatura, de lo cual se observa lo siguiente:

1. Falta de documentos que hacen parte del contrato como: Acta de inicio que afecta la ejecución del contrato y el cumplimiento del cronograma de actividades de los contratos y la inversión de los anticipos, esta situación se presentó en los contratos Números: 258 y 207 de 2010; 132,133, 154, 166, 278 de 2011. Incumpliendo el numeral VII del manual del supervisor que hace parte del manual de contratación de la Entidad.

2. Se evidencia que para la legalización del contrato No 133 no se aporta el soporte del pago de los derechos de publicación en el diario único de contratación.

3. Se observa inconsistencia entre la fecha de publicación de los pliegos definitivos de la contratación manifestados por la Entidad y la fecha el registro del mismo en la Resolución No. 6396 del 22 de diciembre de 2011.

3.1.6 Gestión Defensa Judicial
Hallazgo No.33 Pago de Intereses Moratorios (D - F)

La Rama Judicial- Consejo Superior de la Judicatura, en el pago de sus obligaciones con ocasión de sentencias ejecutoriadas, notificadas y cuyos documentos se aportan por el interesado para el pago, involucra varias anualidades desde la entrega de la primera copia hasta el pago correspondiente, como se observa en la relación suministrada por la Entidad, correspondiente al Informe de Liquidación Sentencias – Mandamiento Ejecutivo – Tutelas – En el año 2011, donde se evidencia que hay sentencias ejecutoriadas sobre las cuales ya se han suministrado los documentos y elementos que hacen exigible su pago, que datan desde los año 2007, 2008, 2009, 2010 e inclusive de 2011 realizándose su pago en la vigencia 2011, incurriendo en intereses de mora por $2.036.3 millones, que fueron pagados por la Entidad además del pago de dichas sentencias; evidenciando incumplimiento del artículo 176 del Decreto 01 de 1984, lo cual constituye un presunto detrimento patrimonial, toda vez que la exigibilidad de las sentencias que originaron los intereses de mora no fue atendida oportunamente por la Entidad; denotando imprevisión en la programación presupuestal para acceder a estos recursos oportunamente.

Lo anterior se refleja en el cuadro que se muestra a continuación:

Cuadro No. 18 Pago intereses moratorios

(Valor en Pesos)


	RESUMEN 
	PAGO DE INTESES 

	TOTAL SIN FECHA
	3.027.670

	TOTAL AÑO 2007
	7.344.967

	TOTAL AÑO 2008
	352.286

	TOTAL AÑO 2009
	15.708.250

	TOTAL AÑO 2010
	1.745.035.566

	TOTAL AÑO 2011
	264.892.024

	TOTAL
	2.036.360.763


Fuente: Grupo de sentencias CSJ. 
Este aspecto se evidencio en la muestra de procesos en contra de la Entidad, cuyos expedientes conforme a las sentencias allegadas y al trámite dado por la Entidad para su pago, se observó lo siguiente:

Expediente 3635. El 01-11-2011, se emite la Resolución 5705 por medio de la cual se da cumplimiento a una sentencia del 10 de diciembre de 2009, la constancia secretarial y la resolución de pago establece que la fecha de ejecutoria de la sentencia fue el 15 de enero de 2010. Se liquidaran intereses moratorios desde el 16 de enero de 2010 y hasta el 25 de noviembre de 2011, para obtener la suma a pagar por concepto de los intereses se aplica el liquidador, remitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el trimestre actual, para lo cual los intereses moratorios desde el 16/01/2010 y hasta el 25/11/2011 sobre un capital de $11.902.518, son por $4.980.047. En el caso de la reliquidación de la diferencia de las cesantías del 2009, arroja un saldo de $1.633.189, se liquidan intereses moratorios desde el 14/02/2010 hasta el 25/11/2011, por $654.169, para un total de intereses moratorios de $5.634.216. Las órdenes de pago 3066 y 3067 de fecha 15/11/2011 fueron consignadas a través del SIIF en el Banco de Occidente el 29/11/2011, fecha efectiva de pago cuatro (4) días después de la fecha hasta la cual están liquidados los intereses moratorios.


Expediente 3590. Sentencia Ejecutoriada el 18 de junio de 2010. Se emiten Resoluciones 3446 del 9-06-2011, 3593 y 3764 del 21 y 28 de junio de 2011, por medio del cual se dio cumplimiento a una sentencia. Liquidan intereses moratorios desde el 19 de junio de 2010 y hasta el 29 de junio de 2011, para obtener el valor de los intereses se aplica el liquidador remitido por el Ministerio de Hacienda. Valor intereses moratorios sobre un capital de $71.101.454, son de $18.227.597; valor total a cancelar $89.329.052. Orden de Pago 2063 del 15/07/2011, por $20.772.835 Y 2064 del 15/07/2011, por $68.556.216. El 26-07-2011 el SIIF pago a Ximena Judith Vásquez (apoderada) $82.225.953 con abono a cuenta del Banco Popular.

Expediente 3746. Según constancia secretarial la sentencia quedo debidamente ejecutoriada el 11-01-2011. Se adjunta toda la documentación para el pago el 01-03-2011. Liquidación intereses moratorios desde el 12-01-2011 y hasta el 20-12-2011, por $7.624.709. Valor total a cancelar $40.858.810. Resolución 6031 del 24 de noviembre de 2011 por medio del cual se da cumplimiento a una sentencia a favor del señor Germán de Jesús Arbeláez Fernández. Pago efectivo $38.140.308. Orden de Pago 3480 y 3481 del 13/12/2011 por $21.945.740 y $18.913.070, cancelado a través del SIIF valor neto $38.140.308 el 19-12-2011.

Expediente 3684. Mediante la Resolución 2885 del 15-04-2011 se da cumplimiento a una sentencia que fue ejecutoriada el 5 de febrero de 2010, se liquidan intereses moratorios desde el 06-02-2010 y hasta el 27/04/2011, por $15.771.454 y el pago se realiza según orden de Pago 1851 del 29/06/2011, por $74.554.409 dos meses después de la fecha de liquidación de los intereses moratorios, el pago registrado en el SIIF el 5 de julio de 2011.

Estos tiempos de mora entre la fecha de ejecutoria de la sentencia y la fecha de pago efectivo, generan intereses moratorios a favor del beneficiario de la sentencia, los cuales deben ser estimados y reconocidos contablemente y deben ser pagados y asumidos con recursos propios del Consejo Superior de la Judicatura al momento de cancelar el valor de la condena, los cuales y según lo reportado por la Entidad, a 31 de diciembre de 2011, ascendieron a $2.036.3 millones; igualmente estarían afectando los intereses que se generan desde la última liquidación hasta la fecha efectiva del pago.

Lo expuesto incide en el incremento por concepto de intereses de mora a cancelar con ocasión de estas obligaciones y evidencia gestión ineficiente y antieconómica, por tanto esta observación tiene una presunta connotación disciplinaria y fiscal.

3.1.7 DENUNCIAS

En desarrollo de la Auditoría que la Contraloría General de la República adelantó a la Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura, vigencia 2011, se atendieron las denuncias asignadas durante el proceso auditor, en concordancia con la Resolución 5589 de 2004,  se dio respuesta de fondo al denunciante y el trámite pertinente que corresponden a las siguientes:  

2011-24472-82111-D Mediante la cual se solicita  investigación  fiscal al Juzgado 10 Civil Municipal de Bogotá, por conductas susceptibles de ser irregulares en el manejo de  la cuenta bancaria del Juzgado 10 CM.

2011-29214-82111-D Anónimo que manifiesta  que en seis meses que lleva de Magistrado CSJ, el abogado NÉSTOR RAÚL CORREA HENAO, ha recorrido 20 ciudades del país en 44 días, gastando en ese tiempo más de $11 millones.

2011-29798-82111-OS Presuntas irregularidades y deficiencias en el contrato firmado con la firma Tribu Network.

2011-29937-82111-D Presunto delito de peculado a favor de terceros y detrimento patrimonial  al presuntamente otorgar  un contrato  de prestación de servicios por una suma que casi duplica  la aspiración del proponente, porque la propuesta presentada por FUNDACIÓN FITEC tenía un costo inicial de $70.045.694 y  se adjudicó por $120 millones.

2011-30006-82111-OS: Presuntos efectos patrimoniales de la declaratoria de nulidad del decreto 4040 de 2004, solicitando a partir de 01 de enero de 2012 se les incluya en el presupuesto con el sueldo que queda avalado con el último fallo del Consejo de Estado.

2011-30349-82111-OS: oficio de trámite 2011IE86638 respecto de la investigación  fiscal al Juzgado 10 Civil Municipal de Bogotá, por conductas susceptibles de ser irregulares en el manejo de  la cuenta bancaria.

2011-30593-82111-OS: Presuntas irregularidades en CSJ con respecto al convenio celebrado el 28 de diciembre de 2005, para la confirmación electrónica y pago de los depósitos judiciales

2011-31431-82111-OS: Solicita si se ha adelantado seguimiento y control a la reconstrucción del Palacio de Justicia “PEDRO ELIAS SERRANO ABADIA” de la ciudad de Cali e informar sobre los resultados obtenidos a fin de asegurar la ejecución del proceso.

2011-32316-82111-D:  Eleva petición  para que  la CGR tome nota del derroche de dineros  para pagar la  cantidad de Magistrados y nóminas paralelas en el Consejo Superior de la Judicatura, relata  hechos personales jurídicos, penas impuestas, anexa tutela y negación de la misma por hechos judiciales. 

2012-33901-82111-D: Denuncia a Gonzalo Alberto Gómez Gómez como presunto perteneciente al carrusel de las pensiones en el CSJ.

2011-34067-82111-D: YOLANDA GIRALDO CUARTAS-Interventora- del Contrato  154 de 2010 celebrado entre la Nación CSJ y el Consorcio Chaparral Tolima, pone en conocimiento  algunas presuntas irregularidades cometidas por los funcionarios de la Dirección Ejecutiva  de Administración. Judicial  CSJ  en el desarrollo del Contrato enunciado.

2012-34077-82111-D: Presuntos efectos patrimoniales de la declaratoria de nulidad del decreto 4040 de 2004, solicitando a partir de 01 de enero de 2012 se les incluya en el presupuesto con el sueldo que queda avalado con el último fallo del Consejo de Estado.

2012-35703-82111-D: Presuntas irregularidades de la juez octava de Medellín Rosa Emilia Soto Buriticá, quien está jubilada y continua laborando y cotizando como juez en la Alpujarra.

2012-36313-82111-D: Denuncia por presuntas irregularidades en el software de gestión de talento humano para liquidar nomina KACTUS en el CSJ-Cali. 

2012-40355-82111-D: Presuntas irregularidades presentadas en la Audiencia de Adjudicación   del concurso de méritos  No. 14 de 2011 de la DEAJ, cuyo  Objeto fue: Realizar la interventora técnica, administrativa, financiera y contable para la ejecución  del Reforzamiento Estructural y  las obras Civiles para la Ampliación, Remodelación y Adecuación del Edificio ubicado en el Centro Administrativo Nacional (CAN) de la Ciudad de Bogotá.

4. RESULTADOS DEL NIVEL DESCONCENTRADO
Como resultado del Control Fiscal Micro adelantado a la Rama Judicial Consejo Superior de la Judicatura en el nivel desconcentrado se practicó por las Gerencias departamentales de Bolívar, Magdalena, Norte de Santander Tolima y Huila cuyos resultados se relacionan a continuación:
Gerencia Departamental Bolívar
 Hallazgo No. 34. Procesamiento de la Información

Existen debilidades en el procesamiento de la información, ya que los backups     o registro de la información de los diferentes programas, no se hacen periódicamente, debido a debilidades en el sistema de control interno, colocando en riesgo de pérdida de la información.

Hallazgo No. 35. Almacén

La Dependencia del Almacén no cuenta  con movilidad continua para trasladar las mercancías y equipos  hacia los Despachos Judiciales, debido a la carencia de vehículos, colocando en riesgo de no prestar el servicio. 

Por el hacinamiento que existe en Almacén, no se ha podido iniciar la identificación de los elementos, lo cual genera demoras al momento de ser solicitados por los Despachos Judiciales, debido a la falta un lugar adecuado, para ejercer dichas labores, ocasionando traumas en el cumplimiento de sus funciones. 

El almacén no cuenta con una bodega para almacenar todos los bienes que son reintegrados por inservibles impidiendo realizar la reclasificación, según las  características de los bienes, para posteriormente  efectuar las bajas definitivas  de los inventarios de la Entidad, debido a la falta de un lugar adecuado, para ejercer dichas labores, ocasionando traumas en el cumplimientos de sus funciones.

Hallazgo No. 36. Espacio Almacén|01|12*


El espacio con que se cuenta en Almacén, Talento Humano y Asistencia legal, es muy reducido, para el cumplimiento de sus funciones, lo que coloca en riesgos la prestación del servicio.
Hallazgo No.37.  Conformación de Expedientes 

Se presentan debilidades en la conformación de expedientes de contratación, toda vez que estos no cuentan con tabla de contenido, que determinen el orden y la existencia de los documentos cronológicamente, posibilitando la perdida de la memoria Institucional, debido a deficiencias en el sistema de control interno, lo que puede traer como consecuencia,  la perdida  de la documentación. Incumplimiento de la Ley 87 /93 y Ley 594 del 2000. Hallazgo Administrativo.

Hallazgo No. 38. Archivo Rodante

El archivo rodante con que cuenta la oficina del Talento Humano es insuficiente  para la organización de las hojas de vida  de los empleados y funcionarios de la Rama Judicial, debido a que la planta de personal ha crecido por las descongestiones que se han dado durante la vigencia 2011 y 2012, originando riesgos de caos en su organización, e  incumplimiento de los Art. 2 de  la Ley 87/ 93, 4, 15 y 16 de  la Ley 594 del 2000 y Art. 17 numeral 4 de la Ley 489, sobre la obligación de velar por la integridad, autenticidad, veracidad y fidelidad de la información de los documentos de archivo, además del programa mejoramiento continuo de las Entidades públicas en las áreas de gestión.

Hallazgo No. 39. Carga Laboral

Existe recarga laboral en el funcionario que maneja las certificaciones de la oficina del Talento Humano, debido al aumento del personal de la Rama Judicial, por la aplicación del programa de descongestión, ocasionando el incumplimiento de dichas funciones. Toda vez que se recibe un número de solicitudes que no se pueden diligenciar en tiempo real.

Hallazgo No. 40. Personal de Archivo

En la oficina del Talento humano no se cuenta con personal para archivar la información,  ocasionando el incumplimiento de dichas funciones.

Hallazgo No. 41. Módulos de Trabajo

Algunos funcionarios de la oficina de talento Humano no cuentan con módulos de trabajo,  debido a la falta de equipos de oficina, corriendo el riesgo de incumplir con sus funciones, conforme a las dispuesto en la Normas NTCGP 1000:2009, el Modelo Estándar de Control Interno, MECI 1000:2005, y la Ley 594 de 2000, ley general de Archivos. 

Hallazgo No. 42. Equipos de Oficinas

Se presenta la falta de equipos de oficinas para el cumplimiento de las labores por parte de sus funcionarios, debido a insuficiente asignación de recursos, corriendo el riesgo de incumplir con sus funciones, conforme a las dispuesto en la Normas NTCGP 1000:2009, el Modelo Estándar de Control Interno, MECI 1000:2005, y la Ley 594 de 2000, ley general de Archivos.  

Hallazgo No.43. Presentación Balance General

En el análisis del Balance de prueba a 31 de Diciembre de 2011, generado por el aplicativo del Ministerio de hacienda SIIFII, se evidencia que  no se presentan los Estados Financieros internos de la Entidad como Seccional Bolívar, tales como Balance General, Estado de Actividad Económica y Social, y las Notas Explicativas,  o en su defecto un Balance de Prueba estructurado y detallado, solo se presentan los informes de los saldos y movimientos contables de las operaciones realizadas por la Entidad de manera general de la unidad 02 y 08.

Igualmente,  se observa que los informes de los saldos y movimientos contables, generados por el aplicativo del Ministerio de hacienda SIIFII,  presentan las cifras de cada uno de los saldos de las cuentas del Balance de Prueba con (8) ceros a su derecha de forma continua, dificultando interpretar, organizar y analizar la información reportada en dichos informes.
Así mismo, se evidencia que el informe generado por el aplicativo SIIFII, no consolida la información de las unidades 02 y 08, para presentar un sólo Balance de Prueba estructurado y detallado de la Dirección Administrativa Seccional de la Judicatura que es una sola Entidad, dificultando interpretar, organizar y analizar la información reportada en dichos informes.

Las anteriores situaciones se presentan debido a deficiencias del aplicativo SIIFII y falta de mecanismos de control interno, lo que dificulta el análisis oportuno y detallado de la información financiera de la Dirección Seccional de la Judicatura, contraviniendo la circular externa No.021 del 13 Febrero de 1998, numeral 2.1 y 3.1 de la Contaduría General de la Nación y artículo 3° ley 87 de 1993. 

Hallazgo No. 44.  Registro Información Contable

Se evidenció, que en el informe contable del SIIFII,  a  31 de diciembre de 2011, no se registra la información del proceso que realiza la oficina Judicial-Depósitos Judiciales, ni se registra el movimiento de ingresos que ascendió a un monto de $ 428.634, millones y  egresos de los depósitos  por un monto de $ 373.147 millones, como tampoco se lleva el control contable de los saldos de la cuenta bancaria del Banco Agrario de Cartagena, el control lo lleva internamente la oficina de depósitos judiciales, pero no se reporta la información al área de contabilidad, ni hay lineamientos del nivel central para el manejo contable de este proceso que hace parte de la Dirección Administrativa  Seccional de la Judicatura. 
Las anteriores situaciones se presentan debido a falta de coordinación entre las áreas administrativas y financieras, y a la falta de mecanismos de control interno, lo que genera que a 31 de diciembre de 2011, el Balance de Prueba no registre los movimientos y saldos de estos procesos contables, generando incertidumbre sobre la razonabilidad de los registro y saldos contables presentados en el balance de prueba de la Entidad, Contraviniendo la circular externa No.013 del 02 Diciembre de 1996 y carta circular 046 del 16 Diciembre de 2003, de la Contaduría General de la Nación y artículo 3° Ley 87 de 1993.  

Hallazgo No. 45.  Propiedad Planta y Equipo

En la cuenta de Terrenos y Edificaciones, se observa que a 31 de diciembre de 2011, no hay seguimiento y control de los documentos y novedades de los inmuebles existentes tanto arrendados como de propiedad de la Rama Judicial, donde aparezcan las minutas, contratos, comodatos, inversión de mejoras, mantenimientos, responsables de la custodia y vigilancia, etc. Solo está un folder con documentos en los archivos de la Entidad, del inmueble Cuartel del Fijo.

En la cuenta contable 167502-Equipo de Transporte, Tracción y Elevación registra un saldo a 31 de Diciembre en la unidad 02 y 08,  por un total de $ 535.6 millones, correspondiente al inventario de los vehículos existentes (9 Vehículos) de la Dirección Ejecutiva Seccional de la Judicatura, pero se observa que el vehículo de placas GND 604, Mitsubishi línea montero modelo 95 se registra contablemente con un costo histórico de $25 millones a cargo del Director seccional de la Judicatura, pero se evidencia que este bien, se encuentra inactivo y deteriorado desde hace aproximadamente (3) años, en los parqueaderos del Edificio Nacional de Cartagena, pero se registra en almacén y contablemente como en uso, a la fecha no se han realizado las gestiones pertinentes para su reposición, venta o baja del bien, como el avaluó real del bien en las condiciones actuales, lo que genera incertidumbre sobre la razonabilidad del saldo de esta cuenta en el balance de prueba. 

Igualmente, a nivel de elementos y bienes en existencia, se observa que a 31de Diciembre de 2011, hay bienes devolutivos de menor cuantía, como las máquinas electrónicas (75 máquinas) con más de 4 años en bodega, elementos de consumo como los tóner de las fotocopiadoras 1710 y 2860, y los cartuchos de la impresora referencia 51629, con más de 3 años en bodega, y equipos de cómputo e informática, como CPU,  monitores en mal estado, que permanecen todavía en existencia pero quien autoriza su reposición o baja  son los técnicos de sistemas, estos bienes o elementos aparecen registrados como activos en buen estado pero de acuerdo a su estado y vida útil se convierten en inservibles, pero a la fecha no se han realizado los trámites pertinentes para su reposición, venta o baja por parte de la Dirección Seccional de la Judicatura, y de acuerdo a la respuesta de la Entidad, se van a realizar los trámites para su baja.

Las anteriores situaciones se presentan debido a falta de coordinación entre las áreas administrativas y financieras, como también a falta de mecanismos de control interno, lo que afecta la razonabilidad de los saldos de estas cuentas en el Balance de Prueba a 31 de Diciembre de 2011. Contraviniendo la circular externa No.013 del 02 Diciembre de 1996,  y  de la Contaduría General de la Nación, y artículo 3° ley 87 de 1993 y Ley 594 del 2000. 

Hallazgo No. 46.  Cobro  – Juzgado Sexto de Familia. (Procesos y Procedimientos de Depósitos Judiciales.)|
D.

En el juzgado Sexto de Familia, se realizó un cobro irregular por falsificación de documento y firma  del beneficiario real, por un monto de $15.8 millones de pesos m/cte.; esto se verificó por el CTI y hay denuncia por parte del juzgado por la presentación del poder falso y cobro del título judicial, la demandante quien era la beneficiaria del título entabló demanda contra el juzgado y el estado por la ocurrencia de los hechos, el Titulo Deposito Judicial,  fue cobrado en la fecha 08 de Julio de 2009.

Se observó que se presentaron las denuncias pertinentes a la Fiscalía General, por parte de la DESAJ, por el cobro irregular con falsificación de documento del título judiciales, igualmente la parte afectada ha entablado denuncia contra los juzgados, el Estado y el Banco Agrario, pero a la fecha estos recursos no se han recuperado, como tampoco se evidencia soporte sobre el seguimiento y adelanto de acciones que conduzcan al reintegro de estos recurso

Lo anterior debido a falta de control administrativo y financiero en el manejo, registro y control de los Depósitos Judiciales, como también a falta de mecanismos de control interno, lo que genera un alto riesgo de cobros irregulares en el manejo y administración de estos recursos, contraviniendo lo establecido en el acuerdo 1676 de 2002, artículos 6°, 7°,  capítulo III y el título II, artículos 16,17, 18, 19, 20 Procesos Especiales. El título IV artículos 28, 29, 30, y 31. El artículo 70 del CPC, ley 66 de 1993 artículo 7°, y el Concepto 2008014291-001 del 16 de abril de 2008, y artículo 3° Ley 87 de 1993 y Ley 594 del 2000.

Hallazgo con connotación Disciplinaria.

Hallazgo No. 47. Hurto de Títulos. D-F.

En el año de 2003, se detectó el hurto de (4) títulos judiciales que fueron cobrados en su momento, los cuales se relacionan a continuación: Titulo No. 412070000070318, por un valor de $174.2 millones; Titulo No.4120070000078556 por un valor de $130.3 millones; Titulo No.4120700000142634 por un valor de $133.1 millones y Titulo No.412070000070594 por un valor de   $109.6 millones, títulos que hacienden a la suma de $547.2 millones. 

De acuerdo a documentos existentes en la oficina judicial, se realizaron los procedimientos para la recuperación de estos recursos, al igual que las denuncias pertinentes en la fiscalía y oficinas del nivel de la DESAJ, evidenciándose que la aseguradora reconoce y repara el valor de $327.2 millones, reponiendo los Títulos por valor de $174.2 millones y $133.1 millones, quedando un remanente de $19.9 millones, para un abono en uno de los títulos pendientes de reponer. Es decir quedó un saldo pendiente de reponer por un monto de $220 millones, valor que de acuerdo a la aseguradora debe ser asumido por la Entidad DESAJ.

Lo anterior debido a falta de control administrativo y financiero en el manejo, registro y control de los Depósitos Judiciales, como también a falta de mecanismos de control interno, lo que genera un alto riesgo de cobros irregulares en el manejo y administración de estos recursos, contraviniendo lo establecido en el acuerdo 1676 de 2002, artículos 6°, 7°,  capítulo III y el título II, artículos 16,17, 18, 19, 20 Procesos Especiales. El título IV artículos 28, 29, 30, y 31. El artículo 70 del CPC, ley 66 de 1993 artículo 7°, y el Concepto 2008014291-001 del 16 de abril de 2008, y artículo 3° ley 87 de 1993. 

Hallazgo Administrativo con connotación Disciplinaria.

Hallazgo No. 48. Cobro  – Juzgado 8 laboral del Circuito. D

Igualmente en el Juzgado (8) Laboral del Circuito, se realizó el cobro irregular del título No.412070004757082, con falsificación de la orden de pago No. 18  por un monto de $88.4 millones, en el Banco Agrario de Cartagena, el 05 de agosto de 2005, este envía la copia de la orden de pago cobrada.

Se observó que se presentaron las denuncias pertinentes a la fiscalía general, por parte de la DESAJ, por el cobro irregular con falsificación de documento del título judiciales, igualmente la parte afectada ha entablado denuncia contra los juzgados, el Estado y el Banco Agrario, pero a la fecha estos recursos no se han recuperado, como tampoco se evidencia soporte sobre el seguimiento y adelanto de acciones que conduzcan al reintegro de estos recurso.

Lo anterior debido a falta de control administrativo y financiero en el manejo, registro y control de los Depósitos Judiciales, como también a falta de mecanismos de control interno, lo que genera un alto riesgo de cobros irregulares en el manejo y administración de estos recursos, contraviniendo lo establecido en el acuerdo 1676 de 2002, artículos 6°, 7°,  capítulo III y el título II, artículos 16,17, 18, 19, 20 Procesos Especiales. El título IV artículos 28, 29, 30, y 31. El artículo 70 del CPC, ley 66 de 1993 artículo 7°, y el Concepto 2008014291-001 del 16 de abril de 2008, y artículo 3° ley 87 de 1993. 

Hallazgo con connotación Disciplinaria.

Hallazgo No. 49. Títulos  – Tribunal Contencioso Administrativo

En el Tribunal Contencioso Administrativo de Bolívar, se realizó una entrega irregular de (2) Títulos judiciales así: Titulo No.412070000207707, con fecha 26 de Febrero de 2004, por un monto de $292.5 millones, este título se pagó por el Banco Agrario, pero no aparece el soporte de la orden de pago y el Titulo No.368802 del 30 de Septiembre de 2005, por valor de $0.03 millones, este título se pagó por el banco, pero de acuerdo a la conciliación de la cuenta bancaria, el tribunal administrativo no ordenó el pago.
En las conciliaciones de las cuentas afectadas de los (2) dos últimos títulos del Tribunal Administrativo y el Juzgado (8) Laboral, las diferencias por conciliar aparecen en (0), debido a que el banco mediante solicitud y autorización de los juzgados realizó una depuración interna de las diferencias incluyendo las de los títulos cobrados irregularmente sin presentar argumentos y documentación alguna, al igual que la DESAJ, no ha presentado las reclamaciones sobre este caso. 

Lo anterior,  debido a falta de control administrativo y financiero en el manejo, registro y control de los Depósitos Judiciales, como también a falta de mecanismos de control interno, lo que genera un alto riesgo de cobros irregulares en el manejo y administración de estos recursos, contraviniendo lo establecido en el acuerdo 1676 de 2002, artículos 6°, 7°,  capítulo III y el título II, artículos 16,17, 18, 19, 20 Procesos Especiales. El título IV artículos 28, 29, 30, y 31. El artículo 70 del CPC, ley 66 de 1993 artículo 7°, y el Concepto 2008014291-001 del 16 de abril de 2008, y artículo 3° ley 87 de 1993. 

Hallazgo con connotación Disciplinaria.

El equipo auditor considera pertinente proferir una función de advertencia en lo relacionado con el hurto, cobro con falsa documentación, cobro irregular y pago irregular de los Títulos de Depósitos Judiciales antes mencionados, relacionados con los hallazgos No. 13,14, 15 y 16, con el fin de ejercer un mayor cuidado en el manejo y custodia de los Títulos Valores, previniendo demandas futuras.

- Gerencia Departamental Magdalena

Hallazgo No. 50 Gestión del Talento Humano

La Estructura de Control Interno de una Entidad consiste en políticas y procedimientos establecidos para proporcionar una seguridad razonable de lograr sus objetivos esperados.  Se denominan Sistemas de Control Interno el conjunto de acciones, actividades, planes, políticas, normas, registros, organización, procedimientos y métodos, incluyendo las actitudes de los Directivos y el Personal.

El Consejo Superior de la Judicatura, en el nuevo software  instalado para la nómina, tiene debilidades para clasificar el personal que está en carrera y  provisionalidad, los cuales causa ausencia de mecanismos de control  y herramientas gerenciales en la aplicación del Sistema de Control Interno,  dilación en el cumplimiento de las funciones. 

Hallazgo No.51 Hojas de vida 

Dentro del estudio realizado a las Hojas de Vida al  CSJ para la vigencia 2011, se constató que a pesar del cumplimiento de las formalidades desde el punto de vista legal, persisten debilidades en el archivo de las carpetas de las Hojas de Vida, se pudo verificar el  incumplimiento en lo establecido en los artículos 4  de la  Ley  594 de 2000 del 14 de julio, que tiene que ver con la debida y la adecuada foliación de los diferentes partes de las  Hojas de Vida, observándose que estos documentos no son archivados en forma cronológicos.

Hallazgo No. 52 Valoración del Riesgo
Los controles preventivos, detectivos y correctivos se focalizan en evitar eventos no deseados.  La Entidad debe conocer y abordar los riesgos con los que se enfrentan, ha de fijar objetivos integrados en las diferentes actividades para que la Entidad funcione de forma coordinada, la Identificación del riesgo es un proceso interactivo e integrado a la planeación de la administración del riesgo;  este proceso debe estar formalmente expresado.

En este componente, se tuvieron en cuenta 24 criterios que comprenden mecanismos para identificar y administrar riesgos asociados para el logro de objetivos  originado básicamente por los siguientes aspectos:

La Entidad en su Unidad de Auditoria  del Nivel Central  en sus programaciones anuales para las diferentes seccionales  no incluyo realizar auditoria en la seccional del Magdalena para la vigencia del 2011 en lo correspondiente a la parte Administrativa que permita dar respuesta oportuna a la ocurrencia de situaciones riesgosas identificadas en cada una de sus actividades, ocasionando  ausencia de mecanismos de control preventivos, que eviten la posible ocurrencia de hechos sin la capacidad para controlarlos, mitigarlos o transferirlos.

Hallazgo No. 53 Seguridad de la Información 

Todo funcionario que utilice los Recursos Informáticos, tiene la responsabilidad de velar por la integridad, confidencialidad, disponibilidad y confiabilidad de la información que maneje, especialmente si dicha información está protegida por reserva legal o ha sido clasificada como confidencial y/o crítica. La Entidad definirá la custodia de los respaldos de la información que se realizará externamente con una compañía especializada en este tema o donde la alta dirección considere pertinente con el fin de mitigar el riesgo en caso de desastre.

La Entidad no posee como mecanismo de seguridad y mitigación del riesgo de la información custodiada  un sitio fuera del lugar de las (off-cite). Existe  ausencia de un Plan de Contingencias como mecanismo de control, que evite la posible pérdida de la información en caso de siniestro.

Hallazgo No. 54 Liquidación de contratos
Se pudo constatar por el equipo auditor, que de conformidad al artículo 60 de la Ley 80 de 1993, que los contratos que a continuación relacionamos no presentan en sus respectivas carpetas las actas de liquidación y terminación, de los siguientes contratos:  No. 14012-14017-14018-14022-14032-14033-14036-14037-14043-14050-05, lo cual permite establecer debilidades  en las labores de supervisión. 
Hallazgo No. 55 Depósitos Financieros – Bancos (D)

El  CSJ  posee 6 cuentas bancarias de las cuales 4 son cuenta corrientes y el restante 2 son de ahorro,  que al  cierre de la vigencia presentaron un saldo $1576,78 millones en cuentas corrientes y en ahorros $20.13 millones para un total de $1.596,91 millones.  

De conformidad con lo dispuesto en la Ley de Presupuesto General de la Nación, los dineros sobrantes deberán ser reintegrados a la Dirección Nacional del Tesoro.

El saldo correspondiente a la cuenta bancaria está representado en saldo por reintegrar a la Dirección del Tesoro Nacional, reintegros de sueldos e incapacidades de empleados, que a la fecha el CSJ no ha devuelto, y deducciones de nómina como aportes del empleado en salud y pensión de diciembre pendientes por girar. Durante el corrido de la vigencia    se reflejan débitos de  $47.371,12 millones y créditos por $45.897,65 millones.  Situación que genera costo de oportunidad en la utilización de esos recursos por parte de la nación y posibles sanciones.

Hallazgo No. 56 Partidas Conciliatorias (D)

Se presenta sub-estimación en la Cuenta Efectivo – Instituciones Financiera por valor de $23.61 millones producto de partidas conciliatorias así: Cheques pendientes de cobro Así: por más de seis meses girados de la cuenta Gasto Personales al ICETEX  $0,44 millones y otros descuentos de nómina correspondiente a los meses de julio a diciembre 19.2 millones  y  de la cuenta Gastos Generales $3,9 millones. Lo anterior con incidencia en la cuenta Cuentas por Cobrar – Cheques no cobrados o por reclamar. 

El Decreto 359 de 1995 establece… prevé que los recursos que no estén amparando reservas presupuestales o cuentas por pagar, deben ser reintegrados a la DTN de acuerdo con lo establecido en su artículo 33 que dice: “Los recursos de la Nación provenientes de saldos de vigencias anteriores que no se encuentren amparando reservas presupuestales o las cuentas por pagar, deberán reintegrarse a la Dirección del Tesoro Nacional….”.

Así las cosas, no deben permanecer en las cuentas corrientes de los órganos ejecutores dineros de la Nación que correspondan a los conceptos señalados, sino que deben ser reintegrados a la DTN en los términos de las normas señaladas, excepto cuando el órgano haya expedido un cheque y éste haya sido entregado a su beneficiario, caso en el cual, el importe del cheque puede permanecer en la cuenta corriente del órgano por seis (6) meses contados a partir de la fecha de emisión del cheque.  Lo anterior, debido a que con la entrega del cheque se entiende realizado el pago, y en consecuencia  el dinero ya no es de la Nación.

De igual forma El Código de Comercio artículo 721.  “Aun cuando el cheque no hubiere sido presentado en tiempo, el librado deberá pagarlo si tiene fondos suficientes del librador o hacer la oferta de pago parcial siempre que se presente dentro de los seis meses que sigan a su fecha”.

Por lo anterior el CSJ debe devolver a la DTN, los $0.4 millones que establece la Ley ya que estos dineros poseen más de seis meses en cuentas corrientes de los bancos.

Situación que afecta el saldo en libros de la Cuenta Bancos ya que los registros en los informes financieros deben reflejar diariamente y mensualmente las situaciones actualizadas y en tiempo real.  Lo anterior con incidencia en el grupo cuentas por pagar Subcuenta Cheques por Cobrar o por reclamar entre otras.

Por lo anterior, se evidencia incumplimiento a  la Resolución 357 numeral 3.8 de 23 de julio de 2008, emitido por la Contaduría General de la Nación, Conciliaciones de Información.

Hallazgo No. 57 Propiedad planta y equipo
La cuenta Propiedad Planta y Equipo presenta un saldo al cierre de la Vigencia de $10.820,54 millones y una variación de $2.209,29 millones con respecto a la vigencia anterior que corresponde a un incremento del 25.66%.

Los inventarios o tomas físicas deben realizarse con el propósito de verificar, clasificar analizar y valorizar los bienes de propiedad de la Entidad, en cumplimiento con las normas establecidas por la Contaduría General de la Nación, con el objeto de determinar confirmación, faltantes, sobrantes, compensaciones o posibles responsabilidades si las hubiere.

El CSJ no efectúo el levantamiento físico del inventario de bienes muebles en un 100%, de igual forma no se evidencia acta administrativa de conclusiones.  Situación que no le permite mantener actualizadas,  las cifras reflejadas en los saldos de Maquinaria y Equipo por $8,5 millones; Muebles y Enseres y Equipos de Oficina $660,4 millones, Equipos de Comunicación y Computación $377,79 millones; Transporte, Tracción y Elevación $272,14 millones, y Equipos de Comedor, Cocina, Despensa y Hotelería,  Situación que genera incertidumbre en los saldos reflejados en  los estados financieros.

Se presenta subestimación en la cuenta Propiedad Planta y Equipo – Edificaciones en cuantía de $936,77 millones producto del avalúo efectuado en enero 15 de 2010 donde determinan dicha cuantía correspondiente al valor de la Edificación.  En cumplimiento a lo establecido por la Contaduría General de Nación ya que el registro de este bien inmueble en esta cuenta presentaba un saldo en 0.  

Dada la respuesta de la Entidad el hallazgo se mantiene.  Para el cierre contable de acuerdo con el Régimen de Contabilidad Pública, las Entidades públicas deben adelantar todas las acciones de orden administrativo que con lleven al cierre integral de la Información producida en todas las áreas que generan hechos financieros, económicos, sociales y ambientales, de manera que se presenten estados financieros que reflejen la realidad económica de la Entidad.

Dada la respuesta de la Entidad “El Valor del avalúo de este bien no se registró contablemente porque este bien se encuentra registrado en la cuenta 161501 – Construcciones en Curso- Edificaciones…..”

Todos los bienes inmuebles que posea la Entidad, sobre las cuales se desconoce el costo histórico, o no están valorizados, o están contabilizados por un valor simbólico (ej. $1, $1.000, etc.), deberán registrarse transitoriamente en la contabilidad, por un valor de un millón de pesos, cada uno, hasta tanto se hagan los trámites de valorización pertinentes. Por lo anterior no se deben reflejar en los estados financieros saldo en ceros en las edificaciones de su propiedad  y más aún un avalúo de esta propiedad desde 2010. Por lo anterior el hallazgo se mantiene.

Hallazgo No. 58 Valorizaciones (IP)
 La cuenta Valorizaciones presenta un saldo al cierre de la Vigencia de $5.525,76 millones.  Esta cuenta no presenta movimientos en lo corrido de la vigencia.

El saldo de la cuenta Valorizaciones por $8.012,41 millones, presenta incertidumbre debido a que la Entidad no ha efectuado el avalúo correspondiente a los 7 bienes ubicados en la ciudad de Santa Marta, de las cuales a dos de ellos, no se evidencia avalúo y  cinco  presentan un avalúo de fecha diciembre de 2007, incumpliendo las normas prescritas por la Contaduría General de la Nación. 

Lo anterior, resta confiabilidad a la información sobre el saldo de la cuenta valorizaciones registrado en el balance general, el cual debe reflejar todos los hechos que afectan su valuación de acuerdo con los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados e incidencia en la determinación del patrimonio de  los estados contables.

Según informe presentado por el funcionario encargado de efectuar el avalúo efectuado en diciembre de 2007 manifiesta que “el valor del bien teniendo en cuenta el valor del terreno, el valor de la Edificación y los componentes integrales que permitan el normal funcionamiento del inmueble, así como las situaciones positivas y negativas que afectan el entorno, el avalúo del inmueble es $4.298,39 millones y el inmueble se construyó con una inversión de $5000,00 millones.”  Lo anterior presenta una diferencia de la inversión con respecto al avalúo de $814,0 millones.

La Entidad manifiesta: “De los Bienes inmuebles propiedad de la Nación CSJ ubicados en este distrito judicial, presentan avalúo de fecha diciembre de 2007 el edificio Palacio de Justicia  parte antigua, edificio Palacio de Justicia parte nueva y Edificio Benavides Macea sede de los juzgados de Santa Marta. (…)

Referente al avalúo por $4.298,39 millones de un inmueble con inversión de $5.000,oo millones, notamos que la información manifestada por el funcionario evaluador no es exacta, se refiere a la contracción ampliación del Palacio de Justicia cuya inversión total fue de $4.312.77 millones incluidos compra de predios, obra e  interventoría.

El Valor registrado por el personal el evaluador ya sea un funcionario de la misma Entidad es válido ya que la Circular 060 de 2005 emanada por la contaduría General de la Nación “Valuador. Personal de la Entidad  pública, personas naturales (…) y la Vigencia de que esta circular tendrá una vigencia de tres años (…) No obstante lo anterior, siempre que a juicio del Representante Legal el valor por el cual aparece registrado en la Contabilidad el bien mueble e inmueble no refleje la realidad económica, deberá efectuarse la actualización respectiva.”

Con respecto a este hallazgo para darle más claridad se realizará una Indagación Preliminar.

Hallazgo No. 59 Nómina Banco Popular (IP)

En el desarrollo de la auditoria, el equipo auditor tuvo conocimiento de un fraude en la nómina del Banco Popular el 26 marzo de 2009 por un monto de $907.237.240.00, que al realizar el bloqueo el Banco Popular, se recuperaron algunas sumas que redujeron la perdida a $583.148.065.52, respecto de la cual se tramitó reclamación bajo el seguro de Infidelidad y Riesgos Financieros, contratados por el Consejo Superior de la Judicatura, y se obtuvo una indemnización de $383.148-065.52 (descontado el deducible de $200.000.000-00 de la Póliza) suma que está a disposición de la Seccional. La póliza de Manejo Global para Entidades Oficiales no aplico en razón a que no hubo algún empleado o funcionario de la Entidad implicados en el ilícito, por lo anterior cursa  un proceso penal por el delito del hurto por medios informáticos y semejantes, transferencia no consentida de activos , acceso abusivo a un sistema informático, el cual se tramita en el Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Santa Marta y Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Santa Marta, la Fiscalía encargada de llevar la investigación en la Décima Local. 

Con respecto a esta  observación  para darle más claridad se realizará una Indagación Preliminar,  con respecto a que existe un porcentaje de deducible en la Póliza  muy alto. 

- Gerencia Departamental Huila

Hallazgo No.60 Plan de Compras 

La ejecución del presupuesto debe estar sustentada en el cumplimiento de la misión institucional y de las metas sociales contempladas en el Plan de Acción y el correspondiente Plan de Ejecución. Este Plan debe incluir la programación de la ejecución de la totalidad de los recursos asignados en cada concepto de Gastos de Funcionamiento o de inversión por cada compromiso con su respectivo PAC.
El Consejo Superior de la Judicatura proyectó un plan de necesidades para la vigencia 2011 por $8.399.1 millones, el cual fue ajustado en $4.295.5 millones y ejecutado en $7.013.1 millones que al compararse con el presupuesto de gastos ejecutado por la Seccional de $6.433.6 millones, refleja una diferencia de $579.4 millones, ocasionando una subestimación en las diferentes partidas, que no responde a lo programado inicialmente; Por falta de planificación, proyección, supervisión y control en sus modificaciones conlleva a la necesidad de reformulación o adecuación de las partidas correspondientes y da lugar a que la información presente ambigüedad y no sea confiable.

El plan de compras no se proyectó en forma eficiente, al no atender los requerimientos solicitados por la administración judicial y de apoyo en tiempo real.

Lo anterior, debido a que se ejecutó un 55% de lo programado del plan de Adquisiciones de Neiva, lo que genera que los requerimientos solicitados por parte de los despachos judiciales no sean proveídos oportunamente.

Hallazgo No.61 Plan Operativo 

Artículo 3 de la Ley 152/94. Las estrategias, programas y proyectos del plan de desarrollo deben ser factibles de realizar según, las metas propuestas y el tiempo disponible para alcanzarlas.

Dentro del Plan Operativo vigencia 2011, algunas de las actividades desarrolladas no cumplieron con los plazos establecidos en cada una de las tareas a realizar. Debido a la falta de monitoreo y control, que impide dar cumplimiento a la política, estrategias, programas y proyectos del plan operativo y evaluación de las acciones desarrolladas.

Hallazgo No.62 Indicadores de Gestión 

Instrumentos de gerencia que permite tomar decisiones acertadas y oportunas para analizar rendimientos entre los insumos que intervienen en un proceso o actividad.

De 623 cargos de empleados de carrera judicial, 345 se encuentran en propiedad, lo que significa que solamente el 55%, se encuentran provistos. Lo anterior, debido a la falta de mecanismos que promuevan en forma oportuna y tiempo real concursos de selección del personal, generando atraso y demora en el cumplimiento de metas en los despachos judiciales y en las actividades propias de la Entidad.

Hallazgo No.63 Creación Juzgados

Parágrafo 3 del artículo 4 de la Ley 1285/2009. “en cada municipio funcionara al menos un juzgado cualquiera que sea su categoría”.

El Consejo Superior de la Judicatura Seccional Neiva, no cumplió con el plazo estipulado (31-12-2011) en la creación del Juzgado Promiscuo Municipal de Elías, ya que la propuesta para su creación fue realizada el 13-04-2009, por el Alcalde Municipal. Lo anterior, debido a la falta de gestión por funcionario competente, lo que generó dificultad y traumatismo para los habitantes del casco urbano y rural del municipio, por cuanto se tienen que desplazar a otro municipio  para el recibo del servicio de justicia.

Hallazgo No.64 Metas de Descongestión Judicial

Artículo 1 de la ley 1285/09 que modifica el artículo 4 de la ley 270/96. “Celeridad y oportunidad. La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales”. 

Acuerdos Nos. PSAA11-7851 del 28-02-2011, PSAA11-7943 del 10-03-2011, PSAA11-7966 del 10-03-2011, PSA11-7967 del 10-03-2011, PSAA11-8192 del 16-06-2011, PSAA11-8260 del 28-06-2011, PSAA11-8392 del 29-07-11, PSAA11-8447 del 22 de agosto de 2011, PSAA11-8722; del 12-10-11, PSAA11-8624 del 19-09-11 y PSAA11-8342 del 29-07-11.

La Entidad suscribió los acuerdos anteriormente mencionados con el fin de descongestionar los despachos judiciales, donde se determinó que no cumplieron con las metas establecidas en los trámites de procesos, de igual manera en la proyección de procesos a fallar; por falta de control y seguimiento, lo que ocasionó Incumplimiento en los objetivos propuestos y  que se continúe con la demora en la administración de justicia y afecte los objetivos del plan de descongestión.

Hallazgo No.65 Formulario de descongestión 

Anexo - Seguimiento a gestión de cargos forma: 20573.

En los sistemas de información de seguimiento a gestión de cargos-formulario de descongestión, no se puede determinar con certeza el total de procesos impulsados, debido a que el sistema no totaliza automáticamente y deben ser Ingresados manualmente, lo que puede generar errores en la confiabilidad de la estadística del proceso de descongestión.

Hallazgo No.66 Procesos Activos 

Circular 45 de 2007, datos de todos y cada uno de los procesos vigentes, y las actuaciones administrativas, incluidos los acuerdos de pago, las gestiones tendientes al trámite específico del proceso de cobro coactivo.

El total de procesos activos, de la vigencia 2000 hasta el 31 de diciembre de 2011, ascienden a 2.846 por $782.679.4 millones, de los cuales en la vigencia 2011, se abrieron 750 procesos, recaudando $185.1 millones; debido a la falta de mecanismos efectivos  para la recuperación de los recursos, y en algunos casos, ausencia de información verídica que permita ubicar a los ejecutados, lo que imposibilita realizar los cobros de las sentencias ejecutoriadas.

Hallazgo No.67 Contratos de Arrendamiento

Para el logro del descongestionamiento judicial se requiere de una infraestructura y seguridad adecuada.

La Rama Judicial cuenta con planta física propia, en la actualidad tiene suscrito contratos de arrendamiento y de vigilancia, para el funcionamiento de juzgados por fuera de su sede administrativa, que no son adecuados ni seguros para el desarrollo de las funciones judiciales; Por falta de planeación y gestión, lo que ocasiona riesgos y que no se cumplan las condiciones de seguridad para los funcionarios.

Hallazgo No.68 Soportes Novedades Nóminas Oportuna 

Circular 40 de 28-11-201110. El área de Talento Humano establece para este procedimiento las fechas en las que se puede iniciar la verificación de la nómina y el plazo otorgado para dicho requerimiento.

En la Dirección Seccional Rama Judicial, cada despacho Judicial tiene su propio nominador, no existiendo un único nominador, por lo anterior, se evidencian subprocesos adicionales continuamente, las novedades extemporáneas (licencias, vacaciones, etc.), generan nóminas y cálculos de diferencias o reintegros que crean pagos por estos conceptos. Debido a la falta de control y oportunidad en la entrega de la documentación requerida, por parte de los nominadores, lo que genera atraso y traumatismos en las novedades de la Administración Judicial.
Hallazgo No.69 Hojas de vida Funcionarios y Servidores Judiciales (D)

Circular  034 de 19-07-2010, actualización de soportes que debe reposar en cada una de las hojas de vida.

Se analizaron hojas de vida de funcionarios y Servidores Judiciales de la Dirección Seccional del Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de verificar el cumplimiento de requisitos, presentando las siguientes deficiencias:

Hojas de vida que no se encuentran diligenciadas en el formato Judicial correspondiente.

El formato judicial se encuentra firmado pero sin fecha, actas de posesión sin fecha a partir de la cual empieza a regir la posesión.

Existen hojas de vida en las cuales no se evidencia documento mediante el cual se acredite la profesión de abogado.

Los formularios únicos de declaración juramentada de bienes y renta, hojas de vida, y demás documentación requerida en los formatos diseñados por el SIGC, en las historias laborales de los funcionarios y empleados que laboran en la Rama Judicial, se encuentran sin actualizar.

Lo anterior, se debe a la falta de mecanismos de control interno y seguimiento a los documentos que deben reposar en las carpetas, lo que genera que la información y documentos anexos no se encuentren actualizados ni se pueda realizar una verificación concordante con el cumplimiento de los requisitos.

Hallazgo No.70 Estudios de Conveniencia y Oportunidad 

Artículo 3 del decreto 2474/2008 y numeral 2.1.1. Manual de contratación.

En los Contrato de compraventa No 12 COM001 de 2011, por $165.7 millones, No. 12 COM002 por $110.2 millones, No. 12COM013 por $7.8 millones se evidenciaron las siguientes inconsistencias: 

Estudios de conveniencia sin la firma del responsable técnico; así mismo, no se determina la cantidad de elementos a adquirir ni el requerimiento que soporte la necesidad a contratar.

Los estudios de conveniencia y oportunidad establecen documentos que no están acorde con el objeto a contratar como solicitud de pólizas responsabilidad civil extracontractual, Certificación de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, que no corresponden a la clase de contratos a celebrar. Debido a deficiencias administrativas, que conlleva a que se suscriban contratos sin el lleno de requisitos planteados en los estudios de conveniencia.

En los contratos de prestación de servicios Nos 12SER025 y 034 de 2011 los estudios de conveniencia y oportunidad no señala la forma en que se establece el valor estimado del contrato. Debido a la falta de un requerimiento donde se precise la necesidad y cantidad de los ítems a contratar. Lo que genera que la Entidad no tenga una estimación de las necesidades a contratar.

Hallazgo No.71 Supervisión 

Capítulo 7 Manual de Contratación. “El supervisor deberá coordinar y verificar cada una de las actividades que realice el contratista en la ejecución del mismo para dar cumplimiento a su objeto. Contractual.

En el Contrato de transporte de encomiendas No 12-SER-009 DE 2011, por valor  $46.8 millones, contrato de compraventa No 12 COM-009 por $2.7 millones, no realizan cumplido de satisfacción del servicio prestado por el funcionario competente para los respectivos pagos y dentro  del plazo de los contratos.

Contrato No. SER-0119-2011 por $48.3 millones, No se contó con el tiempo necesario para la modificación de la prórroga contractual por cuanto se realiza el estudio de conveniencia y se firma el contrato, el mismo día (17 de febrero/011) en que se vence el plazo de terminación de la obra.

Debido a la falta de supervisión y seguimiento por parte del funcionario responsable de ejercerla. Lo que genera que se puedan realizar pagos sin el lleno de requisitos.

Hallazgo No.72 Apropiaciones Presupuestales

Modificaciones presupuéstales: Toda afectación de las apropiaciones presupuestales autorizadas debe ajustarse al cumplimiento de los requisitos exigidos por el ordenamiento presupuestal con el propósito de prevenir que no sean excedidos esos límites de gastos. Los registros presupuéstales deben tener respaldo en un documento debidamente legalizado.

Para Gastos Generales de la Unidad 02 se apropió inicialmente la suma $22.4 millones, valor que no se encuentra dentro de la resolución No. 002 del 03-01-11 con la cual se efectúo la apropiación inicial del presupuesto; igual sucedió para Gastos Generales de la Unidad 08 el valor de $1.058.0 millones. Para Gastos de Personal y Transferencias de la Unidad 02 se dejó de registrar la suma de $148.0 millones, correspondiente a Fondos  Administrados por el sector público ubicados en la Resolución No. 004 del 03-01-2011.

Para Gastos de Personal y Transferencias de la Unidad 08 no se encontró en la apropiación inicial la suma $2.722.2 millones, valor  que  se encuentra dentro de la resolución No. 004 del 03-01-11 con la cual se efectúo la apropiación inicial del presupuesto. Así mismo se dejó de registrar en la misma apropiación la suma de $2.197.0 millones, correspondiente a Fondos Administrados por el sector público ubicada en la misma resolución.

No se encuentra incluido dentro del presupuesto la adición destinada para transferencias corrientes para la Unidad 08 por $19.4 millones asignada mediante Resolución No. 3227 del 19 de mayo de 2011.

Lo anterior por deficiencias de control y verificación de la información, que conlleva a registros inexactos y poco confiables.

Hallazgo No.73 Actos Administrativos de modificaciones presupuestales

Modificaciones presupuestales: Toda afectación de las apropiaciones presupuestales autorizadas debe ajustarse al cumplimiento de los requisitos exigidos por el ordenamiento presupuestal con el propósito de prevenir que sean excedidos esos límites de gastos. Los registros presupuestales deben tener respaldo en un documento debidamente legalizado.

Se presentan diferencias entre lo reflejado en el presupuesto y las resoluciones de apropiación relacionadas a las adiciones y reducciones presupuestales así: 
En las adiciones para la Unidad 02, los Gastos de personal presentan  diferencias por $295.5 millones, Gastos Generales por $20.5 millones, en sus reducciones Gastos de personal $113.5 millones y Gastos Generales $20.5 millones.

Para la Unidad 08,  las adiciones presentan diferencias en los Gastos de Personal en $6.798.0 millones, en Gastos Generales por $1.036.9 millones, en sus reducciones en Gastos de personal en $2.809.9 millones y para Gastos Generales por $1.114.3 millones.

Lo anterior, por deficiencias de control, supervisión y seguimiento, que genera riesgo al expedir certificados de disponibilidad presupuestal con apropiaciones que no se encuentran debidamente legalizadas.

Hallazgo No.74 Constitución de Reservas (D)

El Decreto 111 de 1996 en su artículo 78, dispone: En cada vigencia, el gobierno reducirá el presupuesto de gastos de funcionamiento cuando las reservas constituidas para ello, superen el 2% del presupuesto del año inmediatamente anterior. Igual operación realizará sobre las apropiaciones de inversión, cuando las reservas para tal fin excedan el 15% del presupuesto de inversión del año anterior.

En la vigencia de 2011, Se excedieron en la constitución de las reservas  con respecto a la apropiación definitiva tanto de gastos de Funcionamiento ($2.102.4 millones), correspondiente al 3.37%; como de inversión ($456.5 millones), correspondiente a 65.4% del presupuesto del año inmediatamente anterior de acuerdo con  los  porcentajes establecidos del 2% y 15% respectivamente.

Lo anterior, debido a deficiencias administrativas y falta de mecanismos de control, que conlleva a que el presupuesto de la institución se reduzca y no puedan desarrollarse las actividades proyectadas.

Hallazgo No.75 Reintegros

Decreto 111 de 1996 en concordancia con el artículo 34 capítulo 3 del Decreto 4996 de 2009.

En las vigencias 2010 y 2011, se realizaron reintegros por $451 millones y $424.9 millones respectivamente, de pago de servicios públicos y sueldos de personal de nómina a la Dirección del Tesoro Nacional,  por concepto de dineros no cobrados oportunamente; Por falta de control y seguimiento al proceso de reintegro que la Entidad debe gestionar dentro de la vigencia, conllevan a que dichos recursos no se puedan reinvertir en actividades propias del sector.

Hallazgo No.76 Presupuestales (D)

Ley 819/2003 art.8º Reglamentación a la programación presupuestal. La preparación y elaboración del presupuesto general de la Nación y el de las Entidades Territoriales, deberá sujetarse a los correspondientes Marcos Fiscales de Mediano Plazo de manera que las apropiaciones presupuestales aprobadas por el Congreso de la República, las Asambleas y los Concejos, puedan ejecutarse en su totalidad durante la vigencia fiscal correspondiente.

Las Reservas Constituidas a 31-12-2010, por $185 millones y en el 2011 por $1.145.9 millones corresponden a contratos por diferentes conceptos suscritos en los últimos días de la vigencia, lo cual no pertenecen a casos excepcionales previstos en la norma anteriormente descrita, lo que se ha constituido en un comportamiento generalizado en las distintas vigencias de análisis.

Por deficiencias de planeación, seguimiento y supervisión a la ejecución presupuestal, lo cual afecta la adecuada gestión de la Entidad al no utilizarse los recursos financieros oportunamente.

Hallazgo No.77 Reservas de Viáticos (D)

Estatuto Orgánico de Presupuesto articulo 71 y Decreto 714/96, articulo 52 De las Disponibilidades Presupuestales. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos. Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento a estos actos administrativos.

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes o en exceso del saldo disponible o sin la autorización previa del Concejo Distrital de Política Económica y Fiscal - CONFIS- o por quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos de crédito autorizado.

Se constituyeron reservas presupuestales por viáticos y gastos de viajes en la suma $2.9 millones, lo cual no pertenecen a casos excepcionales previstos en la norma; así mismo, el 15 de diciembre de 2010, se expidió registro presupuestal de compromiso No. 763 por $0.204.3 millones con el objeto de realizar el pago de viáticos y gastos de viaje de una funcionaria, los días 1, 2 y 3 de diciembre, en donde se evidencia la legalización de hechos cumplidos.

Lo anterior, por deficiencias de planeación, control y supervisión presupuestal, lo cual afecta la adecuada gestión de la Entidad al no utilizarse los recursos financieros oportunamente y genera pagos de actividades realizadas sin mediar la apropiación requerida.

Hallazgo No.78 Reservas de nómina

Reserva Presupuestal: Son los compromisos legalmente constituidos que tienen registro presupuestal pero cuyo objeto no fue cumplido dentro del año fiscal que termina y serán pagados dentro de la vigencia siguiente.

Las Cuentas por Pagar: Son aquellos compromisos que quedan pendientes de pago para la vigencia fiscal y se han recibido los bienes o servicios a 31 de diciembre o cuando se han pactado anticipos en los contratos y no fueron cancelados. Sólo afecta la vigencia en la cual se constituyeron.

Se presentan reservas por saldos pendientes de sueldos, prima de servicios, prima de vacaciones, bonificación especial de recreación, servicios prestados por vacaciones de personal, indemnización por vacaciones, Fondos Administradoras de pensiones entre otras desde el 20-01-2011 en la suma de $414,6 millones, debido a deficiencias en el aplicativo lo cual no permite el trámite oportuno, la depuración y pago de estas cuentas lo que conlleva a sobreestimación en el valor de las reservas y posibles litigios y demandas por parte de los beneficiarios de estas cuentas.

Hallazgo No.79 Reservas por dineros no cobrados

Decreto 111/96. Reserva Presupuestal: Son los compromisos legalmente constituidos que tienen registro presupuestal pero cuyo objeto no fue cumplido dentro del año fiscal que termina y serán pagados dentro de la vigencia siguiente. Y las Cuentas por Pagar: Son aquellos compromisos que quedan pendientes de pago para la vigencia fiscal y se han recibido los bienes o servicios a 31 de Diciembre, o cuando se han pactado anticipos en los contratos y no fueron cancelados. Sólo afecta la vigencia en la cual se constituyeron.

Se presentan Reservas y Cuentas por Pagar por facturas de teléfono del 16-10-09  al 15-11-10 y de agua del 22-12-09 al 21-01-10 por $0.577 millones, de igual manera, cuentas de energía, de acueducto y alcantarillado por $97,3 millones, compromisos adquiridos desde el 13-01-2011, debido que la Dirección Seccional de la Rama Judicial cancela el valor total de los servicios públicos de todo el edificio, luego realiza el recobro de estos dineros, los cuales presentan demora en sus pagos de una vigencia a otra, las que son dejadas como reservas o cuentas por pagar. Lo anterior por deficiencias administrativas y falta de mecanismos de gestión de cobro que conllevan a que estos recursos no puedan ser utilizados en gastos propios del sector porque deben ser reintegrados al Tesoro Nacional.

Hallazgo No.80 Cancelación de Reservas (D)

Reserva Presupuestal: Son los compromisos legalmente constituidos que tienen registro presupuestal pero cuyo objeto no fue cumplido dentro del año fiscal que termina y serán pagados dentro de la vigencia siguiente.

Las Cuentas por Pagar: Son aquellos compromisos que quedan pendientes de pago para la vigencia fiscal y se han recibido los bienes o servicios a 31 de diciembre, o cuando se han pactado anticipos en los contratos y no fueron cancelados. Sólo afecta la vigencia en la cual se constituyeron.

Se cancelan reservas presupuestales el 27-09-11, constituidas al cierre de la vigencia 2010 por la suma de $114.7 millones, correspondiente a Servicios personales (Sueldos, Sueldo de Vacaciones, Prima de Navidad, Cajas de Compensación privadas entre otras), que no fueron utilizadas y estuvieron comprometidas por todo un año sin que prestaran utilidad alguna, lo anterior por falta de planeación, control y seguimiento en la programación de los gastos; que originan  que estos recursos puedan ser utilizados en otros proyectos.

Hallazgo No.81 Notas a los Estados Financieros

El Plan General de Contabilidad Pública establece, que las notas a los estados contables básicos tienen como propósito dar a conocer información adicional sobre las cifras presentadas.

Las Notas a los Estados Financieros presentan diferencias con respecto a las cifras presentadas en el Balance General, en las cuentas de Efectivo, Propiedad Planta y Equipo (Propiedad Planta y Equipo no explotados, Depreciación), Activos Intangibles (software), Obligaciones Laborales (Prima de Servicios y Prima de Navidad) y en los Gastos de Administración (Generales) y de Operación (Operaciones de enlace con Situación de Fondos). Lo anterior, obedece a la falta de especificación de todos los cambios acontecidos en materia contable, que hace que las notas no cumplan con su propósito.

Hallazgo No.82 Valorización de Activos Fijos
El Plan General de Contabilidad Pública indica que la actualización de las propiedades, planta y equipo debe efectuarse con periodicidad de tres (3) años, a partir de la última realizada, y el registro debe quedar incorporado en el período contable respectivo. Instructivo y doctrina contable Pública No. 2620, relacionada con la Propiedad Planta y Equipo Régimen Contable Pública.

En la cuenta de valorizaciones se observa que los inmuebles ubicados en los departamentos del Huila y Caquetá no se les  ha realizado valorizaciones a los terrenos y edificaciones desde 2003, lo anterior por deficiencias administrativas al no hacer uso en la aplicación de la norma, que conlleva a que se subestime el valor de los Activos fijos y se afecte la razonabilidad de las cifras presentadas.

Hallazgo No.83 Reclasificación de cuentas contables

Construcciones en Curso: “Representa los costos y demás cargos incurridos en el proceso de construcción o ampliación de bienes inmuebles, hasta cuando estén en condiciones de ser utilizados en labores productivas, operativas o administrativas del ente público”.

El valor de la cuenta 161500 Construcciones en Curso presenta un saldo de $47.1millones los que fueron destinados para la adecuación de salas de audiencia y obras de mantenimiento del palacio de justicia, actividades que debieron ser registradas en la cuenta 1636 Propiedad Planta y Equipo en mantenimiento; por deficiencias en la clasificación de las cuentas que conlleva a sobreestimación de las mismas y registros inexactos y poco confiables.

Hallazgo No.84 Funcionalidad e Interfax de los Aplicativos

La dirección debe promover que las operaciones relativas a la administración financiera gubernamental se integren en una base de datos común y de uso compartido por los usuarios, que fortalezca el sistema de control interno en la Entidad y que exista interfaz en los sistemas de información.

Se tiene instalados y funcionando los sistemas de Información KACTUS (Nóminas, Talento Humano, Hojas de Vida), SAFIRHO (Ordenes de Pago, Contratación), el SIIF (Programa del Ministerio de Hacienda que maneja el presupuesto), aplicativos que manejan la información referente a la parte administrativa de la Rama Judicial, los cuales no trabajan en Interfaz, presentando programas que funcionan aisladamente, sin conexión y/o comunicación que se afecten o actualicen mutuamente.

De conformidad con Jurisprudencia de la Corte Constitucional y el decreto ley 546  de 1971, es necesario certificar los últimos diez años laborales para el bono pensional. Con la información que se encuentra sistematizada no se está generando directamente lo requerido para la obtención de dicho bono, sino que se extrae de acuerdo con los reportes disponibles y se inserta en forma manual en los formatos diseñados.

Las calificaciones de los servidores judiciales no están siendo incluidas dentro del aplicativo Kactus, debido a que la Entidad no cuenta con un software que soporte eficientemente la gestión de talento humano y que sea acorde a sus necesidades y a su proyección de crecimiento, toda vez que el aplicativo con el que se está operando, no contiene la funcionalidad requerida, lo cual conlleva a que dichas calificaciones sean incluidas en las hojas de vida.

Se presenta dificultad para el seguimiento a las cuentas de Almacén, debido a que en esta dependencia se maneja un aplicativo diferente (SAFIRO), el cual opera con códigos establecidos en el programa, funcionando aisladamente y no permite la Interfaz con el aplicativo SIIF II, generando informes que deben ser incluidos luego de forma manual. Es por eso que al realizarse cualquier movimiento de ingreso o de salida de la cuenta 1635, éste no se ve reflejado en las cuentas 1665 y 1670 que deben ser afectadas.

Lo anterior, por falta de planeación en la programación del diseño de los sistemas de información, los cuales no trabajan en Interfaz, impidiendo centralizar el procesamiento de operaciones de la gestión financiera, en una base de datos única y de uso compartido por todos los usuarios, generando reprocesos y desgaste administrativo, situación que no ha sido superada, ya que los aplicativos no tienen la opción que permita recoger ésta información y hacer los respectivos cálculos y registros.

Hallazgo No.85 Manuales de Usuario Aplicativo

El sistema integrado de administración financiera comprende una base de datos única, soportada por tecnología informática, que permite procesar el ingreso y salida de información, así como el control de flujo del gasto en tiempo real, lo que permite llevar la contabilidad en línea.

El  aplicativo SIIF 2, implementado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y utilizado en el Consejo Superior de la Judicatura en las dependencias de presupuesto, contabilidad y tesorería, presentan fallas en su funcionamiento, debido a la falta de capacitación para su aplicación, la no existencia de un manual del usuario que permita al funcionario entender el manejo y uso del aplicativo, lo cual no ha permitido facilitar la aplicación de controles previos para la ejecución del gasto; monitorear en línea actividades de alto riesgo; comparar físicamente bienes y activos con registros computarizados; y producir informes que revelen posibles debilidades, desviaciones y riesgos generando reprocesos, riesgos en los registros de la información y desgaste administrativo.

Hallazgo No.86 Adecuación Almacén

Todos los bienes que adquiera la Entidad deben ingresar físicamente a través de la Unidad de Almacén, antes de ser utilizados.

Los ambientes asignados para el funcionamiento de los almacenes, deben estar adecuadamente ubicados, contar con instalaciones seguras, y tener el espacio físico necesario, que permita el arreglo y disposición conveniente de los bienes, así como el control e identificación de los mismos.

El Lugar donde funciona el almacén, no se encuentra adecuadamente ubicado, ni dispone del espacio físico necesario, que permita el arreglo y disposición conveniente de los bienes, es así que solo reposan los elementos de consumo; los elementos devolutivos se encuentra ubicados en diferentes partes del palacio y los elementos inservibles se encuentran en el  parqueadero del sótano.

Así mismo, donde funciona el almacén se encuentra ubicado el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales.

Los elementos devolutivos que se encuentran ubicados en el primer piso, parte sur del palacio, presentan deficiencias en su seguridad, en razón a que es el sitio donde entran y salen los reclusos que son traídos por el INPEC a las diferentes audiencias que se adelantan en las instalaciones; sumado a lo anterior, la puerta de acceso presenta vulnerabilidad toda vez que a través de la misma se pueden arrojar artefactos con intención de atentar contra las instalaciones e integridad física de las personas que laboran dentro de las mismas.

Lo anterior, ocasionado por falta de gestión administrativa al no establecer un sistema apropiado para la conservación, seguridad, manejo y control de los bienes almacenados, lo que genera hacinamiento,  riesgo de pérdida de los documentos y de los bienes que reposan dentro del almacén como los que se encuentran en el juzgado.

Hallazgo No.87 Provisión para Contingencias

La dinámica contable establecida en el Plan Único de Cuentas establece que la cuenta de pasivos estimados y provisiones registra el valor estimado para cubrir el importe a cargo del ente económico y a favor de terceros cuya contingencia de pérdida sea probable y su valor razonablemente cuantificable. Tratándose de procesos judiciales deben reconocerse las contingencias en la fecha de notificación del primer acto del proceso.

La Seccional Huila y Caquetá a 31-12-2011, tiene bajo su responsabilidad 571 procesos por $1.215.834.3 billones de los cuales a la fecha  presentan sentencia favorable 31 procesos por $4.276.2 millones, sentencia desfavorable 8 procesos por $7.224.3 millones y dos desfavorables con fallo o sentencia definitiva por $108.8 millones, que a la fecha no se ha creado la provisión para su pago, presentándose subestimación en la cuenta; por debilidades en el manejo de la información contable, lo que ocasiona que las cifras presentadas en los Estados Financieros no sean reales y se corra el riesgo de que la Entidad no disponga de esos recursos oportunamente para atender dichos requerimientos.

Hallazgo No.88 Novedades de nómina

El sistema integrado de administración financiera comprende una base de datos única, soportada por tecnología informática, que permite procesar el ingreso y salida de información, así como el control de flujo del gasto en tiempo real, lo que permite llevar la contabilidad en línea.

En la Dirección Ejecutiva, las novedades que se generan de manera extemporánea, ya sean por ascensos o por reducción de salarios en el cargo, y que no corresponden al mes que se está liquidando la nómina, se calculan de forma manual, debido a que las novedades se presentan en cualquier fecha del mes, generando reprocesos y desgaste administrativo, situación que no ha sido superada, ya que el aplicativo no tiene la opción que permita recoger ésta información y hacer los respectivos cálculos.

Hallazgo No.89 Comprobantes de Egreso

Todos los actos administrativos deberán contar con un registro presupuestal para que los recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin.

Decreto 568 de 1996, “Por el cual se reglamentan las Leyes 38 de 1989, 179 de 1994 y 225 de 1995 Orgánicas del Presupuesto General de la Nación”, define el certificado de disponibilidad y el Registro presupuestal de la siguiente manera:

Artículo 19. El certificado de disponibilidad es el documento expedido por el jefe de presupuesto o quien haga sus veces con el cual se garantiza la existencia de apropiación presupuestal disponible y libre de afectación para la asunción de compromisos.

Artículo 20. El registro presupuestal es la operación mediante la cual se perfecciona el compromiso y se afecta en forma definitiva la apropiación, garantizando que ésta no será desviada a ningún otro fin. En esta operación se debe indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar.”

Verificados los comprobantes de egreso del 16 al 20 de mayo de 2011 se encontró:

Los comprobantes de egreso que se relacionan en el cuadro presentan las siguientes irregularidades:
Cuadro No. 19 Comprobantes de Egreso

	FECHA
	C. EGRESO
	BENEFICIARIO
	VALOR COMPRROBANTE
	VALOR FACTURA
	INTERESES MORA
	RECONECIONES  Y MULTAS
	DEUDA ANTERIOR

	16-05-11
	1201305
	Empresa  de Telecomunicaciones
	23.850.00
	189.170.00
	1.604.59
	
	165.320.00

	16-05-11
	1201306
	Empresa  de Telecomunicaciones
	54.190.00
	165.320.00
	1.168.63
	
	111.130.00

	16-05-11
	1201307
	Empresa  de Telecomunicaciones
	1.574.093.12
	3.513.500
	27.945.07
	
	2.688.420.00

	17-05-11
	1201331
	Aguas Andaki S.A
	30.000.00
	49.900
	502.50
	
	33.500.00

	17-05-11
	1201333
	Empresas Publicas de garzón
	494.195.00
	1.864.900
	23.576.13
	74.677.79
	1.370.705.21

	17-05-11
	1201334
	Empresas públicas de Palermo
	66.319.00
	323.663.00
	2.867.00
	
	

	17-05-11
	1201335
	Empresas de Servicios públicos  de Pitalito
	402.727.00
	1.632.600.00
	64.071.69
	
	1.229.873.00

	17-05-11
	1201336
	Electrificadora del Caquetá
	3.090.300.00
	3.090.300.00
	41.271.00
	17.853.00
	

	17-05-11
	1201338
	Empresa de servicios de Florencia
	1.110.621.00
	1.977.717, 00


	8.768.00
	
	

	17-05-11
	1201366
	Empresa de servicios de la Plata
	50.500.00
	101.900.00  
	786.00
	
	51.400.00

	20-05-11
	1201370
	Empresas públicas de Tesalia
	12.605.00
	24.977.00
	235.00
	
	

	20-05-11
	1201371
	Colombia Telecomunicaciones
	105.410.00
	267.650.00
	35.282


	
	162.240.00

	20-05-11
	1201272
	Colombia Telecomunicaciones
	1.136.570.00
	1.917.020.00
	
	
	780.450.00


Elaboró: equipo auditor

El valor del comprobante difiere del valor de la factura.

Los servicios públicos se cancelaron después de la fecha límite de pago generando intereses de mora por $0.208 millones y reconexiones por $0.92.5 millones.

Se realiza recibo de caja No. 120222 por $13.7 millones, donde se hace una consignación nacional para la cancelación de novedades de nómina, en donde se evidencia certificado de disponibilidad presupuestal y registro presupuestal por $0.110 millones y $14.8 millones cuando debió de elaborarse por $13.6 millones.

Lo anterior, por debilidades en la aplicación de principios y normas contables, deficiencias en los procedimientos y organización administrativa que conlleva a que la información no sea  clara y confiable.
Hallazgo No.90 Deudores
El registro adecuado de los hechos permite reconocer y revelar a través de los Estados Contables la situación, los resultados y la capacidad de servicio o generación de flujos de fondos de la Entidad contable pública en forma confiable, durante el periodo contable.

A 31-12-2011, existe un valor por $782.679.4 millones correspondientes a  2.846 procesos de cobro coactivo, que no se encuentran reflejados en los Estados Financieros en la cuenta Deudores, sino en las Cuentas de Orden Derechos Contingentes, procesos que ya fueron ejecutoriados, no implican incertidumbre y son un derecho para la Entidad presentándose subestimación de la cuenta Deudores, ocasionada por deficiencias administrativas y de procedimiento, que no garantiza confiabilidad e integridad de la información contable, generando registros inexactos y poco confiables.

- Gerencia Departamental Tolima
Hallazgo No.91 Juzgados de Descongestión
La Sala Administrativa creará los cargos de jueces y magistrados de apoyo itinerantes en cada jurisdicción para atender las mayores cargas por congestión en los despachos. Dichos jueces tendrán competencia para tramitar y sustanciar los procesos dentro de los despachos ya establecidos. (Ley 1285 de 2009, artículo 15, literal b).
Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, quedará facultada para redistribuir los procesos que se requieran a fin de cumplir las metas previstas en el presente Acuerdo. (Acuerdo No. PSAA-11-8384 del 29-07-2011, artículo 4º).

El nombramiento de los cargos de descongestión, únicamente procederá hasta que el Director Ejecutivo de Administración Judicial certifique al Nominador la disponibilidad de espacios físicos y de infraestructura tecnológica. (Acuerdo No. PSAA-11-8384 del 29-07-2011, artículo 7º).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué en la vigencia 2011, en aplicación de las medidas de descongestión adoptadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, viabilizó el nombramiento y posesión durante los días 3 y 4 de agosto de 2011 de los cuatro jueces administrativos de descongestión creados mediante el Acuerdo No. PSAA-11-8384 del 29-07-2011 y nombrados por el Tribunal Contencioso Administrativo, cuando únicamente tenía la disponibilidad de espacio físico, pero no de infraestructura tecnológica; lo que dilató la asignación de código en el sistema, la fecha de reparto de procesos, la fecha de entrega de inventario de elementos y consecuencialmente el inicio de la producción efectiva de los mismos, como se refleja a continuación:

Cuadro No.20 – Aplicación Medidas de Descongestión

	Cargo
	Fecha Posesión del Funcionario
	Fecha de Creación del Despacho en el Sistema
	Fecha de Reparto de Procesos
	Fecha de entrega de Inventario de Elementos

	Juez 1º Administrativo de Descongestión
	04-08-2011
	31-08-2011
	14-09-2011
	13-10-2011

	Juez 2º Administrativo de Descongestión
	03-08-2011
	31-08-2011
	14-09-2011
	13-10-2011

	Juez 3º Administrativo de Descongestión
	03-08-2011
	31-08-2011
	14-09-2011
	13-10-2011

	Juez 4º Administrativo de Descongestión
	04-08-2011
	31-08-2011
	14-09-2011
	13-10-2011


Lo anterior debido a una inadecuada planeación y gestión por parte de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué y de la Sala Administrativa Seccional en lo referente a la redistribución de procesos, lo que afectó la oportunidad y efectividad del plan Nacional de Descongestión.
Hallazgo No.92 Gastos de las Medidas de Descongestión
Autorízase al Gobierno Nacional para que durante los próximos cuatro años incluya en el presupuesto de rentas y gastos una partida equivalente hasta el 0.5% del Producto Interno Bruto de acuerdo con las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gastos, para desarrollar gradualmente la oralidad en todos los procesos judiciales que determine la ley y para la ejecución de los planes de descongestión. (Ley 1285 de 2009, Artículo 4º. Parágrafo transitorio).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué durante la vigencia 2011, ejecutó recursos por $314.955.188 por el rubro de mantenimiento aplicado a zonas comunes y diferentes despachos del Palacio de Justicia de Ibagué, cuando dichos recursos debieron ser destinados a atender gastos generales de las medidas de descongestión conforme a la solicitud del Director Seccional y la asignación de la Dirección Ejecutiva;  debido a incorrecta decisión de la Dirección Seccional y de control por parte de la Dirección Ejecutiva Nacional para garantizar la utilización específica de los recursos asignados, lo que generó ineficacia en la utilización de los recursos y afectación del Plan Nacional de Descongestión en el departamento.
Hallazgo No.93 Gestión Presupuestal
El principio del sistema presupuestal de programación integral conlleva a que todo programa presupuestal deberá contemplar simultáneamente los gastos de inversión y de funcionamiento que las exigencias técnicas y administrativas demanden como necesarios para su ejecución y operación, lo que en concordancia con el principio de planificación y anualidad debe considerar que el año fiscal comienza el 1º de enero y termina el 31 de diciembre de cada año. (Decreto 111 de 1996, artículos 13, 14 y 17)

La Dirección Seccional de Administración Judicial suscribió durante la vigencia 2011 con recursos de la vigencia actual un total de 103 contratos por valor de $2.357.665.001, de los cuales el 55% por valor de $1.296.730.279 se celebró en el último trimestre del año, inclusive el 20% de ellos por valor de $461.255.448 se efectuó la última semana del año fiscal;  situación presentada por deficiente planeación y gestión presupuestal, generando que el 23% de la contratación no tuviera una ejecución real en la vigencia, retraso en los pagos a los contratistas y afectación de la gestión de la Entidad.

Hallazgo No.94 Contrato de Arrendamiento de fotocopiadoras

Para las adiciones de valor en los contratos deben adjuntarse Resolución de la Sala Administrativa del Consejo Seccional, cuando con el valor de la adición del contrato supere los 100 SMMLV. (Manual de Contratación del CSJ, capítulo II, numeral 2.3.3 – Procedimiento para adición, prórroga y modificación del contrato).

Los estudios previos a la contratación de un bien o servicio, debe contener como mínimo: la identificación del contrato a celebrar y el análisis que soporta el valor estimado del Contrato, indicando las variables utilizadas para calcular el presupuesto de la respectiva contratación.  (Decreto 2474 de 2008, artículo 3).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, suscribió el contrato No.CON26-008 de 2011, por valor inicial de $51.920.000 cuyo objeto fue “el arrendamiento de 17 fotocopiadoras  marca RICOH …”, con una duración del 21 de enero al 31 de diciembre de 2011, en el cual se observan las siguientes situaciones:

1. Se nominó inadecuadamente como un contrato de arrendamiento, cuando se trataba de un contrato de prestación de servicios, teniendo en cuenta que el contratista además de suministrar los equipos, debía garantizar personal e insumos para la prestación del servicio de fotocopiado.

2. El contrato inicial fue objeto de adición en valor de $17.000.000 el 8 de septiembre de 2011, para un valor total del contrato de $68.920.000, cifra que superó los 100 SMMLV, sin que mediara Resolución de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura autorizando la respectiva contratación.

3. En la sección “valor estimado de la adición” del estudio de conveniencia y oportunidad no se indican las variables utilizadas para el cálculo del presupuesto de la adición, ni se soporta la estimación del mismo.

4. En los estudios de conveniencia y oportunidad se tipificaron los riesgos previsibles del contrato y se establecieron los mecanismos de cobertura que garantizarían las obligaciones pre y contractuales, los cuales fueron adoptados en la suscripción del contrato (cláusula décima: Garantía Única);  no obstante el contratista no constituyó póliza alguna para la ejecución del contrato.

5. No se evidencia la certificación de cumplimiento de obligaciones con los Sistemas Generales de Seguridad Social y Aportes Parafiscales.

6. A pesar que en la oferta económica presentada por el único proponente se ofrecieron fotocopiadoras de diferentes marcas para las respectivas ubicaciones, el contrato se suscribió con referencia a una única marca.

Lo anterior debido a falta de gestión del Área Administrativa para adelantar los procedimientos pre y contractuales con el cumplimiento de los requisitos legales y controles establecidos, lo que generó incumplimiento de los parámetros legales de la contratación estatal, inexactitud en la clasificación de la naturaleza del contrato y riesgo de pérdida de recursos frente a un posible incumplimiento del contratista.

Hallazgo No.95 Orden de servicio OSER26 022 de 2011

Las Entidades estatales adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de contratar (Ley 80 de 1993, artículo 30, numeral 8).
La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en la orden de servicios 022 del 30 de diciembre de 2011, por valor de $53.000.000, cuyo objeto fue el mantenimiento correctivo y preventivo de algunas zonas comunes afectadas en el Palacio de Justicia de Ibagué, autorizó la contratación del ítem global “1.4 Aseo General” en cantidad 2 y valor $1.000.000, cuando en la oferta presentada por el proponente, se estableció por $500.000; debido a incorrecta decisión administrativa y debilidades de los mecanismos de control en el proceso contractual, lo que puede generar detrimento patrimonial en la cuantía de $500.000 en el evento en que se pague sin efectuar el ajuste respectivo.

Hallazgo No.96 Proceso Licitatorio 001 (D)

Es obligación de las Entidades del Estado publicar dentro de los diez (10) a veinte (20) días calendario anteriores a la apertura de la licitación  hasta tres (3) avisos con intervalos entre dos (2) y cinco (5) días calendario, según lo exija la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, en diarios de amplia circulación en el territorio de jurisdicción de la Entidad (Ley 80 de 1993, artículo 30, numeral 3).

Es obligación de las Entidades del estado publicar en el SECOP los documentos contractuales desde la fecha de su expedición, o a más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes. (Decreto 2474 de 2008, artículo 8, parágrafo 3).

Los informes de evaluación de las propuestas permanecerán en la secretaría de la Entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten las observaciones que estimen pertinentes. En ejercicio de esta facultad, los oferentes no podrán completar, adicionar, modificar o mejorar sus propuestas. (Ley 80 de 1993, artículo 30, numeral 8).

 Cuando los usuarios contratantes requieran de servicios o bienes adicionales estos deberán ser cotizados por las empresas de vigilancia a precios o valores reales y de mercado y por ende deben ser contratados de esta manera por quienes estén interesados en ellos, so pena de incurrir en prácticas restrictivas de competencia, con el ánimo de desplazar competidores o ganar posición dominante ante el mercado o clientes potenciales. (Circular externa 001 de 2011 expedida por la Supervigilancia).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en el trámite del proceso de licitación pública No. 001, la cual tenía por objeto contratar el servicio de vigilancia incurrió en las siguientes deficiencias:

1. Inicio las diligencias de apertura de licitación el día  12 de julio de 2011, no obstante haber publicado el aviso de prensa el día 6 de julio de 2011, es decir con una diferencia de seis (6) días cuando el mismo debió publicarse por lo menos con diez días de antelación a la fecha de apertura de la licitación.

2. Publicó extemporáneamente la documentación en el SECOP, entre ellos el Contrato, acta y la resolución de adjudicación del respectivo contrato, publicaciones que superaron el término legal.

3. Otorgó únicamente tres (3) días para que los oferentes presentaran observaciones a la calificación de las propuestas, cuando debió conceder como mínimo cinco (5) días hábiles.

4. En los pliegos de condiciones no estableció un valor base mínimo acorde con el precio comercial y de mercado para el apoyo con medio tecnológico.

5. Otorgó concepto de “no cumple” en el aspecto evaluación oferta económica a seis proponentes, por cuanto según la administración no cumplían con la tarifa mínima establecida por la Supervigilancia para el servicio de vigilancia con medio humano, sin arma, sin canino con jornada laboral mes/12 horas diurnas, cuando estas ofertas estaban acordes con la tarifa mínima establecida por la Supervigilancia.

Lo anterior debido a incorrecta decisión de los funcionarios encargados de esta labor, lo que generó vulneración del principio de selección objetiva y del debido proceso, incumplimiento de la normatividad legal aplicable y expone a la Entidad a posibles reclamaciones y demandas.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

Hallazgo No.97 Contrato COM 26– 015 DE 2011 (D)

Los Estudios y documentos previos deben contener como mínimo la descripción de la necesidad y el análisis que soporta el valor estimado del contrato (Artículo 3 del Decreto 2474 de 2008).

Causales para no considerar las propuestas: No se considerará la propuesta cuando las condiciones ofrecidas por el oferente no cumpla con los requisitos mínimos establecidos en el presente pliego de condiciones: objeto, término, precio y condiciones. Si el oferente condiciona los efectos o alcance de la oferta. La propuesta debe cumplir estrictamente y sujetarse a todos y cada uno de los requisitos del pliego de condiciones. (Pliego de condiciones definitivo numeral 15, literal f).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, podrá declarar desierto la presente Selección Abreviada, únicamente por motivos o causas que impidan la escogencia objetiva de una oferta como son: b) cuando ninguna oferta se ajuste a las condiciones consignadas en estos pliegos (Numeral 26 de los pliegos de condiciones definitivos).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en la celebración y ejecución del contrato No. COM26–015 de 2011, cuyo objeto fue la adquisición e instalación de mobiliario y enseres por $93.210.640, incurrió en las siguientes deficiencias:

1. Los análisis y documentos previos elaborados por el nivel central no establecen la descripción real de la necesidad, ni el soporte del valor estimado, lo que llevó a que específicamente en el ítem Archivo rodante, establecieran una necesidad de 36 unidades por un valor individual de $808.603 y terminaran comprando seis (6) por un valor individual de $5.220.000.

El único oferente que presentó propuesta y a quien finalmente se le adjudicó el contrato no cumplió con la totalidad de la oferta solicitada en el pliego de condiciones, puesto que no ofertó de acuerdo a lo solicitado por la administración, porque teniendo en cuenta que el valor estimado no se aproximaba a los del mercado, terminó ofertando de las condiciones requeridas seis (6) y no los treinta y seis (36), por un valor por unidad de $5.220.000.

2. En la evaluación de propuestas, el Comité ante el desfase de precios, determinó excluir el ítem Archivo rodante y recomendó adjudicar el contrato por los demás ítems, por lo cual se suscribió el contrato en estos términos el día 26 de diciembre de 2011

3. Posteriormente, el día 29 de diciembre de 2011, se suscribió contrato adicional por valor de $32.366.960, para la compra entre otros elementos de las seis (6) unidades de archivo por valor individual de $5.220.000 cuando debió realizar una nueva convocatoria por determinarse nuevas cantidades y nuevos precios.

4. A 20 de marzo de 2012, los bienes del contrato inicial y los del adicional no se habían recibido, no obstante el término de ejecución de 30 días.

Debido a deficiencias en la elaboración de los estudios previos y a la inoportunidad en la asignación de los recursos por parte del nivel central, y a deficiencias en la evaluación de propuestas y en la adjudicación y ejecución contractual por parte de la Dirección Seccional; lo que limitó la presentación de propuestas, generó ineficacia de la actividad contractual y vulneración de la normatividad legal respectiva.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

Hallazgo No.98 Contrato COM26-011 de 2011 (D) 

La forma de pago se realizará en un sólo pago, previa expedición del cumplido a satisfacción y el documento de entrada al almacén. (Cláusula sexta del contrato  COM26-011 de 2011).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en la ejecución del contrato COM26-011 de fecha 19 de diciembre de 2011, cuyo objeto fue la adquisición de mobiliario y enseres con destino a los despachos judiciales del Tolima por valor de $176.928.200, incurrió en las siguientes situaciones:

1. Se expidió documento- certificación de fecha 23 de diciembre de 2011 por parte de la coordinadora del Grupo de almacén e Inventarios, en donde certifica que el contratista cumplió a cabalidad con el contrato de adquisición de mobiliario y enseres No. COM26-011 del 19 de diciembre de 2011 por valor de $176.928.200.

2. Con  fecha 23 de diciembre de 2011, se suscribió documento “Ingreso compra devolutivo” por parte de la Coordinadora del grupo de almacén e Inventarios, de la totalidad de los bienes objeto del contrato.

3. El contratista presenta al Consejo Superior de la Judicatura factura de venta D- No. 1136 de fecha 23 de diciembre de 2011 por valor total de $176.928.200.oo, en la cual se relaciona la totalidad de los muebles comprados mediante el contrato.

4. Con base en los anteriores documentos el día 27 de diciembre de 2011 se pagó el valor total del contrato $176.928.200, sin que la totalidad de los bienes hubieran ingresado a la Entidad, porque mediante oficio DSAJ-ALM-0016 del 9 de febrero de 2012 suscrito por la Coordinadora del Grupo de Almacén e Inventarios requiere al contratista para que haga entrega de los elementos pendientes. Igualmente, con oficio No. DSAJ-ALM-0024 del 16 de febrero de 2012 dirigido por la Coordinadora del Grupo de Almacén a la Coordinadora de Asistencia Legal, solicita se tomen las medidas correspondientes ante los múltiples incumplimientos por parte del proveedor, quien finalmente terminó la entrega de los bienes después del 16 de febrero de 2012.

Lo anterior, debido a incorrecta decisión de funcionarios de la administración judicial, lo que generó que los bienes pendientes de entrega estuviera en riesgo de pérdida, e incumplimiento de la normatividad legal.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

Hallazgo No.99 Contratación de Mínima Cuantía (D)

Expedición de Adendas. En todo caso no podrán expedirse adendas dentro de los tres (3) días anteriores en que se tiene previsto el cierre del proceso de selección, ni siquiera para extender el término del mismo. La publicación de estas adendas sólo se podrá realizar en días hábiles y horarios laborales”. (Ley 1474 de julio de 2011,  Artículo 89).

Paso 9. Realizar estudio y evaluación de las ofertas- Responsable: Comité Asesor y Evaluador de la DSAJ (Dirección Seccional de Administración Judicial. Procedimiento para la Contratación Directa.

Transparencia en Contratación de Mínima Cuantía. c) La Entidad seleccionará, mediante comunicación de aceptación de la oferta, la propuesta con el menor precio, siempre y cuando cumpla con las condiciones exigidas. d) La comunicación de aceptación junto con la oferta constituyen para todos los efectos el contrato celebrado, con base en lo cual se efectuará el respectivo registro presupuestal. (Ley 1474 de 2011, Artículo 94).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en las invitaciones públicas para contratación de mínima cuantía Nos. 019, 020, 021 y 022 de 2011, mediante las cuales se contrató posteriormente las órdenes de servicio OSER26-021, OSER26-022, OSER26-023 y OSER26-024 respectivamente, incurrió en las siguientes irregularidades:

1. Expidió adendas dos días antes de la fecha prevista para el cierre del proceso de selección, la fecha de publicación fue el 23 de diciembre de 2011 y el término máximo para presentar ofertas el 27 de diciembre, no obstante el día 26 de diciembre publicó las Adendas No.1 para las invitaciones 019 y 020 informando que el AIU máximo permitido será igual o inferior al 23%, sin justificación alguna, ni estudio y/o aprobación por parte del comité, y las Adendas No.2, para las cuatro invitaciones públicas, aclarando los plazos de ejecución.

2. En el proceso de estudio y evaluación de las ofertas no participó el comité Asesor y Evaluador de las ofertas de la Dirección Seccional, sino que este estuvo a cargo de una sola funcionaria profesional universitario del Área Administrativa sección mantenimiento como consta en las actas Nos. 048, 049, 050 y 051 del 27 de diciembre de 2011, respectivamente. En esta funcionaria se concentró las actividades de elaboración de los estudios previos, evaluación de las propuestas y supervisión de la ejecución.

3. Para el caso de las invitaciones públicas Nos. 019 y 020, Se rechazó el estudio de las propuestas con el menor precio argumentando que el porcentaje del AIU era superior al establecido en la adenda extemporánea, y consecuentemente no se seleccionaron las propuestas con el menor precio: En el primer caso la oferta de menor precio era $37.852.696 con un AIU del 26%, pero se adjudicó al segundo menor valor por $39.853.732 y AIU del 23%. En el segundo caso en mención, la oferta más favorable era por $35.851.784 con AIU del 26%, pero se adjudicó al segundo menor valor con propuesta de $36.805.240 y AIU de 23%.

4. Las comunicaciones de aceptación de las ofertas (que junto con la oferta se constituyen en el contrato), para el caso de las cuatro invitaciones públicas, difieren de las ofertas presentadas por los oferentes seleccionados porque incluyen cantidades de obra superiores y consecuentemente valores superiores a la oferta en cuantías importantes hasta llegar al 100% del presupuesto oficial estimado, como a continuación se señala:

Cuadro No.21 – Contratación de Mínima Cuantía

	Invitación Pública
	Contrato
	Objeto
	Valor de la oferta
	Valor en la comunicación de aceptación
	Mayor valor contratado vs. La oferta

	019 DE 2011
	OSER 021 DE 2011
	Mantenimiento correctivo a las ventanas existentes en la fachada del Palacio de Justicia de Ibagué
	39.853.732
	53.560.000
	13.706.2680

	020 DE 2011
	OSER 022 DE 2011
	Mantenimiento correctivo de algunas zonas comunes afectadas en el Palacio de Justicia de Ibagué
	39.853.732,00
	53.000.000,00
	13.146.268,00

	021 DE 2011
	OSER 023 DE 2011
	Mantenimiento correctivo mediante el suministro e instalación de persianas
	23.125.000,20
	27.595.188,00
	4.470.187,80

	022 DE 2011
	OSER 024 DE 2011
	Remodelación y mantenimiento de algunas oficinas ubicadas en el Palacio de Justicia de Ibagué
	36.929.797,50
	53.000.000,00
	16.070.202,50


Lo anterior debido a deficiente planeación, falta de mecanismos de control de las áreas e instancias responsables e incorrectas decisiones de la administración, lo que generó vulneración de los principios de la contratación pública, del deber de selección objetiva, inexactitud en los contratos, modificaciones en las cantidades de obra a contratar, ampliación de los términos de ejecución y expone a la Entidad al riesgo de posibles demandas.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.
Hallazgo No.100 Mantenimiento de Fachada Palacio de Justicia (D)
Obligaciones de la Entidad: Supervisar la correcta ejecución del contrato 2)…autorizar las modificaciones a los mismos, si fuere necesario, por intermedio del supervisor designado por la Dirección. Coordinación del Contrato.- La responsabilidad de vigilancia y control sobre la adecuada ejecución de las obligaciones inherentes al contrato estarán a cargo de la ingeniera Coordinadora del Área de Mantenimiento; entre otras 1)La verificación del cumplimiento del contrato, 11)Presentar  ante la Dirección Seccional de Administración Judicial en forma oportuna y debidamente justificadas y soportadas, las solicitudes de Adición de valor, prórrogas de plazo o Modificaciones del presente contrato. (Cláusulas tercera y cuarta del Contrato).
El contratista…, de igual manera, en cualquier evento en que se adicione el valor del contrato o se prorrogue su plazo, deberá ampliar el valor de la garantía otorgada o ampliar su vigencia, según el caso, de conformidad con lo prescrito en el art.12 del Dec.4828 de 2008. (Cláusula 10ª. Parágrafo tercero del Contrato).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en el Contrato de Obra 067 del 3 de octubre de 2011 cuyo objeto es realizar el mantenimiento correctivo y preventivo de la fachada del edificio del Palacio de Justicia de Ibagué, presentó entre otras, las siguientes inconsistencias:

1. Suscribió el contrato por cuantía equivalente a la totalidad del presupuesto oficial $380.000.000; sin tener en cuenta que la propuesta ganadora ofertó la realización de las obras por $370.480.688; por lo cual posteriormente mediante Acta suscrita por la interventora se incluyó la realización de ítems diferentes a los del objeto contractual para cubrir la diferencia.

2. El valor de las obras inicialmente proyectadas finalmente ascendió a $364.995.054, soportada en el Acta de recibo No.1 del 15 de diciembre de 2011, aunque sin justificación técnica se dejaron de ejecutar algunos ítems y en su reemplazo se ejecutaron mayores cantidades en otros ítems.

3. Para cubrir la diferencia de $15.004.946 ($380.000.000 menos $364.995.054), la supervisora mediante “Acta de Justificación y Aprobación de Ítems no previstos” del 16 de diciembre de 2011 autorizó la ejecución de ítems diferentes a los inicialmente pactados, estableciendo precios unitarios para los mismos, sin tener facultad para ello.

4. No se exigió la ampliación de las pólizas de garantía por el mayor término de ejecución ni por los ítems nuevos contratados diferentes al mantenimiento de la fachada.
Lo anterior, debido a deficiencias de planeación, falta de seguimiento y control y a incorrecta decisión de la supervisora, lo que generó ineficacia de la actividad contractual, violación de los principios de la contratación estatal y riesgos de posibles reclamaciones.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

Hallazgo No.101 Impuesto a las Ventas Asumido (F)

Actuarán como agentes retenedores del impuesto sobre las ventas en la adquisición de bienes y servicios gravados, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos. (Estatuto Tributario, artículo 437-2).

Los agentes de retención del impuesto sobre las ventas responderán por las sumas que estén obligados a retener. Las sanciones impuestas al agente por el incumplimiento de sus deberes serán de su exclusiva responsabilidad. (Estatuto Tributario, artículo 437-3).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, en la ejecución y pago del contrato No.CON26-008 de 2011, cuyo objeto fue el arrendamiento de fotocopiadoras, por $51.920.000, dejó de descontar el valor de $6.146.857, por concepto de retención en la fuente del Impuesto a las Ventas, cuando tenía dicha obligación por tratarse de un responsable del Régimen Simplificado; debido a incorrecta decisión administrativa y debilidades de control y seguimiento a los pagos y retenciones realizadas, lo que generó detrimento del patrimonio estatal en la cuantía de $6.146.857 e incumplimiento de los procedimientos tributarios.

El hallazgo por su posible incidencia fiscal y otra incidencia se traslada al Grupo de Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Gerencia Departamental Tolima de la Contraloría General de la República y a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales de Ibagué.

Hallazgo No.102 Conciliaciones Bancarias

Las Entidades contables públicas deberán implementar los procedimientos que sean necesarios para administrar los riesgos asociados con el manejo de las cuentas bancarias, manteniendo como principal actividad la elaboración periódica de conciliaciones bancarias, para contrastar, y ajustar si a ello hubiere lugar, la información registrada en la contabilidad de la Entidad. (Resolución 357 de 2008, numeral 3.8).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, durante la vigencia 2011 no realizó los ajustes contables producto de las conciliaciones bancarias a la cuenta Nº 110-550-00054-1 del Banco Popular, donde se manejan los recursos para Gastos de Personal, porque aún en el mes de diciembre de 2011 se observan partidas conciliatorias sin contabilizar desde el año 2007 por $44.157.965, así:
Cuadro No. 22 - Partidas Conciliatorias

	PERIODO
	PARTIDA CONCILIATORIA
	VALOR

	Año 2007
	Consignaciones sin registrar
	231.520

	Año 2010
	Consignaciones sin registrar
	95.131

	Enero de 2011
	Consignaciones sin registrar
	26.705.461

	Febrero de 2011
	Consignaciones sin registrar
	0

	Marzo de 2011
	Consignaciones sin registrar
	54.711

	Abril de 2011
	Consignaciones sin registrar
	931,224

	Mayo de 2011
	Consignaciones sin registrar
	0

	Junio de 2011
	Consignaciones sin registrar
	88.597

	Julio de 2011
	Consignaciones sin registrar
	7.884.883

	Agosto de 2011
	Consignaciones sin registrar
	995.933

	Septiembre de 2011
	Consignaciones sin registrar
	1.339.660

	Octubre de 2011
	Consignaciones sin registrar
	2.210.655

	Noviembre de 2011
	Consignaciones sin registrar
	3.620.190

	T O T A L
	44.157.965



 Partidas conciliatorias

Lo anterior debido a falta de gestión por parte del área contable para efectuar seguimiento y contabilización oportuna de las partidas conciliatorias, generando inexactitud en los saldos de las cuentas contables donde se manejan los recursos de la Dirección Seccional e incumplimiento a los procedimientos contables establecidos por la Contaduría General de la Nación.

Hallazgo No.103 Manejo Contable (D)

El Principio Contable de Revelación dicta que los estados, informes y reportes  contables deben reflejar la situación financiera, económica, social y ambiental de la Entidad contable pública, así como los resultados del desarrollo de las funciones del cometido estatal por medio de la información contenida en ellos. (Numeral 2.8 Principios de Contabilidad Pública, Régimen de Contabilidad Pública).

La información contable es razonable, cuando refleja la situación y actividad de la Entidad contable pública de manera ajustada a la realidad. (Numeral 2.7 Características Cualitativas de la Información Contable Pública, Régimen de Contabilidad Pública).

Los registros y reportes contables de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué, correspondientes a la vigencia 2011, presentan deficiencias de procedimiento contable e incumplimiento de las normas técnicas de contabilidad pública, como se evidencia a continuación:

· La cuenta auxiliar Depósitos en Instituciones Financieras-Cuenta Corriente (111005), no presenta su realidad económica, toda vez que no contiene los ajustes resultantes de las conciliaciones bancarias de la vigencia auditada por $43.831.314.

· El anticipo girado por concepto del contrato No.CON26-067 de 2010, girado en la vigencia 2011 por $295.000.000, se registró directamente en la cuenta de Propiedad, planta y equipo, cuando debió registrarse en la cuenta auxiliar Anticipo para adquisición de bienes y servicios (142012) por corresponder a una cuenta por cobrar.

· El saldo de la cuenta Otros Deudores (1470) de $207.947.757 se encuentra sobreestimado en $196.077.995, porque a 31 de diciembre de 2011, la Fiscalía General de la Nación no debía $145.052.027 por concepto de arrendamiento al Consejo Superior de la Judicatura (subcuenta 147006);  ni existía embargo por $51.025.968 por cobrar sobre la cuenta de arancel judicial del Banco Agrario (subcuenta 147013).

· El saldo de la cuenta Edificaciones (1640) por $13.098.309.267 se encuentra sobreestimado en $33.791.290, porque éste valor corresponde al gasto por la interventoría del contrato de adquisición e instalación de ascensores, que debió registrarse en la cuenta del gasto.

· El saldo de la cuenta Bienes Muebles en Bodega (1635) por $796.670.826 está subestimado en $195.434.304, porque el inventario de elementos en bodega asciende a $992.105.130.

· Respecto a la cuenta contable Retención en la Fuente (2436), se evidencian liquidaciones inexactas, e incorrecta clasificación del concepto objeto del anticipo.

· El saldo de la cuenta Ingresos Extraordinarios (4810) por $28.076.755, presenta sobreestimación de $4.519.879, porque el valor correcto que se percibió por este concepto fue $23.556.876.

Lo anterior, por deficientes mecanismos de control interno en el proceso contable y a falta de conciliación entre las áreas involucradas, lo que generó estados contables para la vigencia 2011 con cifras que no reflejan la realidad económica, financiera y social de la Entidad, al presentar sobreestimaciones por $234.389.164 y subestimaciones por $195.434.304, e incumplimiento del Régimen de contabilidad pública.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

Hallazgo No.104 Ejecución de Recursos de Mantenimiento Despachos Judiciales (D)
El principio de unidad de caja contempla que el recaudo de todas las rentas y recursos de capital que realice la Entidad deben hacer parte del presupuesto de la misma. (Decreto 111 de 1996, artículo 16).

Los contratos que celebren las Entidades estatales constarán por escrito (Ley 80 de 1993, artículo 39).

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Ibagué percibió por concepto del convenio No.0018 de 1997 suscrito con la Fiscalía General de la Nación, recursos por $23.556.876 para mantenimiento de los bienes inmuebles de la Rama Judicial, en cuya ejecución se presentaron las siguientes deficiencias:

· Los recursos fueron ejecutados sin haber sido incorporados al presupuesto de la Entidad.

· Los mismos fueron ejecutados en su totalidad para el pago del servicio de mantenimiento sin que mediara contrato escrito que avalara legalmente la ejecución del citado servicio.

Lo anterior debido a incorrecta decisión administrativa por parte del Director Seccional y falta de mecanismos de control en el Área Administrativa, lo que generó incumplimiento de las normas legales referidas.

Las evidencias que soportan los hallazgos, las conclusiones y el presente reporte, reposan en el archivo de esta Gerencia, con los requisitos de su elaboración, supervisión y custodia acorde con la tabla de retención documental.

Por su posible incidencia disciplinaria se trasladan a la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

5. ANEXOS

ANEXO 1. . ESTADOS CONTABLES
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